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La presente tesis denominada: “Criterios establecidos por la corte Interamericana 
de Derechos Humanos para la procedencia del recurso de casación por error de 
hecho, esto, cuando afecta la legalidad de la sentencia”; tiene como fundamento 
teórico y jurisprudencial el haberse ocupado del estudio de los criterios emanados 
por la Corte, en diversas sentencias, como es obvio, aplicables al Código Procesal 
Penal, referido a la procedencia del recurso extraordinario de casación, esto, por 
razones de errores de hecho, posición en mala medida no fue adoptada por el 
legislador. 
 
Ahora bien, cabe precisar que en la actualidad la procedencia del recurso 
de casación está regulada en el artículo 429 –denominado causales- del código 
procesal penal, de esta redacción, podemos extraer que el recurso se refiere 
únicamente a cuestiones de derecho sustantivo o procesal, lo cual, implica la 
exclusión de las cuestiones de hecho y, por consiguiente todo problema atinente a 
la valoración de pruebas. En ese sentido, de esa redacción se advierte que el 
recurso de casación no se condice con los criterios (de impugnación) sentados en 
las sentencias por la Corte sino está marcado por limitaciones, formalidades y 
ritualidades, mas por el contrario, el legislador no ha previsto la casación libre de 
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restricciones ni de integralidad, conforme  una interpretación amplia de la 
Convención Americana de Derechos Humanos. 
Lo que hemos realizado, es un estudio de análisis jurídico explicativo-
descriptivo de las sentencias emitidas por la Corte, esto, referido al derecho de 
impugnación y al acceso al recurso, así de ese modo, constatando diversos 
criterios que deberán ser tomados por parte del legislador, esto, para la regulación 
del recurso extraordinario de casación; las mismas que son: el criterio de la 
idoneidad, de la eficacia, de la insuficiencia de un órgano superior, de la revisión 
integral, de no establecer restricciones, de fácil acceso, para el análisis de las 
cuestiones fácticas y probatorias, de control amplio y de las garantías mínimas del 
recurso de casación. 
 
En esa idea de limitación, restricción y ritualidad de la regulación de la 
casación, se viola el derecho de impugnación y al acceso al recurso para poder 
ejercer el derecho a impugnar una sentencia definitiva en agravio de un derecho 
fundamental. En consecuencia, se deja en un estado de cosas inconstitucional a la 
persona. 
 
Finalmente, si sigue esta situación y el legislador no toma las medidas 
correctivas; es decir, no se adecua a lo establecido por la Corte, nuestro país 
estaría incurriendo en graves irregularidades, que acarrearía una responsabilidad 















The present thesis, entitled "Criteria established by the Inter-American Court of 
Human Rights for the merits of the cassation appeal for error of fact, this, when it 
affects the legality of the sentence"; Has as its theoretical and jurisprudential basis 
the fact that it has dealt with the study of the criteria issued by the Court in various 
judgments, obviously applicable to the Code of Criminal Procedure, referring to the 
merits of the extraordinary appeal, Fact, position in bad measure was not adopted 
by the legislator. 
 
However, it should be pointed out that at present, the appeal procedure is 
governed by article 429 - called the grounds - of the criminal procedural code, from 
this wording, we can deduce that the appeal refers only to questions of substantive 
or procedural law, Which implies the exclusion of factual matters and, 
consequently, any problem related to the evaluation of evidence. In that sense, it is 
clear from this wording that the appeal is not in accordance with the criteria (of 
challenge) set out in the judgments by the Court but is marked by limitations, 
formalities and ritualities, but, on the contrary, the legislator has not Provided for 
the marriage free of restrictions or comprehensiveness, according to a broad 
interpretation of the American Convention on Human Rights. 
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What we have done is a study of explanatory legal descriptive analysis of 
the judgments issued by the Court, this, referring to the right of challenge and 
access to the resource, thus, stating various criteria that must be taken by the 
Legislator, this, for the regulation of the extraordinary appeal of cassation; Which 
are: the criterion of suitability, effectiveness, insufficiency of a higher body, 
comprehensive review, non-establishment of restrictions, easy access, for the 
analysis of factual and evidential issues, comprehensive control And of the 
minimum guarantees of the appeal. 
 
In this idea of limitation, restriction and rituality of the regulation, the right to 
challenge and access to the remedy is violated in order to exercise the right to 
challenge a final judgment in violation of a fundamental right. Consequently, the 
person is left unconstitutional. 
 
Finally, if this situation continues and the legislator does not take corrective 
measures; That is, it does not comply with what was established by the Court, our 
country would be in serious irregularities, which would entail international 



















El derecho procesal penal actual, en su amplio desarrollo histórico, no es ajeno a 
las manifestaciones políticas, sociales y culturales que se producen; por ello, es 
necesario para el correcto desarrollo de este trabajo, tomar en cuenta un 
fenómeno innegable de estos tiempos, como es, el control convencional, es una 
nueva doctrina que se establece por primera vez en el año 2006 en el caso 
Almonacid Arellano contra Chile. La Corte Interamericana ejerce control de 
convencionalidad desde el primer asunto, pero aquí la novedad es que le dice a 
los jueces nacionales: ejerce control de convencionalidad y deja de aplicar leyes 
que sean contrarias a la Convención Americana, y sus protocolos adicionales. 
 
Dicho esto, podemos decir respecto de esta figura que, es una técnica de 
control normativo que consiste en el ejercicio de contraste entre la Convención 
Americana de Derechos Humanos y los dispositivos legales de origen nacional –
se incluyen las interpretaciones que le da a la norma nacional del juez–. 
 
Ahora bien, para hacer más explícito, la Corte IDH para tener una llegada 
a los países miembros no solamente los hace por medio de la ratificación de los 
tratados sino también por medio del precedente convencional, puesto que, el 
origen de la jurisprudencia se encuentra justamente en las resoluciones o 
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sentencias, pero sobre todo interesa el criterio en ellas contenido, que constituye 
lo que se conoce como precedente, que formalmente puede incluso ser 
redactado de manera independiente al fallo, pero siempre en estricto apego a lo 
considerado en él. 
 
Dentro del llamado precedente convencional, la Corte IDH trae consigo 
criterios que sirven de directrices para la regulación y aplicación de los derechos 
fundamentales, entre ellas, el derecho fundamental a impugnar y el derecho al 
acceso de los recursos, en particular lo que configuran el recurso de casación, 
es que se garantice el derecho a recurrir un fallo condenatorio penal, por medio 
de su jurisprudencia, siendo los criterios establecidos los siguientes: El criterio de 
la idoneidad, de la eficacia, de la insuficiencia de un órgano superior, de la 
revisión integral, de no establecer restricciones, de fácil acceso, para el análisis 
de las cuestiones fácticas y probatorias, de garantía mínima, del control amplio o 
integral, de las garantías mínimas del recurso de casación. 
 
Para ello, nos hemos planteado como problema general: ¿Es conveniente 
proponer la procedencia del recurso de casación por cuestiones o errores de 
hecho, por afectar la legalidad de la sentencia en la medida esta haya incidido en 
la parte resolutiva de la decisión? Y otras preguntas más. Las mismas que 
pasaremos a responder en el transcurso del desarrollo de este trabajo, 
planteando hipótesis de carácter propositivo. 
 
La presente tesis denominada: “Criterios establecidos por la corte 
interamericana de derechos humanos para la procedencia del recurso de casación 
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por error de hecho, esto, cuando  afecta la legalidad de la sentencia”; tiene como 
fundamento teórico y jurisprudencial el haberse ocupado del estudio al Código 
Procesal Penal, referido a la no procedencia del recurso extraordinario de 
casación por razones de errores de hecho, posición en mala medida adoptada por 
el legislador, reguladas para nuestro código. 
 
Claro está orientado siempre por nuestro objetivo general planteado: 
Demostrar que en el nuevo código procesal penal, si es conveniente proponer la 
procedencia del recurso de casación por cuestiones o errores de hecho, por 
afectar la legalidad de la sentencia en la medida esta haya incidido en la parte 
resolutiva de la decisión.  Asimismo por nuestros objetivos específicos: - 
Identificar los fundamentos para proponer la procedencia del recurso de 
casación por cuestiones o errores de hecho, por afectar la legalidad de la 
sentencia en la medida esta haya incidido en la parte resolutiva de la decisión; 
Establecer los criterios establecidos por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos que configuran el recurso de casación que garantice el derecho a 
recurrir un fallo condenatorio penal y Determinar las consecuencias procesales, 
económicas y normativas tendría la no adecuación normativa peruana referida al 
recurso de casación a los criterios de la Corte IDH sobre el derecho a recurrir la 
sentencia penal condenatoria.   
 
 La presente tesis se encuentra dividida en cuatro capítulos:  
 En el primer capítulo, se determina el problema. Exposición de la situación 
problemática, planteamiento del problema, la formulación del problema se ha 
caracterizado a través de interrogantes de forma general y problemas específicos; 
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justificación y los objetivos de la investigación ya sean general y específicos que 
orientaron el presente estudio o investigación. 
 
 En el segundo capítulo, se establece el marco teórico, se considera los 
antecedentes referidos a la investigación, las  bases teóricas que dieron sustento 
doctrinario, marco conceptual, las hipótesis y las  variables e indicadores. 
 
En el tercer capítulo, se precisa la metodología de la investigación. Se 
especifica el  diseño de la investigación, método, población y muestra, se 
connotan las técnicas,  también los diferentes instrumentos de recolección de 
datos para la presente  investigación.  
 
En el cuarto capítulo, se presentan los resultados y discusión.  A través de 
cuadros estadísticos y gráficos, y se realizan su análisis e interpretación. 
 
En el marco de la síntesis, se consignan las conclusiones y las sugerencias 
pertinentes 
Finalmente, se consideran las referencias bibliográficas y los apéndices que 

















1.1.  EXPOSICIÓN DE LA SITUACIÓN PROBLEMÁTICA 
La administración de justicia penal en América Latina en general, y en 
Perú en particular regulan el derecho a impugnar las resoluciones 
judiciales, las mismas que se encuentran reguladas en los tratados y 
constituciones respectivas, esto, con clara vinculación con el Derecho a la 
pluralidad de instancia, denominado derecho a los medios impugnatorios, 
es un derecho de configuración legal, mediante el cual se posibilita que lo 
resuelto por un órgano jurisdiccional pueda ser revisado por un órgano 
jurisdiccional superior”. Por ello, el derecho a la pluralidad de instancia tiene 
como finalidad garantizar que lo resuelto  por un órgano jurisdiccional pueda 
ser revisado en instancias superiores a través de los correspondientes 
medios impugnatorios formulados dentro del plazo legal. 
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Ahora bien, para ser efectivo el derecho a impugnar no basta tener 
las instancias, sino se debe contar además con el derecho de acceso a los 
recursos (o a recurrir las resoluciones judiciales), es una manifestación 
implícita del derecho fundamental a la pluralidad de  instancia, reconocido 
en el art. 139. 6º, de la Constitución, el cual, a su vez, forma parte del 
derecho fundamental al debido proceso, reconocido en el art. 139. 3º, de la 
norma Fundamental.  
La configuración legal de este derecho, implica que “corresponde al 
legislador crearlos, establecer los requisitos que se debe cumplir para que 
estos sean admitidos, además de prefigurar el procedimiento que se deba 
seguir”. Es decir, que es tarea del legislador establecer los requisitos, al 
respecto el poder judicial ha establecido que el legislador ha regulado el 
sistema de recursos en el Código Adjetivo y ha establecido aquellos 
supuestos en los cuales procede un recurso ya sea de nulidad o apelación 
y, en ese contexto, su acceso se encuentra legalmente determinado en 
cuanto a su configuración -el tipo: apelación, nulidad o casación-, los casos 
en que procede -referida al tipo de resoluciones que serán materia de 
impugnación- y los  requisitos  pertinentes;  por  consiguiente, el  ejercicio  
del  recurso  de  nulidad, apelación y casación siempre será con arreglo al 
régimen legalmente establecido en la norma procesal”. 
Que el derecho a los medios impugnatorios sea un derecho 
fundamental de configuración legal, no significa que la configuración in toto 
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del contenido del derecho fundamental queda librada a la discrecionalidad 
(o arbitrio) del legislador, sino tan solo que –existiendo un contenido 
esencial del derecho que, por estar garantizado por la propia norma 
fundamental, resulta indisponible para el legislador– es necesaria también 
la acción del órgano legislativo para culminar la delimitación del contenido 
del derecho. Dicha delimitación legislativa, en la medida de que sea 
realizada sin violar el contenido esencial del propio derecho u otros 
derechos o valores constitucionales reconocidos, forma, junto al contenido 
esencial del derecho concernido, el parámetro de juicio para controlar la 
validez constitucional de los actos de los poderes públicos o privados. Es 
decir, pues las condiciones de acceso no deben de ningún modo disuadir o 
entorpecer de manera irrazonable el ejercicio de este derecho. 
Más bien debe procurarse que el recurso sea sencillo y rápido 
(exento de formalidades) o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces 
o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus 
derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la 
presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas 
que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. 
De la realidad se advierte que el recurso de casación no se condice 
con los tratados sino está plagado de limitaciones, formalidades y 
ritualidades, donde la norma procesal penal en su artículo 429 –
denominado causales- establece que: “Son causales para interponer 
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recurso de casación: 1. Si la sentencia o auto han sido expedidos con 
inobservancia de algunas de las garantías constitucionales de carácter 
procesal o material, o con una indebida o errónea aplicación de dichas 
garantías. 2. Si la sentencia o auto incurre o deriva de una inobservancia 
de las normas legales de carácter procesal sancionadas con la nulidad. 3. 
Si la sentencia o auto importa una indebida aplicación, una errónea 
interpretación o una falta de aplicación de la Ley penal o de otras normas 
jurídicas necesarias para su aplicación. 4. Si la sentencia o auto ha sido 
expedido con falta o manifiesta ilogicidad de la motivación, cuando el vicio 
resulte de su propio tenor. 5. Si la sentencia o auto se aparta de la 
doctrina jurisprudencial establecida por la Corte Suprema o, en su caso, 
por el Tribunal Constitucional. De esta redacción podemos extraer que el 
recurso se refiere únicamente a cuestiones de derecho, sustantivos o 
procesales, lo cual implica la exclusión de las cuestiones de hecho y, por 
consiguiente todo problema atinente a la valoración de pruebas. 
El problema tiene -su origen- en que el legislador ha regulado el 
recurso de casación con muchas limitaciones, formalidades y ritualidades. 
En ese sentido,-el problema es-: Que el recurso de casación no se 
encuentra regulada para las cuestiones o errores de hecho, ya que esto, 
afecta la legalidad de la sentencia, total o parcialmente, en la medida en 
que éste haya incidido en la parte resolutiva de la decisión. En el proceso 
penal el error de hecho se ha caracterizado por ser un falso juicio en torno 
a la prueba, inicialmente relativo únicamente a la existencia de la prueba 
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(falso juicio de existencia) o sobre su sentido fáctico (falso juicio de 
identidad), en consecuencia el recurso de casación no es un recurso 
idóneo, útil y pertinente para ejercitar el derecho a recurrir, más bien este 
recurso, no reúne los criterios establecido por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos. 
Esta cuestión tiene diversas causas, modalidades y proporciones. 
En la práctica resulta contradictorio, ya que por un lado tenemos 
consagrada en la Constitución y los convenios internacionales la 
existencia del recurso sencillo y por el otro lado, generándole en un estado 
de desprotección a las partes procesales declarando el “estado de cosas 
inconstitucionales” 
Con todo lo antes citado, se dejaría en desprotección al imputado y 
otra más grande aún, a la sociedad, con el único mensaje de la 
inseguridad jurídica. 
Como consecuencia de ello, la imprevisibilidad de la justicia y el 
desprestigio de la administración de justicia particularmente del Poder 
Judicial. 
Consideramos este problema como un problema jurídico, de grandes 
proporciones y en tanto merece su inmediata atención por parte de la 









1.2.  PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
  1.2.1. Problema general 
¿Es conveniente proponer la procedencia del recurso de casación por 
cuestiones o errores de hecho, por afectar la legalidad de la sentencia en 
la medida que esta haya incidido en la parte resolutiva de la decisión? 
 1.2.2. Problemas específicos  
- ¿Cuáles son los fundamentos para proponer la procedencia del 
recurso de casación por cuestiones o errores de hecho, por afectar la 
legalidad de la sentencia en la medida que esta haya incidido en la 
parte resolutiva de la decisión? 
- ¿Cuáles son los criterios establecidos por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos que configuran el recurso de casación que garantice 
el derecho  a recurrir un fallo condenatorio penal? 
- ¿Qué consecuencias procesales, económicas y normativas tendría la no 
adecuación normativa peruana referida al recurso de casación a los 
criterios de la Corte Interamericana de Derechos Humanos sobre el 
derecho a recurrir la sentencia penal condenatoria? 
1.3.  JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN  
La investigación se justifica por las siguientes razones: 
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Del problema expuesto y de los objetivos planteados se puede 
deducir su notable importancia, tanto para el desarrollo académico e 
institucional. 
Como podrá advertirse entonces, el desarrollo del derecho 
impugnatorio en el ámbito procesal penal y en la dimensión en que hoy lo 
entendemos, supone una dinámica del recurso impugnatorio, cuya 
aplicación es bastante reciente y particularmente en nuestro país está 
empezando a desarrollarse. Basta con recordar que uno de los principios 
básicos del derecho al recurso, esto es, la pluralidad de instancias, 
constitucionalmente reconocido. De esa manera debemos garantizarle a los 
justiciables, la revisión de cualquier acto procesal, sin importar la etapa del 
proceso porque siempre los que deciden estarán inmersos a la falibilidad o 
error en su actuar. 
Asimismo, el tema es importante, dado el diseño de impugnación en 
el Perú, en particular lo referido al recurso de casación –(Artículo 427 al 
436) y otras normas en procesos especiales- que colisionarían con el 
derecho a recurrir previsto en el artículo 11 de la Declaración Universal de 
Derechos Humanos, artículos 8.2.h de la Convención Americana de 
Derechos Humanos, 14.5., del Pacto Internacional de Derechos Humanos, 
35 de las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas Para el Procedimiento 
Penal, y generaría responsabilidad internacional para el Perú, con el pago 
de sumas ingentes de dinero en vía de reparación inmaterial y costas 
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procesales a los agraviados, el desprestigio internacional del Estado 
Peruano. 
Es por ello que tiene importancia el presente proyecto de tesis que 
presentamos, pues contribuye a seguir afirmando las bases del Derecho 
Procesal en nuestro país en un momento crucial de su evolución, ya que, 
como es sabido, es recién con el Código Procesal Penal de 2004 que se 
está regulando de manera sistemática el conjunto de normas generales y 
específicas relativas a todos los recursos. 
1.4.  OBJETIVOS 
1.4.1. Objetivo general 
Demostrar que en el nuevo código procesal penal, si es conveniente 
proponer la procedencia del recurso de casación por cuestiones o 
errores de hecho, por afectar la legalidad de la sentencia en la medida 
que esta haya incidido en la parte resolutiva de la decisión. 
1.4.2. Objetivos específicos 
- Identificar los fundamentos para proponer la procedencia del recurso 
de casación por cuestiones o errores de hecho, por afectar la legalidad 
de la sentencia en la medida que esta haya incidido en la parte 
resolutiva de la decisión. 
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- Establecer los criterios establecidos por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos que configuran el recurso de casación que 
garantice el derecho a recurrir un fallo condenatorio penal. 
- Determinar las consecuencias procesales, económicas y normativas que 
tendría la no adecuación normativa peruana referida al recurso de 
casación a los criterios de la Corte IDH sobre el derecho a recurrir la 
sentencia penal condenatoria.   
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EL MARCO TEÓRICO 
2.1.  ANTECEDENTES DE INVESTIGACIÓN 
Respecto a la presente tesis, como notable antecedente indirecta tenemos 
un trabajo de tesis de maestría realizado en la Universidad Nacional Mayor 
de San Marcos, bajo el título: "El Control de hechos en casación: ataque 
frontal a los dogmas que rigen en la casación civil"; se pretendió aportar 
que: “Si es admisible aunque de manera excepcional, sin que ello 
desnaturalice el recurso y no convierta a la Corte Suprema –que conoce en 
nuestro medio el recurso de casación– en una tercera instancia. Creemos 
en la posibilidad de hacer control de hechos en casación, si levantamos la 
mirada a dos elementos importantes del proceso: los hechos y el derecho, 
ello porque se ha perdido de vista la fusión indisoluble que aparece entre el 
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hecho y el derecho, se olvidan muchos que estos dos elementos perviven 
juntos durante el desarrollo de todo el proceso, incluyendo la casación”1. 
2.2. BASES TEÓRICAS 
2.2.1. Convencionalización del proceso penal y la jurisprudencia de la 
CIDH 
 2.2.1.1. Jurisdicción intencional 
A) La internacionalización del derecho constitucional y la 
constitucionalización del derecho internacional 
Existe una relación entre el derecho constitucional y el derecho 
internacional resulta inevitable e irreversible, no se trata de imponer uno 
sobre otro, sino de complementar y crear visiones para catalogar derechos 
de manera homogénea otorgando al juzgador la facultad de valorar y decidir 
la aplicación que más se adecúe al principio pro persona de interpretación 
de los derechos humanos. Así, comienza el fenómeno de 
internacionalización del Derecho constitucional.  
 El Derecho internacional, sufre una transformación importante, de las 
relaciones entre estados a la protección de los individuos2, surge así el 
                                                 
1 Hurtado Reyes, Martín Alejandro. "El Control de hechos en casación: ataque frontal a los dogmas 
que rigen en la casación civil". Lima, Editorial: Universidad Nacional Mayor de San Marcos, 
2011. Cfr., http://cybertesis.unmsm.edu.pe/handle/cybertesis/3139. 
2 El derecho internacional tenía en sus manos la regulación de las actividades  que en el ámbito 
internacional desarrollaban los Estados; es decir, se trataba de delinear aspectos conflictivos 
entre los países para que las relaciones comerciales, sobre todo, se desarrollaran de la mejor 
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derecho internacional de los derechos humanos, donde la interacción entre 
los Derechos internacional, constitucional y procesal resulta evidente, la 
reformulación del concepto de soberanía…”3nacional.  
 El fenómeno no solo se da por la internacionalización del derecho 
constitucional sino también la constitucionalización del derecho 
internacional; ya que, cada vez más es “… más importante la apertura y 
recepción hacia el derecho  internacional  que  hacen  los  Estados  
nacionales”4.  
 Por constitucionalización del derecho internacional se debe entender 
como la progresiva aplicabilidad del Derecho internacional de los derechos 
humanos en el ámbito interno de los Estados, se ha venido realizando a 
través de diversas fórmulas o cláusulas constitucionales o bien a través del 
dinamismo de la jurisprudencia constitucional. Una de las manifestaciones 
claras de dicho fenómeno, lo constituye otorgar jerarquía constitucional a 
los tratados internacionales en materia de derechos humanos, superando la 
idea clásica de su equiparación legal5. 
 Los  jueces  nacionales  ahora  se  convierten  en  los  primeros 
jueces interamericanos. Son ellos los que tienen la mayor responsabilidad  
                                                                                                                                                    
manera; sin embargo, las situaciones que conformaban la manera de  vivir al interior de los 
países comenzó a crear preocupación entre la población mundial.  
3 FERRER MAC-GREGOR, Eduardo. Panorámica del derecho procesal constitucional y 
convencional. Madrid, Editorial Marcial Pons, 2013, p. 664. 
4 ROLDÁN OROZCO, Omar Giovanni. La función garante del Estado Constitucional y 
Convencional de Derecho. 1. Ed. Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de 
Investigaciones Jurídicas, 2015, p. 88.  
5 Ibídem, pp. 670-671. 
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para  armonizar  la  legislación  nacional  con  los  parámetros 
interamericanos6. 
B) Jurisdicción internacional 
1. Cuestión previa  
La jurisdicción internacional es un producto de la era de la globalización, la 
cual no restringe sus objetivos hacia el mero alcance de una paz a gran 
escala regional, sino mundial. No aspira a sustituir a la jurisdicción nacional 
sino más bien, impone ciertos límites a la justicia nacional. 
En ese sentido, la jurisdicción internacional es la cesión de una 
pequeña porción de soberanía que un Estado nacional cede en favor de un 
órgano judicial erigido más allá de las fronteras estaduales, como es la 
Corte IDH la misma que presenta las siguientes características: a) Se da a 
través de un tratado; b) se ejerce por un tribunal o corte, integradas por 
jueces; c) su función es la realización de la Convención Americana de 
Derechos Humanos.  
2. Jurisdicción supranacional  
Los tribunales supranacionales son autónomos entre sí, carecen de 
ubicación única y jerarquizada y su competencia no es automática, sino que 
requieren de declaraciones expresas de voluntad de los Estados para ser 
reconocidas sus funciones. Sus sentencias generalmente son meramente 
                                                 
6 ROLDÁN OROZCO, Omar Giovanni. Op. cit., p. 91.  
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declarativas y carecen de efecto ejecutivo. Los temas de legitimación y de 
admisibilidad de las causas, tampoco son uniformes entre cada uno de 
ellos.  
En la actualidad, el principal tribunal que ejerce la jurisdicción 
supranacional es la Corte Interamericana de Derechos Humanos, para el 
caso de nuestro país, esto, en materia de derechos humanos, cuya 
jurisdicción obedece a la aparición de una idea orientada a la paz y a la 
solidaridad internacional, es la renuncia a parcelas sustantivas de 
soberanía. 
3. Cumplimiento de las sentencias de la corte IDH  
Cuando un caso es sometido a la jurisdicción de la Corte, su función se 
centra en analizar los hechos acorde a la Convención u otros instrumentos 
aplicables; determinar si los peticionarios son víctimas de las violaciones a 
derechos humanos; de ser así establecer la responsabilidad internacional; 
determinar si el Estado en cuestión debe adoptar medidas de reparación,  
finalmente supervisar el cumplimiento de sus decisiones. El fallo de la Corte 
es definitivo e inapelable. 
 Los Estados tienen la obligación de cumplir de buena fe con las 
obligaciones de sus convenios. En este sentido, si un Estado se rehúsa a 
cumplir una sentencia de la Corte se estaría violando uno de los principios 
más importantes y fundamentales de la jurisprudencia internacional y de la 
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mecánica jurídica de los tratados: el pacta sunt servanda, que prescribe la 
obligatoriedad de los pactos y de esta forma exige el cumplimiento de 
buena fe de los mismos. 
No obstante lo anterior, en el sistema interamericano, a fin de 
supervisar el cumplimiento de sentencias, y con fundamento en el 
reglamento de la Corte, ésta requiere informes de los Estados respecto de 
su cumplimiento, mismos que serán observados y comentados por las 
víctimas o sus representantes7.  
2.2.1.2. Control convencional 
A)  Breve reseña histórica 
El control de convencionalidad es una nueva doctrina que se establece por 
primera vez en el año 2006 en el caso Almonacid Arellano contra Chile. La 
Corte Interamericana ejerce control de convencionalidad desde el primer 
asunto, pero aquí la novedad es que le dice a los jueces nacionales: ejerce 
control de convencionalidad y deja de aplicar leyes que sean contrarias a la 
Convención Americana, y sus protocolos adicionales. 
Esto lo establece como una obligación en este famoso párrafo 124 del 
Caso Almonacid Arellano: “El Poder Judicial debe tener en cuenta no 
                                                 
7  Asimismo, la Corte puede requerir a otras fuentes de información sobre el caso, de estimarlo 
conveniente, convocar al Estado y a los representantes de las víctimas a una audiencia para 
supervisar el cumplimiento de sus decisiones. Una vez que cuenta con la información 
pertinente, se determina el estado de cumplimiento de lo resuelto. 
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solamente el tratado sino también la interpretación que del mismo ha hecho 
la Corte Interamericana,  intérprete última de la Convención Americana…”8. 
B) Concepto 
El control de convencionalidad es una técnica de control normativo que 
consiste en el ejercicio de contraste entre la Convención Americana de 
Derechos Humanos y los dispositivos legales de origen nacional –se 
incluyen las interpretaciones que le da a la norma nacional del juez–9. 
En concreto, la Convención Americana de Derechos Humanos 
funciona como parámetro controlador, fija los límites y la conformidad de la 
norma nacional como objeto controlado con los estándares internacionales. 
Se trata de una obligación impuesta no solo a los jueces nacionales sino a 
todo órgano (poder ejecutivo, legislativo, judicial, etc,) que tenga que ver 
con derechos humanos.   
Cabe precisar que, “… la Convención Americana de Derechos 
Humanos no es la única norma dentro del Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos que sirve como parámetro controlador, (…) sino existe 
                                                 
8 Cfr. Caso Almonacid Arellano. 
9  Las interpretaciones de un dispositivo legal que realiza  un  juez  también son norma. Debe  
tenerse en cuenta que se parte de la distinción entre disposición y norma. La disposición, según 
Guastini, es cualquier enunciado que forma parte de una fuente del derecho, mientras que el 
concepto de norma se refiere al sentido o significado de una o varias disposiciones o 
fragmentos de disposiciones. GUASTINI, Ricardo. Estudios sobre Interpretación Jurídica. 
México D. F.: UNAM, 1999. p. 11. Igualmente, Díaz Revorio señala que  la  norma es el 
producto de la labor interpretativa que se hace del precepto, que el significado  del precepto 
legal es el resultado de su interpretación. DÍAZ REVORIO, Javier. La  Interpretación 
Constitucional de la Ley. Lima, Palestra, 2003, p. 48. 
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un canon de convencionalidad conformado por diversos instrumentos 
pertenecientes al ámbito regional10. 
C) Ejercicio ex oficio del control convencional 
Cuando nuestro país ha ratificado un tratado internacional como la 
Convención Americana, nuestros jueces, legisladores y funcionarios 
administrativos, como parte del Estado, están sometidos a ella, lo que les 
obliga a velar sobre las disposiciones de la Convención no se vean 
mermados por la aplicación de leyes contrarias a su objeto y fin, que desde 
un inicio carecen de efectos jurídicos.  
En ese sentido, los funcionarios del estado están llamados a ejercer 
un “control de convencionalidad” ex officio entre las normas internas y la 
Convención Americana, evidentemente en el marco de sus respectivas 
competencias y de las regulaciones procesales correspondientes. En esta 
tarea, se debe tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la 
interpretación (contendidas en las sentencias) que de este ha hecho la 
Corte Interamericana, intérprete última de la Convención Americana11.  
 
                                                 
10 TORRES ZÚÑIGA, Natalia. El control de convencionalidad: deber complementario del Juez 
constitucional peruano y el Juez interamericano". Lima, Tesis para optar por el Título de 
Licenciada  en Derecho, 2012.  
11 Cfr. Corte IDH. Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña vs. Bolivia. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia del 1 de septiembre de 2010, párrafos 219 y 220. También, cf. Corte IDH. Caso 
Gomes Lund y otros (Guerrilha do Araguaia) vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia del 24 de noviembre de 2010, párrafo 176. 
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D) Material de control difuso de la convencionalidad de las normas 
La consecuencia de la violación de las disposiciones supranacionales es la 
necesidad de “adecuar”, “amoldar” o “adaptar”, las reglas del derecho 
interno a los Tratados. Esto implica que, si los preceptos domésticos –sean 
legislativos o de cualquier otro carácter –, y las prácticas estaduales de 
cualquiera de los tres poderes, no protegen debidamente las libertades 
fundamentales enunciadas por el derecho internacional, el estado debe 
adecuarlas, y, en su caso, suprimir aquellas que desbordan el esquema, o 
crear la que corresponda. Ello, de acuerdo con el deber general del Estado 
de ‘adecuación’ de las reglas domésticas, establecido en los artículos 1.2 y 
2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
El control de convencionalidad tiene que hacerse a través de una 
comparación entre las reglas internas de esencia legislativa, administrativa 
o de cualquier otro carácter, y los Tratados aludidos por la Corte, con todo 
el bloque de convencionalidad.  
El Material objeto de control de convencionalidad que debe ser 
considerado son aquellas que tienen alcance general y abstracto (como la 
ley, resoluciones supremas, directivas, decretos, ordenanzas, actos 
administrativos, constituciones). Por ejemplo, que el juez de control, 
aplicando la cláusula de convencionalidad, inaplica una norma legal por 
considerarla contraria al bloque de convencionalidad…”.  
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E) Control concentrado de convencionalidad por la Corte IDH 
Es una facultad inherente de la Corte Interamericana resolver los casos 
contenciosos, también es guardián e intérprete final de la Convención 
Americana. En ese sentido, el control concentrado de convencionalidad se 
le encomienda a dicho órgano jurisdiccional, esto, para garantizar al 
lesionado el goce de su derecho o libertad conculcados y reparar las 
consecuencias de la medida o situación que ha conﬁgurado la vulneración y 
el pago de una justa indemnización a la parte lesionada; todo lo cual, 
cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos por 
esta Convención (art. 63 CADH), teniendo dicho fallo carácter definitivo e 
inapelable (art. 67 CADH); por lo que los Estados se comprometen a 
cumplir con la decisión de la Corte en todo caso de que sean partes (art. 
68.1 CADH)12. 
 En caso de violación (sea por acción u omisión), la responsabilidad 
internacional recae sobre el Estado, y no sobre alguno de sus órganos o 
poderes, lo que indica que el Estado en su conjunto tiene la obligación de 
proteger derechos y los poderes que constituyen dicho Estado (sea 
Legislativo, Ejecutivo o Judicial), por el hecho de conformarlo, adquieren la 
                                                 
12 FERRER MAC-GREGOR, Eduardo. Panorámica del derecho procesal constitucional y 
convencional.  Madrid, Editorial Marcial Pons, 2013, p. 673. 
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obligación contraída internacionalmente, y el Estado en su conjunto es 
responsable de las acciones u omisiones que realice cualquier autoridad13. 
F)  Material normativo controlado y controlante de convencionalidad 
1)  El material normativo controlado  
Someten al control de convencionalidad a las leyes incompatibles con el 
Pacto de San José de Costa Rica. Pero también refieren a las normas 
jurídicas internas, o simplemente a las normas internas, que se encuentren 
en igual situación de confrontación. 
 Por ello, en definitiva, cualquier regla jurídica doméstica (ley, decreto, 
reglamento, ordenanza, resolución, etcétera), está sometida al control de 
convencionalidad. En Estados donde la doctrina jurisprudencial establecida 
por la Corte Suprema o el Tribunal Constitucional es obligatoria para los 
tribunales inferiores, ella también reviste materialmente condición de norma, 
y por ende, está captada por dicho control. Incluso, está igualmente 
comprendida la constitución nacional, no exceptuada en los veredictos 
aludidos. En este tramo tan importante de la doctrina que referimos, se 
parte tácitamente del supuesto de que el Pacto de San José de Costa Rica 
se encuentra por encima de todo el ordenamiento jurídico del Estado, sin 
omitir a la propia Constitución.  
                                                 
13 ROLDÁN OROZCO, Omar Giovanni. La función garante del Estado Constitucional y 
Convencional de Derecho. 1. Ed. Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de 
Investigaciones Jurídicas, 2015, p. 81. 
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2. El material normativo controlante 
El “control de convencionalidad”, como su nombre lo indica, procura hacer 
prevalecer la Convención Americana sobre Derechos Humanos, o Pacto de 
San José de Costa Rica, sobre las reglas locales que se le oponen. La 
cuestión merece ciertas explicitaciones: 
a) Es profundamente importante advertir que la Corte Interamericana 
destaca que el material controlante no consiste exclusivamente en las 
normas del pacto, sino también en la interpretación dada a esas reglas 
por la  Corte Interamericana. 
b) De hecho, esta tesis importa una interpretación mutativa por adición 
realizada sobre el Pacto por la Corte Interamericana, en su condición de 
intérprete definitiva del mismo (artículo 67). El tribunal ha agregado algo 
al contenido inicial del pacto, aunque el texto literal de éste no ha 
variado. 
c) En conclusión, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, merced 
a la doctrina del control de convencionalidad, ha afirmado como 
obligatoria una tesis semejante, de algún modo, al stare decisis, o valor 
del precedente Estado Unidense de su Corte Suprema de Justicia, 
doctrina creada en aquel país también sin un texto constitucional 
expreso que la haya sostenido. 
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d) Pero además, las sentencias que comentamos se expresan en términos 
más generales, y refieren a la hipótesis de que un Estado haya ratificado 
“…un tratado como la Convención Americana”. La doctrina, pues, se 
aplicaría en relación con cualquier tratado; el Pacto de San José de 
Costa Rica sería solamente una muestra o ejemplo de material 
normativo controlante. 
G) Bloque de convencionalidad 
Si bien la doctrina de la Corte Interamericana limita el ámbito de control a la 
Convención Americana, lo cierto es que atendiendo al “corpus iuris” 
interamericano, debe extenderse a sus protocolos adicionales (y en ciertos 
casos a otros instrumentos internacionales), de conformidad al 
reconocimiento de cada Estado y de la propia jurisprudencia de la Corte 
Interamericana; asimismo, debe también extenderse a la jurisprudencia de 
dicho tribunal regional. 
Al respecto, la Corte Interamericana ha indicado que: “El corpus iuris 
del derecho internacional de los derechos humanos está formado por un 
conjunto de instrumentos internacionales de contenido y efectos jurídicos 
variados (tratados, convenios, resoluciones y declaraciones).   
 Asimismo, el juez nacional debe aplicar la jurisprudencia 
convencional, aun en aquellos asuntos donde no sea parte el Estado 
nacional al que pertenece, ya que lo deﬁne la integración de la 
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jurisprudencia de la Corte Interamericana, orientada a crear un estándar en 
la región sobre la aplicabilidad y efectividad del corpus iuris interamericano.  
2.2.1.3. Control difuso de convencionalidad por el juez nacional 
A)  Estado constitucional y convencional de derecho 
La consolidación de un Estado constitucional y convencional de derecho 
debe partir de un desarrollo jurisprudencial indispensable en torno a la 
cláusula de interpretación conforme por la línea de precisar que el 
contenido constitucional de los derechos fundamentales debe entenderse 
integrado a partir de las previsiones convencionales y de la jurisprudencia 
de la Corte Interamericana. Es el Tribunal Constitucional el que dota de este 
contenido a la luz de su interpretación, y en un diálogo jurisprudencial; en 
este caso un diálogo entre la Corte Suprema de la República y la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos14. 
B) ¿Quién debe practicar el “control difuso de convencionalidad”? 
La Corte Interamericana le ha asignado realizar control difuso de 
convencionalidad a los jueces domésticos (u ordinarios), así como se puede 
desprender del caso Almonacid Arellano, y los demás fallos posteriores, en 
lo que respecta al “control de convencionalidad en sede nacional”15. En 
                                                 
14 ROLDÁN OROZCO, Omar Giovanni. La función garante del Estado Constitucional y 
Convencional de Derecho. 1. Ed. Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de 
Investigaciones Jurídicas, 2015, p. 150. 
15  REY CANTOR, Ernesto. Control de  convencionalidad de las le yes y derechos humanos. 
México, Porrúa, 2008, pp. 48 y 49. 
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suma: Parte de la doctrina sienta la tesis del control de convencionalidad a 
realizar por los jueces nacionales como control difuso, o desconcentrado, 
vale decir, que resultaría obligatorio para todos ellos16. 
C) Definición  
El control difuso de convencionalidad consiste en el deber de los jueces 
nacionales en realizar un examen de compatibilidad entre las disposiciones 
y actos internos que tiene que aplicar a un caso concreto, con los tratados 
internacionales y la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (criterios jurisprudenciales emitidos por el órgano internacional 
que los interpreta). Este nuevo tipo de control no tiene sustento en la 
CADH. Deriva de la evolución jurisprudencial de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos17. 
Cualquier norma o actuación del Estado debe ser analizada no solo en 
función de la norma constitucional nacional, sino también en función de las 
obligaciones internacionales asumidas por aquel en materia de derechos 
humanos, en general, y en función de la Convención Americana, en 
                                                 
16 GARCÍA RAMÍREZ, Sergio, Cuestiones jurídicas en la sociedad moderna. México, Cuadernos 
del Seminario de Cultura Mexicana, 2009, p. 344. 
17 FERRER MAC-GREGOR, Eduardo. Panorámica del derecho procesal constitucional y 
convencional.  Madrid, Editorial Marcial Pons, 2013, p. 674. 
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particular18. El control se debe aplicar tanto a disposiciones legales como 
constitucionales19. 
D) Precisión terminológica  
Ha sido la propia Corte Interamericana la que ha precisado que el control de 
convencionalidad tiene un carácter difuso; es decir, debe ser aplicado por 
todos los jueces nacionales a manera de una fuerza expansiva de su 
jurisprudencia hacia todos los jueces de los Estados que han reconocido su 
jurisdicción20. 
Dicho esto, cabe precisar lo señalado por el profesor FERRER MAC-
GREGOR, prefiere llamar: “Control Difuso de Convencionalidad porquelo 
deben de aplicar todos los jueces con independencia de su grado, de su 
jerarquía, de su competencia”21; es decir, no solamente los jueces de la 
Corte Suprema, sino también todos los jueces superiores, jueces 
especializados (en lo penal, etc), los jueces de paz y los órganos de 
impartición de justicia dentro de sus respectivas competencias. 
 
                                                 
18 SALMÓN, Elizabeth. El derecho al debido proceso en la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos.1. Ed.  Lima, Instituto de Democracia y Derechos 
Humanos de la Pontificia Universidad Católica del Perú, 2012, p. 49. 
19  Cfr. Corte IDH. Caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia del 26 de septiembre de 2006, párrafo 124. 
20 ROLDÁN OROZCO, Omar Giovanni. La función garante del Estado Constitucional y 
Convencional de Derecho. 1. Ed. Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de 
Investigaciones Jurídicas, 2015, p. 83.  
21 FERRER MAC-GREGOR, Eduardo. El control de convencionalidad y la reforma constitucional en 
materia de Derechos Humanos. Ciudad de México, Comité del Centro de Estudios de Derecho 
e Investigaciones Parlamentarias, Serie Azul, 2012, p. 6.  
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E) Fundamento convencional del control difuso 
Londoño Lázaro establece una relación directa entre el principio de 
legalidad consagrado en el artículo 9 de la Convención Americana de 
Derechos Humanos22 y el control de convencionalidad, aunque este 
instrumento recoja el contenido clásico del principio de legalidad, ya que se 
refiere a las obligaciones de los Estados en materia penal –prohibición de 
retroactividad de la ley penal y favorabilidad de la pena–. 
La autora, explica el origen y justificación del control de 
convencionalidad como función de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos y los jueces nacionales23 afirmando que el principio de legalidad 
es un elemento transversal a toda la Convención, que trasciende lo penal24. 
Así, plantea que el principio de legalidad, en un sentido  amplio25, justifica el 
establecimiento de modelos de control de la juridicidad de las actuaciones 
del Estado, de conformidad con el corpus juris de los derechos humanos o 
fundamentales26.   
                                                 
22  Artículo 9: Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de 
cometerse no fueran delictivos según el derecho aplicable. Tampoco se puede imponer pena 
más grave que la aplicable en  el  momento  de  la  comisión  del  delito.  Si  con  posterioridad  
a  la  comisión  del  delito  la  ley  dispone  la imposición de una pena más leve, el delincuente 
se beneficiará de ello. 
23  También existe una referencia al principio de legalidad en el artículo 27 de la CADH, a su vez 
este principio es parte del  contenido del derecho a la igualdad ante la ley (artículo 24) y del 
artículo 21 que desarrolla el derecho a la propiedad. 
24 LONDOÑO LÁZARO, María Carmelina. “El principio de legalidad y el control de 
convencionalidad de las leyes: confluencias  y perspectivas en el pensamiento de la Corte   
Interamericana  de  Derechos Humanos". Boletín Mexicano de Derecho Comparado, México 
D.F., año XLIII, volumen 128, 2010, p. 764. 
25  Ídem. p. 767. 
26  Ídem. p. 763. 
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El control de convencionalidad es una fórmula que se deriva del 
principio de legalidad por cuanto apunta a determinar la legalidad de la 
adecuación a derecho de una actuación del Estado en el marco jurídico de 
la Convención Americana, cuyo ejercicio corresponde primeramente a los 
jueces internos, dado un conjunto  de condiciones esenciales para su 
operatividad27. 
F) Características del control difuso de la convencionalidad 
1. El juez nacional como juez interamericano 
Los  jueces de los Estados parte se convierten en guardianes de la 
convencionalidad de las leyes, se les permite realizar un ejercicio o test de 
compatibilidad, salvaguardan no solo la justicia nacional sino también los 
derechos que el Estado ha reconocido en los instrumentos internacionales, 
se convierten en los primeros intérpretes de la normatividad internacional (o 
el corpus iuris interamericano). 
2. Carácter difuso 
Se encomienda dicho control a todos los jueces nacionales, sin importar la 
materia, jerarquía o si son jueces ordinarios o constitucionales, en el marco 
de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales 
correspondientes, conforme a la “supremacía convencional”. 
 
 
                                                 
27  Ídem. p. 763. 
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3. Ex ofﬁcio 
Este control lo deben realizar los jueces nacionales con independencia de 
petición o solicitud de parte, en el caso que estén conociendo. En esa 
inteligencia, la obligación de los jueces es el de armonizar la normativa 
interna con la convencional, a través de una interpretación convencional de 
la norma nacional, sin estar condicionada a las manifestaciones o actos de 
los accionantes en cada caso concreto. 
4. Efectos 
El resultado del examen de compatibilidad entre la norma nacional y el 
bloque de convencionalidad consiste en dejar sin efectos jurídicos aquellas 
interpretaciones inconvencionales; ya sea en el caso particular o con 
efectos generales realizando la declaración de invalidez de conformidad con 
las atribuciones del juez que realice dicho control –que en el caso del juez 
nacional-, únicamente podrá disponer la no aplicación de la norma 
inconvencional al caso concreto. 
G) Principios observados para el control difuso 
1. Principio de buena fe 
Este principio, que se desprende de uno mayor, el pacta sunt servanda, 
constituye el fundamento para que los tratados internacionales sean 
cumplidos por parte de los Estados nacionales. El estado debe dictar las 
medidas para hacer efectivos los derechos y libertades reconocidos en la 
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Convención Americana; y no puede invocarse para su incumplimiento el 
derecho interno. 
2. Principio pro homine 
Este principio implica que la interpretación jurídica siempre debe buscar el 
mayor beneficio para el hombre, es decir, que debe acudirse a la norma 
más amplia o a la interpretación extensiva cuando se trata de derechos 
protegidos y, por el contrario, a la norma o a la interpretación más 
restringida, cuando se trata de establecer límites a su ejercicio. El principio 
pro homine le exige que aplique la norma que ampare de modo más amplio 
los derechos humanos. 
3. Principio de convencionalidad 
Nuestro país se comprometió a respetar los derechos humanos previstos en 
los instrumentos internacionales que voluntariamente se han sometido, 
entonces los jueces y tribunales nacionales están sujetos al imperio del 
denominado bloque de convencionalidad, que les obliga aplicar las 
disposiciones de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 
demás instrumentos internacionales de protección de los derechos 
humanos, así como, la jurisprudencia de la Corte Interamericana. 
4. Principio de supremacía convencional 
Por este principio debemos entender tanto los tratados internacionales en 
derechos humanos, en particular la Convención Americana sobre Derechos 
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Humanos adquiere una prevalencia superior respecto de cualquier norma 
interna, como se ha puesto en evidencia con la evolutiva jurisprudencia 
convencional, que hace suponer una “supremacía convencional”. 
2.2.1.4. Juez como garante del control de convencionalidad 
A) El Estado como modelo garantista 
Es evidente que en la segunda mitad del siglo XX se han producido una 
serie de cambios en el derecho, en la sociedad y en el Estado que han 
impactado y transformado notablemente al Poder Judicial. 
La función garante del juez dentro de un Estado representa la otra 
cara del constitucionalismo, concretamente aquella que se encarga de 
formular las técnicas de garantía idóneas para asegurar el máximo grado de 
efectividad a los derechos reconocidos constitucionalmente28. 
El Estado constitucional de derecho expresa la fórmula política del 
garantismo, el único marco institucional en el que puede prosperar el 
ambicioso programa garantista. Un programa cuyo elemento medular 
consiste en la concepción instrumental de las instituciones al servicio de los 
derechos que solo puede alcanzarse desde el Estado constitucional…”29. 
La fórmula garantista, el respeto por las reglas de la democracia; 
esto es, por las formas y procedimientos de producción democrática de las 
                                                 
28 GARGARELLA,  Roberto. Las teorías de la justicia después de Rawls. Barcelona, Paidós, 1999. 
29  FERRAJOLI,  Luigi. Ius positivismo crítico y democracia constitucional”. Trad. de Lorenzo 
Córdova y Pedro Salazar, Isonomía, México, 2006, núm. 16, p. 16. 
Nitro PDF Software





leyes, es una condición necesaria y suficiente para asegurar la vigencia o 
validez formal, pero no así la validez sustancial de las decisiones30. El 
garantismo necesita del constitucionalismo para hacer realidad su 
programa31. 
B) La labor del juez proactivo 
La muerte de aquel modelo de juez oculto, aislado y formalista lo coloca 
cotidianamente en la tapa de los diarios, pero a su vez lo envuelve la crisis 
de legitimidad que caracteriza a la autoridad contemporánea. 
Necesitamos un sistema de impartición de justicia acorde a las  
necesidades garantes venideras, una autoridad jurisdiccional comprometida 
con el respeto y la salvaguarda de los derechos, que tenga como punto 
central de su actuar a los individuos, a cada uno de ellos con todos sus 
derechos, que no excluya y que sí integre, que no acote y que sí amplíe, 
que no sea cuadrado (decimonónico) y que sí sea proactivo32. 
C) El Juez como garante de la Convencionalidad de las normas 
A razón de ser parte la Convención Americana, todos los jueces, incluidos 
los órganos estatales, también están sometidos, lo cual, les obliga a velar 
                                                 
30  PRIETO SANCHÍS, Luis. Constitucionalismo y garantizo. En: Carbonell, Miguel y Salazar,  
Pedro  (editores), Garantismo. Estudios sobre el pensamiento jurídico de Luigi Ferrajoli, Madrid, 
Trotta-UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2005, pp. 41-57. 
31  Ibídem., p. 57. 
32 ROLDÁN OROZCO, Omar Giovanni. La función garante del Estado Constitucional y 
Convencional de Derecho. 1. Ed. Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de 
Investigaciones Jurídicas, 2015, p. 145. 
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para que los efectos de las disposiciones de la Convención no se vean 
mermados por la aplicación de normas contrarias a su objeto y fin. 
Los jueces y órganos vinculados a la administración de justicia en 
todos los niveles están en la obligación de ejercer ex ofﬁcio un “control de 
convencionalidad” entre las normas internas y la Convención Americana, 
evidentemente en el marco de sus respectivas competencias y de las 
regulaciones procesales correspondientes33. 
El juez de debe de aplicar el control difuso de convencionalidad de 
las normas; para ello deberá conocer y emplear los principios referidos a la 
interpretación convencional, complementados con los aportes del Derecho 
internacional de los derechos humanos, así como del Derecho 
constitucional. 
2.2.1.5. Garantías del debido proceso contenidas en el artículo  
A)  De la convención americana 
1. Definición según la convención americana   
El artículo 8.2.h de la Convención Americana de Derechos Humanos se 
refiere al derecho a “recurrir el fallo ante un juez o tribunal superior”. Al 
analizarlo en el marco de  un  proceso  judicial,  la  Corte  ha  señalado  que   
constituye “una garantía  primordial  que  se  debe  respetar  en  el  marco  
                                                 
33  Corte Interamericana de Derechos Humanos. Cfr. Cabrera García y Montiel Flores con México, 
de 26 de noviembre de 2010. 
Nitro PDF Software





del  debido proceso legal, en aras de permitir que una sentencia adversa 
pueda ser revisada por un juez o tribunal distinto y de superior jerarquía 
orgánica”34. 
 Debe tenerse en cuenta que el derecho de recurrir el fallo no se 
satisface con la mera existencia de un órgano de grado superior al que 
juzgó y condenó al inculpado, ante el que este tenga o pueda tener acceso. 
Para que haya una verdadera revisión de la sentencia, en el sentido 
requerido por la Convención, es preciso que el tribunal superior reúna las 
características jurisdiccionales que lo legitiman para conocer del caso 
concreto35. 
2. Derecho a un recurso ordinario eficaz   
El recurso que contempla el artículo 8.2.h. debe ser un recurso ordinario 
eficaz mediante el cual un juez o tribunal superior procure la corrección de 
decisiones jurisdiccionales contrarias al derecho. Si bien la Corte ha 
reconocido que los Estados tienen un margen de apreciación para regular el 
ejercicio de ese recurso, no pueden establecer restricciones o requisitos 
que infrinjan la esencia misma del derecho de recurrir del fallo36. 
                                                 
34 Cfr. Corte IDH. Caso Herrera Ulloa vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia del 2 de julio de 2004, párrafo 158. 
35  Cfr. Corte  IDH.  Caso  Castillo  Petruzzi  y  otros  vs.  Perú.  Fondo,  Reparaciones  y Costas.  
Sentencia  del  30  de  mayo  de  1999,  párrafo  161;  y  Caso  LoriBerenson  Mejía vs. Perú. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 25 de noviembre de 2004, párrafo 193. 
36  Cfr. Corte IDH. Caso Herrera Ulloa vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia del 2 de julio de 2004, párrafo 161; y Caso Barreto Leiva vs. 
Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 17 de noviembre de 2009, párrafo 90. 
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 En términos sencillos, debe tratarse de un recurso accesible, sin 
requerir mayores complejidades que tornen ilusorio este derecho37. Lo 
importante es que se garantice un examen integral de la decisión recurrida, 
con independencia de la denominación38. 
3. El derecho a recurrir y derecho de defensa   
Se ha destacado que dicho derecho tiene estrecha relación con el derecho 
de defensa, en tanto otorga la “posibilidad de interponer un recurso para 
evitar que quede firme una decisión que fue adoptada con vicios y que 
contiene errores que ocasionarán un perjuicio indebido a los intereses de 
una persona”39. 
4. El derecho a recurrir y cosa juzgada   
Un aspecto importante se refiere a la oportunidad en la que debe poder 
ejercerse este derecho. En efecto, la posibilidad de interponer un recurso 
contra el fallo debe ser garantizada antes de que la sentencia adquiera 
calidad de cosa juzgada. Se busca proteger el derecho de defensa 
otorgando durante el proceso la posibilidad de interponer un recurso para 
evitar que quede firme una decisión que fue adoptada con vicios y que 
                                                 
37 Cfr. Corte IDH. Caso Herrera Ulloa vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia del 2 de julio de 2004, párrafo 164. 
38 Cfr. Corte IDH. Caso Herrera Ulloa vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia del 2 de julio de 2004, párrafo 165. 
39 Corte IDH. Caso Herrera Ulloa vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones  
y  Costas.  Sentencia  del  2  de  julio  de  2004,  párrafo  158;  y  Caso Barreto Leiva vs. 
Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 17 de noviembre de 2009, párrafo 88. 
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contiene errores que ocasionarán un perjuicio indebido a los intereses de 
una persona40. 
2.2.2. El derecho a la impugnación y la  casación en el proceso  penal  
2.2.2.1. La impugnación procesal 
A) Cuestión previa 
La actividad impugnativa que será tratada en este tópico no sólo como una 
etapa eventual del proceso -que tiene lugar luego del dictado de la 
sentencia- sino al inicio (investigación preliminar) y durante el mismo. Así 
se expresa que dictada las resoluciones en el proceso (…) cabe la 
posibilidad de deducir recursos ordinarios contra ella.  
Atento al tratamiento general que le hemos otorgado se estima 
necesario aclarar que la posibilidad de deducir impugnaciones es amplia y 
no se limita solamente a la refutación de las sentencias sino que esta 
actividad se realiza a lo largo de todo el trámite judicial con diferentes 
características y por diferentes medios41. 
La regularidad del procedimiento judicial (es decir, del proceso) y la 
justicia del fallo que debe recaer al final del proceso, imponen que la 
actividad procesal (incidentes y acciones) viciada por injusticia, defecto o 
irregularidad esté sujeta a saneamiento, corrección o eliminación. De allí la 
                                                 
40 Cfr. Corte IDH. Caso Herrera Ulloa vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia del 2 de julio de 2004, párrafo 158. 
41  VÉSCOVI, Enrique. Los recursos judiciales y demás medios impugnativos en Iberoamérica. 
Buenos Aires, Editorial Depalma, 1988. p. 1. 
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necesidad de prever a la impugnación procesal en forma genérica y 
específica, esto es, señalar las reglas generales y los medios especiales 
que han de utilizarse en el caso concreto. 
B) La Impugnación procesal 
Las partes tienen el poder de impugnación cuando dentro del proceso o 
después, persiguen la corrección o eliminación del error o defecto. En ese 
sentido, se ha definido a la impugnación procesal como: "… el poder y 
actividad de las partes del proceso y excepcionalmente también de los 
terceros interesados, ambos tendientes a conseguir la revocación, 
anulación, sustitución o modificación de un concreto acto de procedimiento 
que se afirma incorrecto o defectuoso (injusto e ilegal), siendo ello la causa 
que el agravio le produce al interesado de que se analice lo actuado"42. 
Cortés Domínguez sostiene que: “La impugnación debe entenderse 
como el acto procesal de parte que se siente perjudicada por una resolución 
judicial, ya sea por su ilegalidad, ya por su injusticia, pretendiendo, en 
consecuencia, su nulidad o rescisión”43. 
Es un poder autónomo porque no depende de la existencia real del 
error o vicio, sino que se nutre en su mera invocación ante la existencia del 
                                                 
42  CLARIA OLMEDO, Jorge. A. Derecho procesal. T. II Buenos Aires, Editorial Depalma, 1983, p. 
276. 
43 CORTÉS DOMÍNGUEZ, Valentín. “Los Recursos, Recursos contra las resoluciones 
interlocutorias”. En GIMENO SENDRA Vicente. Derecho Procesal Penal. COLEX, Madrid, 1996. 
p. 633. Cfr., MORENO CATENA, Víctor. Derecho Procesal Civil. Tirant lo Blanch. Valencia, 
1995. p. 283. 
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agravio. Es decir, es un poder de naturaleza procesal por su origen y 
contenido, ya que emana de normas procesales y sirve para hacer valer 
pretensiones de ese mismo carácter44. 
C) Causas de la impugnación procesal  
Castizamente, la voz impugnar significa combatir o solicitar la invalidación 
de algo, especialmente de una decisión oficial. En el lenguaje del Derecho -
y con especial referencia a un sistema procesal- ese algo no se circunscribe 
sólo a una decisión oficial sino que alcanza a todo acto jurídico que afecta 
de cualquier modo a una persona y que ésta considera ilegítimo o injusto, 
dicho esto, las causas son las siguientes: 
1. Ilegítimo 
Es lo que no está de acuerdo con la ley -en el más lato sentido posible de 
ser interpretado el vocablo, comprensivo así de  constitución, ley, 
ordenanza, reglamento, resolución administrativa,  sentencia,  laudo, 
contrato,  testamento,  etc.- y, por tanto, siempre se mide con criterios de 
objetividad: el acto está realizado o no conforme con los requisitos, 
condiciones, presupuestos, etc., previstos para el caso por el sistema 
jurídico45 correspondiente. 
 
                                                 
44  CLARIÁ OLMEDO, Jorge A. Op cit., p. 283. 
45  ALVARADO VELLOSO, Adolfo. Lecciones de derecho procesal civil. Lima, Editorial San 
Marcos, 2011, p. 705.  
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Es lo contrario a cómo deben ser las cosas según la justicia, el derecho o la 
razón, conforme con el parecer u opinión del afectado por el acto. Por tanto, 
el vocablo se mide siempre con criterios de pura subjetividad (lo que es 
justo para uno puede no  serlo para otro; lo que fue justo ayer -la esclavitud, 
por ejemplo- puede no serlo hoy; lo que es justo allá la pena de muerte, por 
ejemplo puede no serlo acá, etc.)46. 
D) Principio de la impugnación procesal 
Es fundamental en el procedimiento que todo acto del Juez -desde ahora 
los actos del Fiscal- que pueda lesionar los intereses de una de las partes o 
causarle agravios como dice nuestra ley procesal o que sirva para impulsar 
el proceso y conducirle a sus distintas etapas preclusivas, sea 
impugnable47; es decir, que exista algún recurso contra él, para que se 
enmienden los errores o vicios en que se haya incurrido. No puede 
concebirse la existencia de actos de decisión o impulsión, del fiscal, no 
sean impugnables48. 
                                                 
46  Ibídem., p. 705.  
47  Impugnar quiere decir: atacar, rebatir algo que nos causa perjuicio, por lo tanto cuando  una 
resolución dada por el juez causa perjuicio a una de las partes, esta parte perjudicada puede 
contradecir la resolución que le perjudica; el perjuicio puede originarse en el error del juez o 
bien en una falsa apreciación de los hechos y de las pruebas, en todo caso pues cualquiera que 
sea la resolución del juicio podemos atacar la sentencia. Dentro del medio de  las 
impugnaciones judiciales encontramos lo que se llama (Los recursos). 
48  VASQUEZ LOPEZ, Luis. Teoría general del proceso. El Salvador, Editorial Lis, p. 89. 
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Según Couture, los recursos son genéricamente hablando medios de 
impugnación de los actos procesales. Realizado el acto, la parte agraviada 
por él tiene, dentro de los límites que la ley le confiere antes  que haya 
precluido su derecho, poderes de impugnación destinados a  promover la 
revisión del acto y su  eventual modificación o anulación. 
E)  El fin de la impugnación procesal 
En todo proceso existe un principio general de impugnación entendido éste 
como el conjunto de medios que las partes tienen para combatir las 
resoluciones de los tribunales -y las disposiciones del Ministerio Público-, ya 
sea que a las mismas les considere incorrectas, ilegales, equivocadas o 
irregulares. 
Estos medios de impugnación tienen su justificación en la falibilidad 
humana, que es, como llama el maestro Cipriano Gómez, los actos del 
hombre que se encuentran expuestos a incurrir en errores y a traducirse en 
injusticias49 en perjuicio del denunciante o agraviado. 
F) Fundamentos de la impugnación procesal 
1. Fundamento constitucional  
Primeramente es preciso señalar que se encuentra consagrada de forma 
expresa en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, El Pacto 
                                                 
49  GARCIA ROMERO, Lucila. Teoría general del proceso. Viveros de Asís 96, Editorial Red Tercer 
Milenio, 2012, pp. 180-181, 
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de San José de Costa Rica, en cuyo art. 80 Garantías Judiciales, numeral 
2, inciso h) que se establece el "Derecho a recurrir del fallo ante juez o 
tribunal superior". A su vez, a partir de la reforma constitucional de 1993, 
nuestra Carta Magna en la Cuarta Disposición Transitoria le reconoce a 
esta convención jerarquía superior a las leyes. 
 Este reconocimiento Constitucional -de la convención- ha instalado 
en nuestro país la necesidad de que en materia recursiva exista una doble 
instancia (a quo: juez inferior y ad quem: juez superior jerárquico) en todo lo 
que es materia penal y para los demás procesos. Ello determinó que como 
una garantía de la doble instancia, a nivel nacional de nuestra justicia de 
todos los tribunales, siendo regulado en el Artículo 139 inciso 6), de la 
Constitución como principios y derechos de la función jurisdiccional: “La 
pluralidad de la instancia”. 
2. Fundamento axiológico 
Porque tiende a realizar el valor justicia sobre el valor seguridad jurídica. En 
efecto, si una resolución contiene un pronunciamiento viciado en sí mismo, 
o como consecuencia de un procedimiento ilegal o injusto, no está bien que 
dicha resolución no pueda ser revisado. Por cierto, no se puede admitir que 
después de la realización del valor justicia, sí o sí y de inmediato también se 
realice el valor seguridad jurídica, en función de la celeridad jurídica y de la 
economía  procesal.  
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En nuestra opinión, entendemos que en el proceso judicial es 
necesario reforzar la realización del valor justicia, permitiéndoles a las 
partes que deduzcan sus impugnaciones procesales aun cuando ello 
demore temporalmente la realización del valor seguridad jurídica. Máxime, 
si tenemos en cuenta que  sobre el valor seguridad jurídica se asienta la 
autoridad de la cosa juzgada, que -por regla general- le otorga a una 
resolución consentida y firme, el carácter de inimpugnable. Esto es, que no 
sea pasible de ninguna otra impugnación. 
3. Fundamento jurídico 
A causa de la falibilidad del juicio humano de los jueces y de su  posibilidad 
cierta de equivocarse. Aquí, como el Estado, a través del Poder Judicial 
administra la prestación del servicio de justicia en cada caso concreto, tiene 
interés que ese error se supla. La solución que se viene dando es 
precisamente la conveniencia de que un tribunal jerárquicamente superior al 
que dictó el decisorio, lo reexamine y dicte un nuevo fallo tratando de 
atender las exigencias de la justicia50.  
De lo anterior podría concluirse que el constituyente peruano, en el 
marco del derecho a los recursos, ha vinculado al legislador a un concreto 
sistema de impugnación, sin negar, por lo tanto, una suerte de identificación 
entre el derecho al recurso y el principio de doble instancia. 
                                                 
50 DEL VALLE AVILA PAZ DE ROBLEDO, Rosa Angélica. Manual de teoría general del proceso. T. 
II.,  Córdoba, 2006, pp. 244-248. 
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4. Fundamento político 
A decir de Manuel Ibáñez Frochman porque las impugnaciones materializan 
la imposibilidad de control que tienen los justiciables sobre la actividad 
jurisdiccional, que cooperan así al ideal de una  mejor justicia"51, eso es, lo 
que hoy conocemos como el control externo que efectúan las partes.  
De ahí que las impugnaciones, basadas en el derecho a disentir que 
todo sujeto procesal tiene, respecto de las decisiones judiciales, son un 
medio de control de la juridicidad general de las resoluciones y de la 
fundamentación o motivación suficiente de aquellas52. 
G) La impugnación procesal y el derecho de acción 
El derecho de impugnación es emanación del derecho de acción o una 
parte de éste, o que en todo caso existiría una relación del todo a la parte 
entre la acción y el medio impugnativo correspondiente, como fuese53. 
Enrique Vescovi precisa que: “Esta vinculación con el derecho de 
acción54 (…) hace que se deba concluir, también en este caso, que se trata 
                                                 
51 IBAÑEZ FROCHAM, Manuel. Los recursos en el proceso civil. Buenos aires, Sociedad 
Bibliográfica Argentina, 1943, p. 25. 
52 ORE GUARDIA, Arsenio. Medios impugnatorios, lo nuevo del Código Procesal Penal de 2004: 
sobre los medios impugnatorios. 1 Ed. Lima, Editorial Gaceta Jurídica S.A., 2010, pp. 13-14. 
53 El derecho de impugnación es un derecho abstracto derivado del derecho de acción o en todo 
caso se halla vinculado a éste. 
54 Es decir que toda persona gozaría per se del derecho a impugnar sin que nadie pueda restringir 
el mismo (derecho abstracto), con lo que podría ejercitarlo cuando lo estime pertinente, cosa 
distinta es que cuando en concreto lo ejercite a través de la interposición del medio 
impugnatorio correspondiente, éste pueda ser o no admitido, lo que dependerá en buena cuenta 
del cumplimiento de los requisitos de admisibilidad y procedencia establecidos para aquel, pero 
nadie le puede prohibir incoarlo. 
Nitro PDF Software





de un derecho abstracto, que no está condicionado a la existencia real del 
defecto o injusticia. O dicho de otra manera, que no interesa que quien 
recurra tenga un derecho concreto; basta que se invoque su poder 
(abstracto) para que se le permita ejercer la actividad impugnativa, aunque 
luego, como sucede con la acción se le deniegue el derecho. O, inclusive, 
como acaece con la demanda (…) que se la rechace por defectos formales 
sin darle curso”55. 
En el mismo sentido Fairen Guillén sostiene que la impugnación 
constituye una continuidad de la fuerza de la primitiva acción y su desarrollo 
en la pretensión, las cuales no se agotan con la resolución gravosa56. 
Guasp, siguiendo a Prieto Castro o Serra Domínguez refiere que el derecho 
a impugnar no puede separarse del contenido del derecho a la acción que 
las partes ejercen continuadamente a lo largo del proceso57.  
2.2.2.2. Derecho a impugnar 
A)  Definición  
Toda persona sin excepción alguna tiene derecho a atacar las decisiones 
judiciales (…) y fallos si considera que estos le están perjudicando o si 
                                                 
55 VESCOVI, Enrique. Los recursos judiciales y demás medios impugnatorios en Iberoamérica. 
Buenos Aires, Ediciones Depalma. 1988. pp. 12 y ss. 
56 FAIREN GUILLEN, Víctor. Doctrina general del derecho Procesal. Barcelona, Editorial Bosch, 
1990. p. 479. 
57 GUASH FERNÁNDEZ, Sergi. “El sistema de impugnación en el Código Procesal Civil del Perú. 
Una visión de derecho comparado con el sistema español”, en Derecho Procesal Civil. 
Congreso internacional, Lima, 2003. Primera Edición. Colección Encuentros. Fondo de 
Desarrollo Editorial de la Universidad de Lima. p. 167. 
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considera que la decisión no se ajusta al derecho. A través de los recurso 
que pueden “… ser ordinarios o extraordinarios”58. 
La impugnación no es un deber ni menos una obligación que tienen 
las partes ante las providencias que consideran equivocadas. Es 
considerado como una facultad potestativa de la parte que cree que una 
resolución judicial le causa agravio. Al respecto Cabrera Acosta, sostiene 
que: “Es una facultad, es un derecho que la ley otorga a ellas para 
enmendar los errores en que los Funcionarios hayan incurrido en sus 
providencias. La forma como se pueden corregir tales errores consiste en 
los recursos, instrumentos legales a favor de las partes"59. 
B) Marco constitucional  
El derecho de impugnar constitucionalmente está regulado en el Artículo 
139 inciso 6), de la Constitución dentro de los -denominados-principios y 
derechos de la función jurisdiccional, como la pluralidad de la instancia”. 
Por otro lado Sánchez Velarde, al referirse a los medios 
impugnatorios, sostiene que se trata del derecho de las partes con 
reconocimiento constitucional, pues se sustenta en los principios de 
pluralidad de instancias (...) y la observancia al debido proceso y tutela  
jurisdiccional. San Martín Castro señala que la existencia de la impugnación 
                                                 
58 CUASQUER ZAMBRANO, Diana. Institución Universitaria CESMAG, 48. Cfr. Página: 
ttp://derecho-procesaIS.webnode.com.cofhome/newscbm_598272/2/. 
59 CABRERA ACOSTA, Benigno Humberto. “Teoría General del Proceso y de la Prueba”, p. 289. 
Este autor sostiene además que el error que se comete en el procedimiento no se enmienda 
mediante los recursos sino por las nulidades. Conf. Ob.cit., p. 289. 
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(...) responde a un imperativo constitucional, incluso es  contenido de un 
derecho fundamental y que, de no  estar explícitamente considerado en el 
art. 139°.6. Implícitamente lo estaría en el art. 139°.3 de la ley Fundamental 
que garantiza el derecho a la tutela jurisdiccional. 
C) El derecho a impugnar y la tutela jurisdiccional efectiva 
Sobre la vinculación entre el derecho a impugnar y la tutela jurisdiccional 
efectiva, Simons señala al referirse al derecho a la tutela jurisdiccional 
efectiva que es: “El derecho de acceder a los tribunales, que poseen todos 
los ciudadanos por el solo hecho de serlo y, por ende, capaz de materializar 
el derecho de acción, tiene inclusive la categoría de derecho fundamental 
de la persona”60, el mismo autor continúa mencionando que, para que la 
tutela jurisdiccional efectiva pueda ser considerada como un derecho pleno, 
ésta debe ser apreciada en toda su integridad; y este derecho, siguiendo a 
Chamorro Bernal61, se subdivide en cuatro sub derechos básicos: a). El 
derecho de libre acceso a la función jurisdiccional y al proceso en sí mismo; 
b). El derecho de defensa o la prohibición constitucional de indefensión; c).  
El derecho a obtener una resolución fundada en “derecho” que ponga fin al 
proceso. d). El derecho constitucional a la efectividad de la tutela judicial.  
Siguiendo la citada línea de pensamiento queda claro que podemos 
hablar de una tutela jurisdiccional efectiva antes del proceso y es donde se 
                                                 
60  SIMONS PINO, Adrián. El derecho a la ejecución plena de las decisiones judiciales y los medios 
compulsorios procesales. Manuscrito. 
61  CHAMORRO BERNAL, Francisco. La tutela efectiva. Barcelona, Editorial Bosch, 1994. pp. 12 y 
13. 
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materializa el derecho de acción, y una tutela jurisdiccional efectiva durante 
el proceso en la que, entre otros derechos, se materializa, el derecho a 
impugnar, por ello se puede concluir señalando que el derecho a impugnar 
forma parte o está incluido dentro del plexo garantista del derecho a la 
tutela jurisdiccional efectiva. 
D) El derecho a impugnar como expresión de la tutela jurisdiccional 
efectiva 
La tutela jurisdiccional efectiva implicaría el derecho de toda persona de 
acceder a los órganos jurisdiccionales a fin de que se resuelva un 
determinado conflicto o incertidumbre jurídica y lo que se decida sea 
efectivamente ejecutado, en ese orden de ideas el derecho a impugnar se 
deriva del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, porque no es una regla 
que debe observarse en la tramitación del proceso, sino es el derecho que 
tenemos de cuestionar las decisiones jurisdiccionales a fin de obtener una 
decisión final que resuelva el conflicto planteado. 
Continuando con la discusión referida a la distinción entre la tutela 
jurisdiccional efectiva y el debido proceso, debemos tener en cuenta, 
además de lo ya señalado, que si bien la Constitución Política del Estado en 
el inciso 3° de su artículo 139 pareciera diferenciar ambas garantías, sin 
embargo, es de destacar que el artículo 4° del Código Procesal 
Constitucional, al referirse a la impugnación de resoluciones  judiciales  vía  
acción  de  amparo,  precisa  que  el  debido  proceso está incluido dentro 
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de la tutela procesal efectiva, entendiendo que el cambio de denominación 
a tutela procesal, busca establecer que tal garantía resulta de aplicación a 
cualquier proceso y no únicamente a los judicializados. 
E) Derecho a impugnar las resoluciones judiciales 
Como complemento del derecho que el ciudadano tiene para impugnar las 
resoluciones que le puedan resultar perjudiciales, y como un derivado del 
debido proceso, encontramos el derecho a una resolución judicial oportuna 
y fundamentada. Pero al mismo tiempo se le reconoce el derecho a 
impugnar una decisión, aunque esta sea oportuna y fundamentada, pues 
tales circunstancias estarán siempre bajo el análisis de los interesados. 
El ejercicio del recurso o impugnación, como ataque a la resolución 
que es contraria a la pretensión, se concede conforme al principio de 
igualdad procesal en el ámbito penal, a todo aquel que participa en el 
proceso, sea como acusador, imputado, defensor u otros sujetos que 
puedan intervenir, puesto que no solo está reconocido como parte 
importante del derecho de defensa del imputado, sino como un 
complemento del ejercicio de la acción que se deduce del proceso. 
Se entiende que toda persona contra la que se ha decidido una 
sanción punitiva tiene derecho a un control de legalidad y justicia del 
pronunciamiento, lo que lleva a la idea de que, en realidad, los recursos en 
materia penal operan especialmente a favor del imputado. 
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En este sentido, la posibilidad de recurrir ante un tribunal superior 
que reviste la razón y legitimidad del anterior pronunciamiento condenatorio, 
aparece como una garantía contra eventuales arbitrariedades o excesos o 
contra una defectuosa aplicación del Derecho vigente; de tal forma que es 
al condenado al que especialmente le asiste la instancia revisora62. 
El derecho de recurrir las resoluciones judiciales, no sólo alcanza a 
las sentencias definitivas, sino también a las providencias simples y a las 
sentencias  interlocutorias63. 
 2.2.2.3. Los medios de impugnación 
A) Cuestión previa 
Entre las garantías de la Administración de Justicia Penal se encuentra el 
derecho de impugnación o de recurrir, entendido comúnmente como el 
derecho a refutar, a contradecir y a atacar. Desde esa perspectiva, afirma 
Binder, la impugnación está ligada a la seguridad jurídica y es vista como 
un instrumento para evitar errores judiciales en el caso concreto.  
 El Código Procesal Penal no nos brinda un concepto de medios 
impugnatorios, a diferencia del Código Procesal Civil que en su artículo 
355° señala que mediante los medios impugnatorios las partes o terceros 
                                                 
62  ORE GUARDIA, Arsenio. Op cit., pp. 13-14. 
63  FONT, Miguel Ángel. Guía de estudio: procesal civil y comercial. Buenos Aires, Editorial Estudio, 
2003, p. 220. 
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legitimados solicitan que se anule o revoque, total o parcialmente, un acto 
procesal presuntamente afectado por vicio o error64. 
 B) Concepto 
Se denominan medios de impugnación (remedios y recursos65) aquellos 
instrumentos legales que permiten a las partes combatir una resolución 
judicial para tratar de obtener su modificación o sustitución por otra de 
contenido más favorable, o su  declaración de ineficacia.  
 Para García Rada, siguiendo a Giovanni Leone, el “medio de 
impugnación es un remedio jurídico atribuido a las partes a ﬁn de remover 
una desventaja proveniente de una decisión del Juez”66. 
 Para San Martin Castro, siguiendo a Ortells Ramos, define el medio 
de impugnación como: “El instrumento legal puesto a  disposición de las 
partes y destinado a atacar una resolución judicial  para provocar su 
reforma o su anulación o declaración de nulidad”67. 
 Los medios impugnatorios son instrumentos o medios legales con los 
que cuentan los sujetos procesales (Ministerio Público, parte civil, imputado) 
para atacar o refutar decisiones judiciales68. Quedan, pues, excluidos de 
                                                 
64 CALLIRGOS VELARDE, Raúl. (Director). Código procesal penal manuales operativos normas 
para la implementación. 1 Ed., Lima, Editorial Súper Gráﬁca EIRL. 2007, p.61. 
65  FAIRÉN GUILLÉN, Víctor. Teoría general del derecho procesal. México, D F., Universidad 
Nacional Autónoma, 1992,  p. 481.   
66 GARCÍA RADA, Domingo. Manual de derecho procesal penal. 4 Ed., Lima, Editorial e Imprenta 
carrera S.A. 1975. p. 233. 
67  SAN MARTIN CASTRO, César. Derecho procesal penal. Lima, Grijley.1999, p. 671. 
68  CALDERÓN SUMARRIVA, Ana C. El nuevo sistema procesal penal: análisis crítico.  Lima, 
EGACAL, 2011, p. 371. 
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este concepto, los actos del propio órgano jurisdiccional que declaren, de 
oficio, la nulidad de actuaciones; los actos de parte tendentes a oponerse o 
contradecir otros actos de parte, a los que la [ley procesal de nuestro país] 
denomina impropiamente impugnación; y el mal llamado en la práctica 
forense recurso de aclaración de sentencias pues con él no se ataca 
resolución alguna ni se pretende su modificación o anulación69. 
 C) Fundamento de los medios de impugnación 
La impugnación es un derecho procesal en tanto surge del proceso y se 
hace valer dentro y fuera de él. Se funda en la necesidad de ponerse a 
salvo del riesgo de la falibilidad humana del Juez, riesgo que puede 
materializarse en una resolución judicial que contiene errores o vicios de 
hechos o de derecho. Estos vicios o errores implican en suma una 
resolución injusta en sentido objetivo o subjetivo.  
Un acto procesal ha sido emitido por magistrados que son seres 
humanos y que por ende son potencialmente falibles, esto es susceptibles 
de incurrir en errores o vicios, ya sea por desconocimiento, ignorancia, 
equivocación o de manera dolosa, y siendo los magistrados los 
responsables de solucionar los conflictos que son de competencia, resulta 
razonable, que los sujetos procesales, puedan acudir al propio Juez, o en la 
mayoría de casos, a jueces jerárquicamente superiores para que re 
                                                 
69  MONTERO AROCA, Juan. Derecho procesal civil. 3 Ed. Programa para el acceso a las carreras 
Judicial y Fiscal, 2000, p. 181.  
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examinen dicha decisión, y en su caso, establezcan el error o vicio 
incurrido, y dispongan los remedios necesarios, a fin de enderezar el 
proceso hacia su ﬁnalidad última que es la consecución de la paz social. 
La doctrina nacional, también, en líneas generales asume a la 
falibilidad humana como el fundamento de los medios impugnatorios, así 
San Martín Castro señala que “el fundamento de la impugnación no es otra 
que la falibilidad humana”70. Por ello, Osvaldo Alfredo Gozaini apunta que 
precisamente la impugnación tiende a corregir la falibilidad del juzgador, y 
con ello, a lograr la eficacia del acto jurisdiccional. 
 D) Errores y vicios 
Como se ha indicado la falibilidad humana propia del magistrado, y en 
general de cualquier ser humano, se puede verificar a través de la 
presencia de errores o vicios en los actos procesales que serán materia de 
la interposición de medios impugnatorios; la diferencia entre estos dos 
defectos que pueden presentarse en un acto procesal, radica en que los 
vicios son consecuencia de una aplicación indebida o inaplicación de una 
norma procesal que conlleva a la afectación al debido proceso, y por su 
parte los errores son aquellos defectos que se producen por la aplicación 
indebida, inaplicación o interpretación errónea de una norma de derecho 
material, siendo común denominar al primero como error in procedendo y al 
segundo como error in iudicando.  
                                                 
70  SAN MARTÍN CASTRO, Cesar. Op. cit., p. 672. 
Nitro PDF Software





En ese sentido podemos mencionar que el fundamento central de la 
impugnación es la falibilidad humana, la misma que puede materializarse a 
través de la existencia de vicios o errores al interior de un acto procesal, y 
en la medida que estos produzcan un perjuicio o gravamen a un sujeto 
procesal, éste tiene expedito su derecho a impugnar dicha decisión 
jurisdiccional71. 
La impugnación puede formularse por motivo de errores 
inprocedendo o iniudicando72, según se trate de la violación de normas 
procesales o de normas sustantivas.  
 E) Breve precisión terminológica 
El vocablo Recurso ha adquirido ubicación propia dentro del derecho 
procesal y predomina en la mayoría de las codificaciones modernas, tanto 
en la nuestra como en las extranjeras. Sin embargo, la cuestión 
terminológica no está concretada de una manera uniforme. 
 En el derecho alemán se emplea en general la palabra remedio tal es 
su literal denominación: Rechtmittel para referirse a las impugnaciones 
dirigidas contra las resoluciones judiciales y dentro de ellas se comprenden 
los recursos. Estos, en opinión de Beling73 llevan unida la consecuencia 
                                                 
71  CALLIRGOS VELARDE, Raúl. Op. cit., p. 71. 
72  Los errores in iudicando pueden ser de dos tipos: por  error iuris, errónea apreciación de la 
norma sustantiva, o por error factis, cuando se produce una declaración de certeza basada en 
una errónea apreciación de los hechos. 
73  BELING Ernst. Derecho procesal penal. Traducción de Miguel Fenech, Madrid, Editorial Labor 
SA. 1943, p. 247. 
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jurídica de que ellos y solo ellos abren una nueva vía de instancia, una 
instancia superior. 
 En la legislación procesal italiana la designación genérica es la de 
“impugnación” reservándose el nombre de “recurso” únicamente para la 
casación. 
 En el derecho procesal español prevalece la denominación de 
“Recurso”, pero en la moderna doctrina se viene admitiendo una 
diferenciación entre remedios y recursos -como la especie-, considerándose 
el término “medio de impugnación” como el género. 
 F) Distinción de los medios y recursos 
Los recursos –al igual que los remedios- son una especie dentro del género 
de los medios de impugnación. El vocablo “recurso” ha adquirido ubicación 
propia dentro del Derecho Procesal y predomina en la mayoría de las 
codificaciones modernas. 
Siempre que se aborda el tema de los medios de impugnación, 
generalmente se comete el error de no distinguir, de entre ellos, a los 
recursos. Por el contrario, existe una tendencia, bastante generalizada, por 
sinonimizar o confundir ambos términos74, en tanto que el primer termino 
representa el género y el segundo la especie; es decir, que los recursos 
como tales son una especie de los medios de impugnaciones. 
                                                 
74 PEDRAZ PENALVA, Ernesto. (coordinador). Comentarios al Código Procesal Penal. T. II., El 
Salvador, Consejo  Nacional  de  la  Judicatura, Editorial ARSJ., p. 336. 
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Enrique Vescovi, plantea el problema de la siguiente manera: 
“tradicionalmente, al menos en el sistema iberoamericano, se habla de 
recurso, como medio impugnativo. En realidad, aquel es uno de los distintos 
medios, aunque el más importante; como dice Devis Echandía, la 
impugnación es el género; el recurso, la especie”75. Pero los medios 
impugnativos no solo se dan (como los recursos) contra los actos del juez 
(providencias, autos, etc.) sino también contra los de otros miembros del 
oficio judicial, para emplear la expresión de Carnelutti, o auxiliares del 
tribunal76. La impugnación aparece así como medio de garantizar la 
regularidad de la producción normativa, y referida al fallo se traduce 
normalmente, en el recurso, el principal medio impugnativo. 
La impugnación es el género, el recurso es la especie; por ello, se 
habla de un derecho a impugnar o un derecho a recurrir, que se traduce -o 
se materializa- en la interposición del recurso como medio para obtener la 
corrección de los errores del juez, que perjudican al recurrente, en una 
determinada providencia. La impugnación debe hacerse oportunamente, 
hasta cierto momento, llegado el cual, la decisión adquiera firmeza, pues, 
de lo contrario, sería imposible concluir un proceso y se pecaría contra la 
certeza jurídica77. 
 
                                                 
75 VESCOVI, Enrique. Los Recursos Judiciales y demás medios impugnativos en Iberoamerica. 
Buenos Aires, Ediciones Depalma, 1988, p. 14. 
76  PEDRAZ PENALVA, Ernesto. Op. cit., p. 336. 
77 BLACIO AGUIRRE, Galo. Código de Procedimiento Penal II. 1 Ed. Loja, Editorial de la 
Universidad Técnica Particular de Loja, 2007, p. 35. 
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 G)  Clasificación de los medios impugnatorios 
Para Ore Guardia explica que el “medio de Impugnación” es el instrumento 
procesal del cual se sirve el sujeto impugnante para ejercitar su derecho a 
impugnar y a su vez se clasifica en “remedios” y “recursos”78, acota que: 
“Los  Remedios  son  los  que  se  interponen  contra  cualquier  acto  
procesal, siempre  que  este  no  se  halle  dentro  o  forme  parte  de  
resoluciones judiciales, mientras que Los Recursos,  son  medios  
impugnatorios que el sujeto procesal pasivo interpone contra actos 
contenidos en resoluciones que violan o lesionan su derecho, a fin de que 
sean revisadas por el mismo juez (ad quo) o por el superior (ad quem)”79. 
Para Hinostroza Minguez, los remedios son aquellos medios 
impugnatorios dirigidos a lograr que se anule o revoque o reste eficacia, ya 
sea en forma parcial o total, a actos procesales que no se encuentren 
contenidos en resoluciones y que por lo general, son resueltos por el mismo 
Juez que conoció del acto procesal materia de impugnación. Y Los recursos 
son medios impugnatorios dirigidos a lograr la revisión de una resolución 
judicial afectada de vicio o error de forma o de fondo, a efecto de que sea 
revocada o invalidada, total o parcialmente, por el órgano jerárquico 
superior, que deberá emitir una nueva decisión al respecto u ordenar al 
                                                 
78 SAN MARTÍN CASTRO, César. Derecho Procesal Penal. Tomo II, 2 Ed., Grijley, Lima, 2003, p. 
671. 
79 ORE GUARDIA, Arsenio: “Manual de Derecho Procesal Penal”. P. 402...entiende que la 
expresión recurso” no tiene la acepción general con que se ha venido utilizando en nuestro 
medio forense, como si fuera cualquier escrito que se presenta en el proceso. 
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inferior jerárquico que lo haga de acuerdo a los considerandos del 
primero80. 
 Asimismo, para Clariá Olmedo, la expresión “recurso” solo cabe 
exactamente para las impugnaciones con efecto devolutivo: apelación, 
casación, inconstitucionalidad; en tanto que la reposición es un trámite 
incidental, y la revisión una acción impugnativa81. 
 Fairén Guillén acota que los medios de impugnación, en su especie 
de recursos, son actos procesales de la parte que se estima agraviada, por 
un acto de resolución del juez o tribunal82. 
 Pero dentro del concepto restringido de recurso solo se pueden 
considerar  como  tales  los  medios  de  impugnación  que  persiguen  un  
nuevo estudio de lo ya resuelto, que correspondería a un tribunal superior. 
Los otros medios de impugnación, carentes de efecto devolutivo, se 
denominarían remedios, cuya característica es que será el mismo juez o 
tribunal que dictó la resolución impugnada el que los examine y resuelva; 
aunque, en realidad, ambas son formas de impugnación y no vemos por 
qué no pueda denominarse “recurso” (como efectivamente se hace en 
nuestro medio, al menos) al recurso de reposición, por ejemplo.  
                                                 
80  HINOSTROZA MINGUEZ, A. Manual de derecho procesal civil. Lima, Editorial Grijley, 2011, pp. 
338-339.  
81 ORE GUARDIA, Arsenio. Medios impugnatorios lo nuevo del Código Procesal Penal de 2004: 
sobre los medios impugnatorios. 1 Ed. Lima, Editorial Gaceta Jurídica S.A., 2010, p. 15. Cfr. 
CLARIÁ OLMEDO, Jorge. Tratado de Derecho Procesal Penal. Tomo V, Buenos Aires, p. 443. 
82 FAIRÉN GUILLÉN, Víctor. Doctrina general del derecho procesal. Barcelona, Editorial Bosch, 
1990, p. 479. 
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 Los recursos también son clasificados por sus efectos: el devolutivo, 
suspensivo y extensivo83, son los principales. En nuestra  legislación, el 
Código Procesal Civil, en su artículo 356° clasifica los medios impugnatorios 
en recursos y remedios, precisando que los remedios pueden ser 
formulados por el sujeto procesal que se sienta agraviado por actos 
procesales no contenidos en resoluciones, y por su lado los recursos, 
pueden ser interpuestos por los sujetos procesales que se consideren 
agraviados con una resolución o parte de ella a fin de lograr un nuevo 
examen de ésta para que se subsane el vicio o error alegado. 
H) La idea del control de los medios de impugnación 
Se debe concluir que el objeto de la teoría general de la Impugnación, o de 
los medios impugnativos: es la de ejercer un control general de la 
regularidad o eficiencia de los actos procesales84. O sea, de la actividad 
jurisdiccional a través de sus providencias, para subsanar defectos o 
irregularidades. Es lógicamente, una actividad de control posterior. La idea 
del control, es un principio central en la estructuración del proceso y de todo 
el sistema de justicia penal85. 
En lo que respecta a los medios de impugnación, particularmente a 
los recursos, en ellos se refleja principalmente la idea del control  ejercido 
                                                 
83 CORTÉS DOMÍNGUEZ, Valentín y MORENO CATENA, Víctor. Derecho Procesal Penal. 
Valencia, Tirant lo Blanch, 2008, p. 709. 
84 BINDER, Alberto M. Introducción al derecho procesal penal. Buenos Aires, Editorial Ad-hoc 
S.R.L., 1993, p. 264. 
85 PEDRAZ PENALVA, Ernesto. Op cit., p. 337. 
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por los directamente involucrados con el proceso, pero también se deja ver 
el interés social o estatal orientado a normalizar la aplicación certera de la 
justicia, así como lo platea Binder: “... podemos analizar los medios de 
impugnación desde dos perspectivas fundamentales: una como un derecho 
de impugnación, ligado al valor seguridad jurídica y como un medio para 
evitar los errores judiciales en el caso concreto; la otra perspectiva, se basa 
en la necesidad social de que las decisiones judiciales sean correctas (...) y 
el derecho sea aplicado de un modo uniforme y equitativo86. 
2.2.2.4. Recursos impugnatorios 
A) Cuestión previa a los recursos 
El camino marcado por la ley, no siempre es respetado por el órgano 
jurisdiccional. Bien puede suceder que el juez, en cuanto ser falible,  
equivoque sus interpretaciones y no decida lo que la ley ordena, o que, 
llevado por intenciones dolosas, salte conscientemente las fronteras de la 
equidad y tampoco decida lo que la propia ley ordena. Ahora bien, sentada 
la  posibilidad de una indebida aplicación  de  la  ley, para  evitar las malas 
consecuencias  que esto puede ocasionar, se han establecido los recursos 
consistentes en medios legales que permiten que las resoluciones dictadas 
fuera del curso señalado por el derecho, vuelvan al camino que el mismo 
derecho ordena.  
                                                 
86 BINDER, Alberto M. Op. cit., p. 264. 
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A este respecto, Acero se expresa con toda claridad manifestando: 
"Por lo mismo que el fin de los recursos es remediar y enderezar las 
providencias torcidas, se evidencia que su fundamento es la falibilidad y la 
eventual injusticia humana que suponen y que no podían dejarse en lo 
posible sin ningún correctivo"87. 
B) Concepto de recursos  
Los recursos son actos procesales legislados en el ordenamiento adjetivo y 
que las partes emplean para conseguir la modificación parcial  o total de 
una decisión judicial que es considerada por el apelante como  injusta, 
errónea o no, ajustada a derecho o a la interpretación de los  hechos acerca  
de  los cuales se trata en  autos.  
Para Ibáñez Frocham, el recurso es el medio procesal -reconocido 
por la ley- por el cual quien considere agraviado sus intereses por una 
resolución judicial, y sea parte en el juicio o sin serlo tenga personería legal, 
puede intentar la reparación del error o del defecto que lo agravia88. Cuya 
admisibilidad del recurso la decide el tribunal originario -el que la dictó-, 
denegándolo si no cumple con los requisitos de interposición. Sin embargo, 
la  procedencia del recurso la  determina el tribunal de alzada, cuando 
                                                 
87 RIVERA SILVA, Manuel. El  Procedimiento Penal. 18 Ed. México,  Editorial Porrúa, 2009, p. 119. 
88  LEVENE, Ricardo. Manual de derecho procesal penal. 2 ed. T. II Buenos Aires, Ediciones de 
Palma, 1993, p. 663. 
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revisa la impugnación concedida por el tribunal recurrido, antes de 
pronunciarse sobre la  cuestión de fondo89. 
Podemos decir que los recursos son medios por los cuales las partes 
pueden solicitar que el mismo tribunal que dictó un fallo u otro de superior 
jerarquía, revise total o parcialmente dicha resolución, con el objetivo de 
que la anule o modifique90. 
Las decisiones objeto de recurso son las sentencias, los autos en  
sus distintos tipos, y los decretos fundados. Un decreto de mero trámite que 
no  lleva  fundamento no es recurrible, salvo que pueda causar, por su 
motivo o irregularidad, agravio a una de las partes91. 
C) Marco convencional 
La idea del recurso, o del uso del mismo como derecho que debe ser 
tutelado o garantizado en su ejercicio, tiene asidero incluso en documentos 
de derecho internacional como la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (Pacto de San José Costa Rica) que en su artículo 8º. Sobre 
Garantías judiciales reza: Durante el proceso, toda persona tiene derecho, 
                                                 
89  Ibídem., p. 664. 
90 MOSCOSO SEGARRA, Alejandro A. Proceso penal acusatorio en la República 
Dominicana.1Ed., Santo Domingo, Escuela Nacional de la Judicatura, 2001, p. 305. 
91  DAYENOFF, David Elbio. El juicio oral en el fuero penal. Buenos Aires, Ediciones de Palma, 
1998, p. 166. 
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en plena igualdad a las siguientes garantías mínimas: (...) h) derecho de 
recurrir del fallo ante juez o tribunal superior92. 
D) Etimología  
Proviene de la voz latina recursos que significa gramaticalmente en su  
traducción: Vuelta o retroceso de una cosa al lugar de donde salió93. En ese 
sentido, el recurso viene a ser, en términos sencillos, un segundo estudio 
sobre un punto que se estima resuelto de manera no apegada al Derecho. 
Este segundo estudio no se hace en forma anárquica94, pues está sujeto a 
requisitos. 
E) Importancia de los recursos 
Actualmente, la importancia de los recursos radica en el hecho de que  son 
los instrumentos idóneos para garantizar el respeto a los derechos  
fundamentales y a las garantías del procesado derivadas del principio  del 
“debido proceso” para  obtener  un “juicio justo”, entendido el debido 
proceso como un requisito previo del juicio justo, habida cuenta que  sólo  
tendremos un juicio justo cuando se han respetado las reglas del debido 
proceso; esto quiere decir que los recursos son ya un derecho fundamental 
del procesado que se utiliza para hacer valer otros derechos 
fundamentales, sustantivos o adjetivos. 
                                                 
92  PEDRAZ PENALVA, Ernesto. Op cit., p. 338. 
93  CALDERÓN SUMARRIVA, Ana C. Op cit., p. 377. 
94  RIVERA SILVA, Manuel. Op cit., p. 319. 
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Su importancia también radica en que a través del recurso se verifica 
que en un proceso se cumpla con los derechos fundamentales  
establecidos en nuestra Constitución política y en los Convenios  
Internacionales  suscritos  por el Perú95. 
El recurso, considerado como derecho fundamental de todas las 
partes de un proceso, es necesario que las determinaciones jurisdiccionales 
se legitimen y la única manera de legitimarlas es otorgar a las partes la 
posibilidad de que esas determinaciones sean  revisadas  por otro órgano 
jurisdiccional de mayor jerarquía, y esa posibilidad se  obtiene por medio del 
recurso, de ahí que esta institución, el recurso, deba tenerse como derecho 
fundamental de las partes96. 
F) Requisitos de los recursos 
1. Cuestión previa 
Todo recurso se halla supeditado a dos tipos de requisitos: de 
admisibilidad97 y de fundabilidad.  
Conforme a tal distinción puede decirse que un recurso es admisible 
cuando posibilita el examen de los agravios invocados por el recurrente y, 
                                                 
95  CARMONA CASTILLO, Gerardo. Juicio oral. Oxaca, Tribunal Superior de Justicia del estado de 
Oaxaca, 2007, p. 361. 
96  Ibídem., p. 363. 
97  Los requisitos de admisibilidad de los recursos atienden como curre con todo acto procesal a los 
sujetos que intervienen en su interposición, sustanciación y resolución, al objeto  sobre el que 
versan y a la actividad que involucran, debiendo esta última analizarse en sus  dimensiones de 
lugar, tiempo y forma.  
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por consiguiente, la emisión de un pronunciamiento acerca del fondo o 
mérito de las cuestiones sobre que aquéllos versan; y que es, en cambio, 
fundado  cuando, en virtud de su contenido sustancial, resulta apropiado 
para la obtención de una resolución que, por vía de reforma, modificación, 
ampliación o anulación, sustituya a la impugnada98. 
2. Requisitos subjetivos  
2.1. Personas facultadas para recurrir 
En el primero de los aspectos precedentemente recordados, se halla ante 
todo habilitado para interponer recursos, es decir, sólo podrá recurrir quien 
tiene la condición de sujeto procesal (principio dispositivo) y siempre y 
cuando haya sufrido un agravio, perjuicio o gravamen con la resolución 
cuestionada conforme al principio de trascendencia. 
2.2. Existencia de interés 
Por tratarse de un acto procesal de parte, constituye  requisito subjetivo de 
admisibilidad de los recursos la  circunstancia de que quien los interpone 
haya sufrido un  perjuicio (según San Martín Castro, lo constituyen el 
agravio) o gravamen a raíz de la resolución que impugna.  No basta, por lo 
tanto, el derecho de impugnación  abstractamente reconocido por la ley a 
un determinado  sujeto, sino que es necesario. 
                                                 
98 Cfr. SULLA. Teoría genérale del processo pénale,  Milano, 1939, p. 217. 
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El interés a que alude esa norma remite a la disconformidad entre la 
posición adoptada por la parte y el contenido de la resolución, o sea al 
vencimiento, y debe por lo tanto apreciarse desde el punto de vista del 
ordenamiento jurídico99.  
2.3. Competencia para juzgar la admisibilidad y fundabilidad de los 
recursos  
Es preciso formular una distinción sobre la base de que deba conocer de 
los recursos el mismo órgano que dictó la  resolución impugnada o un 
órgano superior en grado.  
En el primer supuesto ambos exámenes se concentran en una 
resolución única como ocurre, v.gr.,  con los recursos de reposición, en 
tanto que en el segundo caso la admisibilidad es objeto de un doble 
examen, originariamente efectuado por el órgano que  dictó la resolución 
recurrida y posteriormente revisado  por el órgano superior, al cual incumbe 
con carácter  privativo el examen  de fundabilidad.  
3. Requisitos objetivos  
Desde el punto de vista de su objeto -que se halla en todo caso configurado 
por una resolución judicial- los recursos, al igual que todos los actos 
procesales, deben ser idóneos y  jurídicamente posibles.  
                                                 
99 Y no según el criterio subjetivo del  recurrente, quien, v.gr., no podría agraviarse de la  sentencia 
absolutoria fundada en la concurrencia de una causa de justificación porque adujo que el hecho 
no constituye delito o éste no se cometió, y mucho menos, desde luego, porque  hubiese 
preferido la condena. 
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La idoneidad atiende a la adecuación del recurso respecto de la 
resolución que mediante él se impugna, y en ese ámbito cabe distinguir 
entre una idoneidad específica y una idoneidad genérica según que, 
respectivamente, la ley mencione al recurso que corresponda en función del 
contenido de la resolución, o bien disponga la recurribilidad de un 
determinado tipo de resoluciones o de las dictadas durante determinada 
fase del proceso. 
La posibilidad jurídica se relaciona, en cambio, con la recurribilidad 
(de los medios técnicos de defensa) o irrecurribilidad (de la decisión del 
sobreseimiento) de ciertas resoluciones.   
4. Requisitos de lugar, tiempo y forma  
4.1. Lugar  
El lugar de interposición de los recursos coincide, como principio general, 
con la sede del órgano que dictó la  resolución recurrida. Y los de queja por 
admisibilidad denegada, los que deben deducirse directamente ante el 
tribunal que ha de conocer de ellos.  
4.2. Tiempo  
Por tiempo de los recursos deben entenderse los plazos que las leyes 
procesales fijan para su interposición y  fundamentación. En la legislación 
procesal los plazos de interposición son, sin excepciones, perentorios e 
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individuales, y su cómputo se  efectúa considerando sólo los días hábiles  a 
partir de la notificación  de la resolución que se impugna.  
4.3. Forma  
Si se atiende al lenguaje que corresponde utilizar en su interposición, los 
ordenamientos vigentes sujetan como regla a los recursos al  lenguaje 
escrito,  aunque admiten que algunos recursos ordinarios se deduzcan 
oralmente como  ocurre con el de apelación.  
Desde otro ángulo, importa destacar que mientras los recursos de 
instancia única y los extraordinarios deben interponerse y fundamentarse en 
un acto único sin perjuicio, respecto de estos últimos, de la ulterior 
ampliación de  fundamentos, la admisibilidad del recurso de apelación sólo 
requiere la genérica indicación de los motivos en que se basa y no, en 
cambio, su exhaustivo desarrollo, que puede no obstante realizarse en un 
posterior informe oral o escrito.  
G) Posibles vicios de las resoluciones  
1. Vicios "in  iudicando" 
Tradicionalmente se caracteriza a este tipo de vicios como aquellos que 
afectan al contenido de una resolución, a la que por ello se tilda de injusta.  
El vicio de que se trata puede asimismo consistir en un error de 
hecho (in facto) o en un error de derecho (in iure). Existe error in facto 
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cuando la resolución aparece fundada en un supuesto fáctico falso o 
incorrectamente interpretado. Esta irregularidad sólo puede invocarse como 
fundamento de los recursos ordinario de apelación pero no, como regla, del 
recurso extraordinario de casación.  
Existe en cambio error in iure cuando a causa de no haberse 
comprendido adecuadamente el sentido jurídico del caso sometido a 
decisión, se aplica a éste una norma distinta a la que debió en realidad 
aplicarse o se asigna a la norma aplicable un alcance equivocado. 
2. Vicios in procedendo 
Esta clase de vicios concurre cuando, a raíz de la  inobservancia de normas 
procesales, aparecen afectados los  requisitos a los que se halla supeditada 
la validez de una  resolución judicial o la de los actos que la precedieron y 
tuvieron  incidencia, naturalmente, en el pronunciamiento.  
 A diferencia de lo que ocurre en la hipótesis analizada  en el número 
anterior, en ésta no se halla en tela de juicio la  injusticia de la resolución 
impugnada sino la irregularidad de su estructura o del procedimiento que 
condujo a su dictado.  
H) Efectos de los recursos 
Hitters siguiendo a Guasp, señala que los recursos son procesos obstativos 
que impiden la formación de la cosa juzgada. La interposición de un medio 
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de impugnación produce (…) diversas y variadas consecuencias, a saber: 
1°) interrumpe la concreción de res judicata; 2°) prorroga los efectos de la 
litispendencia; 3°) en ciertos casos determina la apertura de la competencia 
del superior (efecto devolutivo); 4°) imposibilita el cumplimiento del fallo 
(efecto suspensivo), y 5° limita el examen del ad quem en la medida de la 
fundamentación y del agravio.  
1. Efecto suspensivo  
El efecto suspensivo por el que la resolución judicial no puede ejecutarse. 
Ello implica que cuando se trata de sentencia condenatoria, ésta no puede 
hacerse efectiva durante el plazo para recurrir y frente al caso de haberse 
deducido el recurso, hasta la resolución de éste, de modo que, mientras esa 
resolución no se haya dictado, el condenado debe continuar en la misma 
situación en que se encuentre sin perjuicio de que, ante la hipótesis de 
habérsele impuesto una pena privativa de la libertad, continúe o se  
disponga su detención a título cautelar.  
2. Efecto no suspensivo  
Los recursos tienen efecto no suspensivo cuando, no obstante su 
interposición, la resolución impugnada se ejecuta de inmediato.  
 Aparte del caso de sentencia absolutoria mencionado en el número 
precedente, tienen el efecto analizado los recursos interpuestos contra el 
auto de procesamiento y de falta de mérito, los que disponen la exención de 
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prisión o la  excarcelación o el sobreseimiento, los que resuelven los 
incidentes de  ejecución y los que decretan el embargo o la inhibición100.  
3. El denominado efecto devolutivo  
Por devolutivo debe entenderse ahora -dice Clariá Olmedo- el efecto del 
recurso por el cual el nuevo examen y consiguiente decisión es 
funcionalmente atribuida al tribunal de alzada, llamado juez ad quem, sea 
que el a quo esté o no autorizado a ejecutar la resolución impugnada. Ésta 
agotó, en cuanto a él, todo conocimiento sobre lo decidido, salvo la 
posibilidad  de  aclaración   o  rectificación de errores materiales101.  
4. Efecto extensivo  
Este efecto -que constituye una excepción al principio dispositivo y al de la 
personalidad de la impugnación- se verifica cuando, existiendo una 
pluralidad de sujetos pasivos, el recurso interpuesto  por uno de ellos es 
susceptible, si se dan determinadas condiciones, de favorecer a los que no 
recurrieron no obstante hallarse facultados para hacerlo.  
El fundamento del efecto extensivo radica en la  necesidad  de evitar 
el escándalo jurídico que se generaría frente al dictado de sentencias 
                                                 
100 El recurso de queja -artículo 437.4 del NCPP-, no tiene efectos suspensivos: “la interposición 
del recurso no suspende la tramitación del principal, ni la eficacia de la resolución denegatoria”. 
101  El efecto devolutivo por el que la tramitación y resolución del recurso corresponde al órgano 
superior jerárquico al que dictó la resolución recurrida, haciendo cesar la competencia del a 
quo, asumiendo el ad quem conocimiento de la causa para reexaminar lo decidido; asi la 
resolución impugnada está en situación de interinidad; con excepción del recurso de reposición 
artículo 415 del CPP. 
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contradictorias respecto de  quienes  se encuentran en idénticas 
condiciones subjetivas, y el mencionado efecto, además se extiende ipso 
iure, sin necesidad, por lo tanto, de que lo requiera la parte no recurrente.  
La producción del efecto extensivo se halla asimismo supeditada a la 
admisibilidad del recurso y a la circunstancia de que el recurrente no desista 
de él, pero la muerte de este último no obsta al beneficio que pueden 
eventualmente obtener los no impugnantes102. 
5. Efecto diferido 
El efecto diferido por el que el recurso concedido, para su remisión al ad 
quem recién se producirá cuando se dicte sentencia que ponga fin a la 
instancia103.  
I) Adhesión al recurso 
Existe adhesión al recurso cuando, frente a la oportuna interposición de un 
recurso vertical por una de las partes, la ley habilita a la otra u otras que no 
lo hicieron, para que, dentro de un plazo determinado posterior a la 
concesión de aquél, ejerzan la facultad de impugnar la misma resolución en 
la medida  de su  interés.  
La institución tiene fundamento en el principio de igualdad  procesal'' 
y se diferencia del efecto extensivo del  recurso en que, por un lado, la parte 
                                                 
102  Cfr., artículo 408 del CPP. 
103  Cfr., artículo 410 del CPP. 
Nitro PDF Software





que adhiere a un recurso previamente interpuesto  debe  manifestarlo de 
manera expresa y, por otro lado, dicha parte puede alegar sus propios 
motivos de agravio que pueden  ser, por ello, diversos a los del recurrente 
original.   
J) Desistimiento de los recursos  
Como derivación de la vigencia del principio  dispositivo en el ámbito de las 
impugnaciones penales, las leyes facultan expresamente a las partes para 
desistir de los recursos interpuestos.  
K) Poderes decisorios de los órganos judiciales competentes para  
conocer de los recursos  
Aunque la mayoría de los ordenamientos procesales vigentes regula  el 
tema del epígrafe en relación con la competencia de los tribunales de  
alzada, los principios que consagran resultan aplicables a cualquier  tipo 
de recurso. Tales principios -que ostentan rango constitucional- se refieren 
a la sujeción  de la competencia  a los agravios del recurrente y a la 
prohibición de la reformatio in peius, y se analizarán  seguidamente.  
Pero en razón de que la jurisdicción de los tribunales penales de 
alzada sólo encuentra límite en los hechos que han sido objeto de debate 
en la causa, el cambio de calificación de esos hechos no entraña 
reformatio in peius si aquél no importa agravar la pena impuesta al 
recurrente en la instancia anterior. 
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L) Clasificación de  los  recursos  
La  clasificación de los recursos se hace atendiendo a tres conceptos: 
1. A la situación de la calidad de la resolución recurrida 
Atendiendo  al  primer concepto,  los  recursos  se  clasifican  en  
ordinarios104 (apelación) y extraordinarios (casación)105. 
2. A la clase de autoridades que intervienen en la revisión 
Tomando en cuenta las autoridades que conocen de los recursos, éstos se 
pueden clasificar en devolutivos y no devolutivos. 
3. A los efectos que produce el recurso 
Por último, en lo que alude a los efectos de los recursos, se clasifican en 
suspensivos, y devolutivos. 
                                                 
104 Son recursos ordinarios aquellos que las leyes otorgan con el objeto de reparar,  
genéricamente, cualquier clase de errores in indicando o in procedendo, o sea cualquiera de  
los extremos comprendidos en la resolución que se recurre. Por consiguiente, abarcan tanto  los 
defectos atribuidos a la aplicación de la ley como los relativos a la fijación de los hechos y a la 
valoración y selección de la prueba, de modo que la medida del conocimiento acordado al  
órgano competente para resolver este tipo de recursos coincide con la que corresponde al 
órgano que dictó la resolución impugnada, sin otra modificación que la referente a la prohibición 
de la reformatio in peius. 
105 Son, en cambio, recursos extraordinarios aquellos cuya admisibilidad se halla supeditada  a la 
concurrencia de motivos o causales taxativamente establecidas por la ley, y en  los cuales, 
consecuentemente, las facultades del órgano competente para decidirlos está limitada al 
conocimiento  de  determinados aspectos o puntos de la resolución impugnada. 
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2.2.2.5. Derecho al recurso 
A) Cuestión previa 
Esta garantía implica la posibilidad de cuestionar una resolución dentro de 
la misma estructura jurisdiccional que la emitió. La voluntad subyacente a la 
instauración de varios grados de jurisdicción significa reforzar la protección 
de los justiciables. Esto obedece a que toda resolución es fruto del acto 
humano, y que por lo tanto, puede contener errores o generar distintas 
interpretaciones, ya sea en la determinación de los hechos o en la 
aplicación del derecho106. 
B) Derecho a recurrir 
El derecho a recurrir forma parte de los derechos fundamentales de las 
personas reconocidos en sede constitucional. “Se sustenta en los principios 
de pluralidad de instancias y la observancia del debido proceso y tutela 
jurisdiccional…”107. De conformidad al principio de "recurribilidad expreso 
taxativo", que consiste en el derecho de acceso al recurso legalmente 
reconocido por un Código Procesal y consagrado en la Constitución (Art. 
139 inc. 3°), pues se trata de un elemento que integra el contenido esencial 
del derecho a la tutela jurisdiccional (tutela procesal), en cuya virtud lo que 
                                                 
106 HUERTA GUERRERO, Luis Alberto “El debido proceso en las decisiones de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos”. Disponible en: ttp://www.cajpe .org.pe/RIJ/ bases/ 
nuevdh/dh2/lh-deb2.htm. 
107 GARCÍA DEL RÍO, Flavio. Los recursos en el proceso penal. Lima, Ediciones Legales S.A.C. 
2002. p. 10. Cfr. SÁNCHEZ VELARDE, Pablo. Manual de Derecho Procesal Penal. Lima, 
Idemsa, 2004. p. 855. 
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se exige es que un Juez no puede conceder un recurso que la ley no ha 
previsto expresamente108. 
El derecho de recurrir el fallo no se satisface con la mera existencia 
de un órgano de grado superior al que juzgó y condenó al inculpado, ante el 
que éste tenga o pueda tener acceso. Para que haya una verdadera 
revisión de la resolución, es preciso que el tribunal superior reúna las 
características jurisdiccionales que lo legitiman para conocer del caso 
concreto109. 
El derecho a recurrir corresponderá tan solo a quien le sea 
expresamente acordado. Los recursos se interponen en las condiciones de 
tiempo y forma que se determina en el código, con indicación específica de 
los puntos impugnados de la resolución110. 
1. El derecho al recurso desde una postura objetiva 
Al igual que lo hace la doctrina y se practica en el derecho comparado, el 
legislador peruano limitó los recursos a las hipótesis expresamente 
                                                 
108 Cfr., Art. 404º.- Facultad de recurrir: 1. Las resoluciones judiciales son impugnables sólo por los 
medios y en los casos expresamente establecidos por la Ley. Los recursos impugnatorios se 
interponen ante el juez que emitió la resolución recurrida. 2. El derecho de impugnación 
corresponde sólo a quien la Ley se lo confiere expresamente. Si la Ley no distingue entre los 
diversos sujetos procesales, el derecho corresponde a cualquiera de ellos. 3. El defensor podrá 
recurrir directamente en favor de su patrocinado, quien posteriormente si no está conforme 
podrá desistirse. El desistimiento requiere autorización expresa de abogado defensor. 4. Los 
sujetos procesales, cuando tengan derecho de recurrir, podrán adherirse, antes que el 
expediente se eleve al Juez que corresponda, al recurso interpuesto por cualquiera de ellos, 
siempre que cumpla con las formalidades de interposición. 
109 BALBUENA, Pedro y Luz, DÍAZ RODRÍGUEZ. Los principios fundamentales del proceso penal 
vistos por las Cortes de Apelación. Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo 
Internacional, 2008, p.79. 
110  MOSCOSO SEGARRA, Alejandro A. Op. cit., p. 305. 
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previstas en el ordenamiento jurídico. De esta forma, el artículo 404 inciso 
1) del Código Procesal Penal expresamente señala: Las resoluciones 
judiciales son impugnables sólo por los medios y en los casos 
expresamente establecidos por la Ley. Los recursos impugnatorios se 
interponen ante el juez que emitió la resolución recurrida. 
Aplicando una regla genérica, el legislador peruano determinó que 
solamente procede la interposición de un recurso, cuando se encuentre 
previamente establecido y para los casos que así se dispongan. Ello se 
refleja en la determinación de los recursos que se admiten en el proceso 
penal111. 
2. El derecho al recurso desde una postura subjetiva  
Como su nombre lo indica, la impugnabilidad subjetiva hace referencia a las 
partes o sujetos procesales que pueden interponer los recursos pertinentes. 
Este principio se encuentra recogido en el artículo 404 inciso 2) del 
Código Procesal Penal cuyo texto señala: El derecho de impugnación 
corresponde sólo a quien la Ley se lo confiere expresamente. Si la Ley no 
distingue entre los diversos sujetos procesales, el derecho corresponde a 
cualquiera de ellos.  
Como puede comprobarse del Código Procesal, ha regulado de 
forma extensiva y se ha visto en la necesidad de abrir la posibilidad de 
                                                 
111 JIMÉNEZ GÓNZALEZ, Edwin Esteban y Omar, VARGAS ROJAS. Nuevo régimen de 
impugnación de sentencia penal. San Joaquín de Flores, Escuela Judicial, 2011, p. 71. 
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impugnar de la forma siguiente: el defensor podrá recurrir directamente en 
favor de su patrocinado (…), los sujetos procesales, cuando tengan derecho 
de recurrir, podrán adherirse, con el fin de dar cumplimiento al principio de 
tutela judicial efectiva; pero sobre todo al principio de igualdad112. 
2.2.2.6. Los recursos ordinarios en el código procesal penal 
A) Cuestión previa 
En el CPP, el sistema de recursos trae importantes y polémicas 
innovaciones, tales como el sistema reglado (de legalidad) y restringido (de 
limitado) de los recursos, la inmediación en audiencia de apelación de 
sentencias, la facultad de condenar al absuelto y el recurso de casación, 
entre otras. Y, para una correcta lectura e interpretación de dichas normas, 
deben ser interpretadas conforme al artículo Xº del Título Preliminar del 
CPP; es decir, de acuerdo a una interpretación constitucional113. 
Si tanto se ha manifestado respecto de la nueva normativa, en 
especial la procesal penal, respecto del énfasis que se ha pretendido hacer 
de las garantías. Cabe mencionar que la impugnabilidad misma, el uso de 
los recursos, en el marco de la teoría del control, constituye una garantía 
                                                 
112  Ibídem., p. 73. 
113  HARTMUT, Paulsen. Juntos Generamos Justicia: El Nuevo Código Procesal en el Perú. 1 Ed., 
Lima, Neva Studio SAC., 2011, p. 251. 
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por excelencia, ya que se pretende tutelar el derecho fundamental de 
desencadenar un mecanismo real y serio de control del fallo114. 
A diferencia del texto de 1940, el Código Procesal Penal de 2004, sí 
ha establecido en un capítulo la regulación de la impugnación penal. En ese 
sentido, los medios impugnatorios establecidos en el CPP de 2004 son: 
a).Recurso de reposición. b). Recurso de apelación. c). Recurso de 
casación. d). Recurso de queja. e). Acción de revisión. 
B) Reglas generales de los recursos 
1. Las reglas en torno a la legitimidad para impugnar 
El artículo 404 del Código Procesal Penal ha señalado las siguientes reglas 
generales en torno a la legitimidad para impugnar: a). Las resoluciones 
judiciales son impugnables solo por los medios y en los casos 
expresamente establecidos por la ley; b). Los recursos impugnatorios se 
interponen ante el juez que emitió la resolución recurrida; c) El derecho de 
impugnación corresponde solo a quien la ley se lo confiere expresamente; 
d) Si la ley no distingue entre los diversos sujetos procesales, el derecho 
corresponde a cualquiera de ellos; e). El defensor podrá recurrir 
directamente en favor de su patrocinado, quien posteriormente si no está 
conforme podrá desistirse. El desistimiento requiere de autorización 
expresa del abogado defensor; y f). Los  sujetos  procesales, cuando  
                                                 
114 GONZÁLEZ OBREGÓN, Diana Cristal. Una nueva cara de la justicia en México: aplicación del 
código nacional de procedimientos penales bajo un sistema acusatorio adversarial. Ciudad de 
México Distrito Federal, Universidad Nacional Autónoma de México, 2014, p. 90. 
Nitro PDF Software





tengan derecho de recurrir, podrán adherirse -antes de que el  expediente 
se eleve al juez que corresponda- al recurso interpuesto por cualquiera de 
ellos, siempre que cumpla con las formalidades de interposición. 
2. Las reglas en torno a las formalidades para impugnar 
El artículo 405 del Código Procesal Penal ha señalado las siguientes reglas 
generales en torno a las formalidades para impugnar: a) Que sea 
presentado por quien resulte agraviado por la resolución, tenga interés 
directo y se halle facultado legalmente para ello; b) El Ministerio Público 
puede recurrir incluso a favor del imputado; c) Que sea interpuesto por 
escrito y en el plazo previsto por la ley. También puede ser interpuesto en 
forma oral cuando se trata de resoluciones expedidas en el curso de la 
audiencia, en cuyo caso el recurso se interpondrá en el mismo acto en que 
se lee la resolución que lo motiva; d) Que se precisen las partes o puntos 
de la decisión a los que se refiere la impugnación, y se expresen los 
fundamentos, con indicación específica de los fundamentos de hecho y de 
derecho que la apoyen. El recurso deberá concluir formulando una 
pretensión concreta; e) Los recursos interpuestos oralmente contra las 
resoluciones finales expedidas en la audiencia se formalizarán por escrito 
en el plazo de cinco días, salvo disposición distinta de la ley; y f) El juez que 
emitió la resolución impugnada se pronunciará sobre la admisión del 
recurso y notificará su decisión a todas las partes, luego de lo cual 
inmediatamente elevará los actuados al órgano jurisdiccional  competente. 
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El  juez que deba conocer la impugnación, aun de oficio, podrá controlar la 
admisibilidad del recurso y, en su caso, podrá anular el concesorio. 
3. Las reglas en torno al ámbito y extensión de los recursos 
impugnatorios 
Los artículos 407 y 408 Código Procesal Penal, las reglas en torno al 
ámbito y extensión de los recursos impugnatorios son: a). El imputado y el 
Ministerio Público podrán impugnar, indistintamente, el objeto penal o el 
objeto civil de la resolución; b) El actor civil  solo podrá recurrir respecto al 
objeto civil de la resolución; c).   Cuando en un procedimiento hay 
coimputados, la impugnación  de uno de ellos favorecerá a los demás, 
siempre que los motivos en que se funde no sean exclusivamente 
personales; d). La impugnación presentada por el imputado favorece al 
tercero civil; y e). La impugnación presentada por el tercero civil favorece al 
imputado, en cuanto no se haya fundamentado en motivos exclusivamente 
personales. 
4. Las reglas en torno a la competencia del tribunal revisor 
El artículo 409 del Código Procesal Penal, las reglas en torno a la 
competencia del tribunal revisor son: a). La impugnación confiere al tribunal 
competencia solamente para resolver la materia  impugnada, así como para 
declarar la nulidad en caso de nulidades absolutas o sustanciales no 
advertidas por el impugnante; b). Los errores de derecho en la 
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fundamentación de la decisión recurrida que no hayan influido en la parte 
resolutiva no la anulará, pero serán corregidos. De igual manera se 
procederá en los casos de error material en la denominación o el cómputo 
de las penas; y c). La impugnación del Ministerio Público permitirá revocar o 
modificar la resolución aun a favor del imputado. La impugnación 
interpuesta exclusivamente por el  imputado  no  permite  modificación  en  
su perjuicio. 
5. Las reglas en torno a la impugnación diferida 
El artículo 410 del Código Procesal Penal, las reglas en torno a la 
impugnación diferida son: a) En los procesos con pluralidad de imputados o 
de delitos, cuando se dicte un auto de sobreseimiento estando pendiente el 
juzgamiento de los otros, la impugnación que se presente, si es concedida, 
reservará la remisión de los autos hasta que se pronuncie la sentencia que 
ponga fin a la instancia, salvo que ello ocasione grave perjuicio a alguna de 
las partes; y b) En este último caso, la parte afectada podrá interponer 
recurso de queja, en el modo y forma previsto por la ley. 
6. Las reglas en torno a la ejecución provisional 
El artículo 412 del Código Procesal Penal, las reglas en torno a la ejecución 
provisional son: a) Salvo disposición contraria de la ley, la resolución 
impugnada mediante recurso se ejecuta provisionalmente, dictando las 
disposiciones pertinentes si el caso lo requiere; y b) Las impugnaciones 
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contra las sentencias y  demás resoluciones que dispongan la libertad del 
imputado no  podrán tener efecto suspensivo. 
7. Las reglas en torno al desistimiento de los medios impugnatorios 
El artículo 406 del Código Procesal Penal, las reglas en torno al 
desistimiento de los medios impugnatorios, son: a) Quienes hayan 
interpuesto un recurso pueden desistirse antes de expedirse resolución 
sobre el grado, expresando sus fundamentos; b) El defensor no podrá 
desistirse de los recursos interpuestos por él sin mandato expreso de su 
patrocinado, posterior a la interposición del recurso; y c) El desistimiento no 
perjudicará a los demás recurrentes o adherentes, pero cargarán con las 
costas. 
8. Las reglas en torno a la libertad del imputado 
El artículo 411 del Código Procesal Penal, las reglas en torno a la libertad 
del imputado, son: a) Los imputados que hayan sobrepasado el tiempo de 
la pena impuesta por una sentencia pendiente de recurso, sin perjuicio que 
este sea resuelto, serán puestos en inmediata libertad; y b) El juzgador está 
facultado para dictar las medidas que aseguren la presencia del imputado. 
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C) Clases de recursos  
1. El recurso de reposición 
1.1. Definición 
Es un medio impugnatorio dirigido a atacar un decreto que ha causado 
agravio al impugnante, y cuyo reexamen estará a cargo del mismo órgano  
jurisdiccional que lo expidió, en consecuencia no se trata de un recurso con 
efecto devolutivo. 
 Para Jerí, se llama recurso de “reposición”115 por la fórmula 
empleada antiguamente para plantearlo: pidiéndole al juez que reponga por 
el contra imperio la resolución de que se trata, es decir, no poniéndola en 
vigor o modificándose en lo justo en virtud del principio del derecho 
ejusesttollerecujusestcondere116. 
 Para Gómez de Liaño, la reposición es un recurso ordinario no 
devolutivo que cabe contra las  providencias  y  determinados  autos  que  
dictan  los jueces117. 
 En tal sentido, se puede concluir que el recurso de reposición es 
aquel tendiente a obtener que en la misma instancia donde una resolución 
                                                 
115 JERÍ CISNEROS, Julián Genaro. Teoría general de la impugnación penal y la problemática de 
la apelación del auto de no ha lugar a la apertura de instrucción por el agraviado. Tesis para 
optar el grado de Magíster en Ciencias Penales. Lima, Universidad Nacional Mayor de San 
Marcos, 2002, p. 63. 
116 Ibídem., p. 63. 
117 Cfr. GÓMEZ DE LIAÑO GONZÁLEZ, Fernando. El proceso civil. 2 Ed. Madrid, Forum, 1992, p. 
511. 
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fue emitida, se subsanen, por contrario imperio, los agravios que aquella 
pudo haber cometido. 
1.2. Fundamentos del recurso de reposición 
Hugo Alsina sostiene que mediante el recurso de reposición se evitan las 
dilaciones y gastos de una segunda instancia, tratándose de providencias 
dictadas en el curso del procedimiento para resolver cuestiones accesorias 
y respecto de las cuales no se requieren mayores alegaciones118. 
 El fundamento del recurso de reposición está constituido por los 
principios de economía y celeridad procesales. Ello es así porque este 
medio impugnatorio no entorpece o dilata el desarrollo del litigio, pues es 
resuelto en forma expeditiva por el mismo magistrado que dictó la 
resolución cuestionada o que conoce directamente de ella, dilación que 
ocurriría de tener que acudirse a otra instancia para resolver la impugnación 
planteada119. 
 Para Roland Arazi, el recurso de reposición tiene como finalidad que 
el mismo juez o tribunal que dictó una resolución la revoque o enmiende, 
dictando en su lugar otra nueva por el contrario imperio120. 
 
                                                 
118 ALSINA, Hugo. Tratado teórico y práctico de derecho procesal civil y comercial. T. IV, 2 Ed. 
Buenos Aires, 1961, p. 142. 
119 JERÍ CISNEROS, Julián Genaro.Op. cit., p. 67. 
120 ARAZI, Roland. Elementos de derecho procesal. 2ª Ed. Buenos Aires, Editorial Astrea, 1991, p. 
307. 
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2. Recurso de apelación 
2.1. Definición 
La apelación, es un recurso esencialmente con efecto devolutivo121, por 
cuanto el reexamen de la resolución impugnada será de competencia del 
órgano  jurisdiccional superior al de aquel que la expidió, en ese sentido el 
artículo 364 del Código Procesal Civil, señala que este mecanismo 
impugnatorio tiene por objeto que el órgano jurisdiccional examine, a 
solicitud de parte o de tercero legitimado, la resolución que les produzca 
agravio, con el propósito de que sea anulada o revocada, total o 
parcialmente. 
 Para Enrique Falcón, la apelación es el medio de impugnación que 
tiene la parte para atacar las resoluciones judiciales, con el objeto de que el 
superior las revoque total o parcialmente122. 
 Según Mario Alzamora, en mérito del recurso de apelación, el 
Tribunal o Sala Superior que conoce de la impugnación, luego de 
reexaminar la resolución del juez de primera instancia, decidirá si confirma, 
revoca o modifica dicha resolución. En tal sentido, el juez ad quem corrige 
                                                 
121 HINOSTROZA MINGUEZ, Alberto. Medios impugnatorios. Gaceta Jurídica, Lima, 1999, p. 105. 
122 FALCÓN, Enrique. Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Anotado, concordado y 
comentado. T. I Buenos Aires, 1983, p. 373. 
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los errores y enmienda injusticias cometidas por el juez a quo y, de este 
modo, mitiga en lo posible las dudas de los litigantes123. 
2.2. Naturaleza jurídica del recurso de apelación 
En cuanto a su naturaleza, se acepta generalmente que se trata de un 
medio de impugnación, pues es por los vicios legales de la resolución o la 
infracción de las normas de procedimiento la parte interesada solicita la 
anulación de la sentencia de instancia. 
 También se ha dicho que se trata de un medio de gravamen o de 
denuncia del gravamen, pues su objetivo es que el órgano superior reforme 
o revoque una sentencia que se estima errónea o injusta por el perjudicado, 
quien invoca la satisfacción de su pretensión. 
 Por su parte, Gozaíni acota que la apelación tiende a corregir la 
falibilidad del juzgador, con lo que se logra la eficacia del acto 
jurisdiccional124. 
3. Recurso de queja 
3.1. Definición 
San Martín Castro citando a Juan Pedro Colerio, señala que el recurso de 
queja se diferencia de los demás recursos, en que no busca directamente la 
revocación de la resolución impugnada, sino que apunta más bien a obtener 
                                                 
123 ALZAMORA VALDEZ, Mario. Derecho Procesal Civil. 2 Ed. Lima, 1968, p. 271. 
124 GOZAÍNI, Osvaldo. Derecho Procesal Civil. T. I, Vol. II, Buenos Aires, Ediar, 1992, p. 741. 
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la admisibilidad de otro recurso que ha sido denegado previamente, pues 
por sí mismo el recurso de queja no resulta idóneo para introducir variantes 
en lo que constituye la decisión ya existente; apunta, en suma, a que el 
superior pueda controlar si la resolución de inadmisibilidad del inferior se ha 
ajustado o no a derecho.  
 Es un recurso devolutivo, porque su conocimiento es de competencia 
del órgano superior al del que emitió la resolución de inadmisibilidad, no es 
suspensivo, ya que su interposición no suspende la tramitación del 
principal, ni la eficacia de la resolución denegatoria. 
 Es el mecanismo instrumental mediante el cual se puede lograr la 
revisión de una resolución por la instancia superior, pese a haber sido 
declarado improcedente el recurso impugnatorio ordinario. 
 Para Juan Pedro Colerio, la queja es un recurso muy especial, pues 
mientras los demás tienden a revocar la resolución impugnada por errores 
in iudicando o in procedendo, la queja apunta a  obtener la admisibilidad de 
otro recurso denegado, pues en sí misma carece de idoneidad para 
introducir variantes en lo que constituye la decisión ya existente. Apunta a 
controlar si la resolución de inadmisibilidad del inferior se ha ajustado o no a 
Derecho125. 
                                                 
125 COLERIO, Juan Pedro. “Recurso de queja por apelación denegada”. En: Recursos judiciales. 
Ediar, Buenos Aires, 1993, p. 108. 
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 Al respecto, Jerí acota que nuestro ordenamiento procesal ha 
establecido un mecanismo por el cual se puede lograr la revisión de una 
resolución por la instancia superior, pese a ser declarado inadmisible el 
recurso impugnatorio. La queja se dirige contra los autos emitidos por los 
juzgados y salas superiores que deniegan la apelación, la casación o el 
recurso de nulidad.  
 La queja no solo se resuelve por un órgano jurisdiccional de grado 
superior, sino que también se interpone directamente ante ese órgano126. 
3.2. Materia quejable 
Las resoluciones contra las que procede el recurso de queja son: La 
resolución expedida por el Juez que declara inadmisble el recurso de 
apelación. La resolución expedida por la sala Penal Superior que declara 
inadmisible el recurso de casación. 
2.2.2.7. La casación como recursos extraordinario 
A) Evolución Histórica 
La casación se fue perfilando históricamente en tres etapas hasta llegar 
finalmente a su versión actual. 
                                                 
126 JERÍ CISNEROS, Julián. Ob. cit., p. 132. Asimismo, hace mención que este recurso debe 
diferenciarse de aquellos que con igual nombre se presentan ante los Órganos de Control, que 
tienen como finalidad enmendar el indebido, irregular o mal proceder de los funcionarios 
judiciales. Estos últimos son recursos administrativos (quejas por inconducta funcional) que no 
interﬁeren en el campo de lo judicial. 
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A finales del año 1790 (El 27 de Noviembre ó 1 de Diciembre) se 
crea por decreto el Tribunal de Casación, cuando la Asamblea Nacional 
decidió en Francia, que habría un Tribunal de Casación junto al cuerpo 
Legislativo que anulará todos los procedimientos en los cuales las formas 
hayan sido violadas y toda sentencia que contuviera una contravención 
expresa al texto de la ley. El Tribunal de Casación pasó a ocupar el lugar 
del Conceil, pero adaptado a las nuevas ideas revolucionarias. El instituto 
se concibió como un órgano de contralor constitucional para vigilar la 
actividad de los jueces. Aunque su fin último era impedir la invasión del 
poder judicial en la esfera del legislativo “...la casación no es una parte del 
poder judicial sino una emanación del poder legislativo, el tribunal, una 
especie de comisión extraordinaria del cuerpo legislativo se encargada de 
reprimir la rebelión contra la voluntad general de la ley”127. 
Una vez derogado el Código de Napoleón se admitió ampliamente la 
casación por interpretación viciosa de la ley, lo que obligo al tribunal a 
indagar el espíritu de la norma, eliminándose128así la prohibición de motivar 
la sentencia. Se reguló el reenvío adquiriendo así una función positiva.  
El tribunal tomó el nombre de Cour de Cassation a partir del senado 
consulto de 28 Floreal año XII (18 de Mayo de 1803) adquiriendo así su 
                                                 
127 BEARD GÓMEZ, Miguelina de Jesús. Proceso Penal Acusatorio en la República Dominicana. 1 
Ed. Santo Domingo, Escuela Nacional de la Judicatura, 2001, p. 377 
128 Ibídem., p. 378 
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naturaleza jurisdiccional definitivamente, incorporándose al poder judicial 
del Estado. 
La casación es ahora un verdadero medio de impugnación, un 
recurso otorgado al particular como remedio procesal, quienes por medio 
del Soberano demandaban la casación de las sentencias de los 
parlamentos contrarias a las ordenanzas y a sus intereses129. 
B)  Bases normativas de la casación penal 
El recurso de casación, valgan verdades, fue impuesto por la Constitución, 
tanto la vigente de 1993 como la anterior de 1979.  
El derecho a la pluralidad de la instancia, reconocido en el Art.  
139.6º de la Const., tiene por objeto garantizar que todo justiciable tenga la 
oportunidad de que lo resuelto por un órgano jurisdiccional sea revisado por 
un órgano superior de la misma naturaleza, siempre que se haya hecho uso 
de los medios impugnatorios pertinentes, formulados dentro del plazo 
legal130. 
C) Etimología 
La noción etimológica de la palabra “casación” la encontramos en el verbo  
latino “cassare” que significa “quebrar”, “anular”, “destruir”, lo que en   
sentido figurado, equivaldría a “derogar”, “abrogar”, “deshacer”, etc. 
                                                 
129 Ibídem., p. 379 
130[STC N° 3261-2005-AA/TC]. 
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Mientras que en sentido restringido y de acuerdo a los usos forenses, 
“casar”  significa  “anular”,  “invalidar”,  “dejar sin efecto”, etc.131 
D) Definición de casación 
“Es considerado, como el medio de impugnación por el cual, por motivos de 
derecho específicamente previstos por la ley, una parte postula la revisión 
de los errores jurídicos atribuidos a la sentencia de mérito que la perjudica, 
reclamando la correcta aplicación de la ley sustantiva, o la anulación de la 
sentencia, y una nueva decisión, con o sin reenvío a nuevo juicio”132. 
El recurso de casación es un medio impugnatorio extraordinario, es 
decir, que está sujeto a la exigencia del cumplimiento de un mayor número 
de requisitos, y tiene efecto devolutivo ya que la revisión de la resolución 
cuestionada, funcionalmente es de competencia de la Sala Penal de la 
Corte Suprema (superior jerárquico del órgano emisor de la resolución final 
cuestionada), tal como lo establece el artículo 141 de la Constitución 
Política del Estado. 
Una de las innovaciones del Código Procesal Penal es la regulación 
de la casación penal. En efecto, los artículos del 427 al 436 del Código 
Procesal Penal insertan en nuestro sistema de impugnaciones la figura de 
la casación, cuyo fundamento es el principio y derecho a impugnar las 
resoluciones desfavorables, que es un derecho constitucional que asegura 
                                                 
131  CARRION LUGO, Jorge. Tratado de Derecho Procesal Civil. T. II, Lima Editorial  Grijley., 2001, 
p.  273. 
132 BEARD GÓMEZ, Miguelina de Jesús. Op. cit., p. 381. 
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la interdicción de la arbitrariedad y la unificación de la interpretación de la 
ley penal sustantiva y procesal. 
La casación es un medio de impugnación extraordinario con efecto 
devolutivo, del que conoce la Corte Suprema, que se interpone 
exclusivamente por los motivos tasados en la ley, contra las resoluciones 
judiciales expresamente previstas por ella, y que en materia penal presenta 
un efecto no suspensivo y extensivo. 
E) Naturaleza jurídica del recurso 
El recurso de casación es un medio de impugnación extraordinario133 de 
efecto no suspensivo, de carácter devolutivo y siempre extensivo en lo 
favorable, atribuido exclusivamente al órgano supremo de la jurisdicción: La 
Corte Suprema. 
Su naturaleza extraordinaria134radica en el carácter tasado de los 
motivos o causas de interposición y la limitación del conocimiento del 
Tribunal. Es decir, solo se interpone contra resoluciones expresamente 
establecidas en la ley y por motivos expresamente descritos en ella. 
Asimismo, su naturaleza extraordinaria supone la existencia de otros 
medios impugnatorios ordinarios (apelación), cumpliendo de esta manera 
                                                 
133 ROXIN, Claus. Derecho Procesal Penal. Buenos Aires, Editorial del Puerto, 2000. 
134 Es el único recurso extraordinario previsto en el Código Procesal Penal del 2004. 
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con el mandato establecido en el artículo 14º inciso 5135del Pacto de New 
York136. 
La casación penal es un recurso de naturaleza extraordinaria. Habida 
cuenta las limitaciones que tiene para su cognición, y el hecho de que no 
toda cuestión puede ser discutida en casación. En relación a lo primero, 
nótese que el Tribunal Supremo no puede conocer en casación, al menos 
en teoría, de las cuestiones de hecho. Además, tampoco puede conocer de 
cualquier tipo de defectos, sino sólo de los que la ley indica como motivos 
de casación. La razón principal de carácter extraordinario del recurso de 
casación se cifra en que la función del Tribunal Supremo en casación es 
fundamentalmente revisora de ciertos errores (no todos) de la anterior 
instancia137 
F)  Motivos o casuales de Interposición de la casación 
1. Casación constitucional por vulneración el precepto constitucional 
- Inobservancia, debida o errónea aplicación de garantías 
constitucionales de carácter procesal o material (artículo 429 incisos 
1 del CPP): en términos garantías constitucionales de contenido 
procesal o material hace referencia a los preceptos de la 
                                                 
135 El que en su tenor literal expresa: 5. Toda persona declarada culpable de un delito tendrá 
derecho a que el fallo condenatorio y la pena que se le haya impuesto sean sometidos a un 
tribunal superior, conforme a lo prescrito por la ley. Art. 14º inciso 5 del Pacto Internacional de 
los Derechos Civiles y Políticos. 
136 MAIER, en sentido contrario, menciona que, “... el recurso de Casación... satisface en principio 
la necesidad básica del recurso del condenado contra la condena, siempre que sean 
introducidas a él ciertas correcciones  
137 NIEVA FENOLL, J. El hecho y el derecho en la casación penal. Barcelona, Bosch, 2000, p. 85. 
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constitución, ellas son: el debido proceso, tutela jurisdiccional, 
presunción de inocencia y el derecho de defensa procesal138. 
- Ausencia o ilogicidad en la motivación cuando el vicio resulte de su 
propio tenor (artículo 429 incisos 4 del CPP): En la STC Nº 1480-
2006-AA/TC, FJ 2, ha precisado que el derecho a la debida 
motivación de las resoluciones importa que los jueces, al resolver las 
causas, expresen las razones o justificaciones objetivas que los 
llevan a tomar una determinada decisión. Esas razones, deben 
provenir no sólo del ordenamiento jurídico vigente y aplicable al caso, 
sino de los propios hechos debidamente acreditados en el trámite del 
proceso. Sin embargo, la tutela del derecho a la motivación de las 
resoluciones judiciales no debe ni puede servir de pretexto para 
someter a un nuevo examen las cuestiones de fondo ya decididas 
por los jueces ordinarios139. 
2. Casación procesal por quebrantamiento de forma (artículo 429 
inciso 2 del CPP) 
Por inobservancia140de normas legales de carácter procesal que se 
encuentren sancionadas con nulidad. Bajo esta causal se encuentran los 
vicios de actividad, por defecto de tramitación, en el procedimiento. 
                                                 
138 SEGURA ALANIA, Joel y Luis, SIHUAY HUAMANCAJA. El recurso de casación penal. 1 Ed. 
Lima, Editorial Pacifico, 2015, p. 83. 
139 EXP. N.° 00728-2008-PHC/TC: LIMA, Giuliana Flor de Mariallamoja Hilares. 
140 La inobservancia implica desconocimiento o falta de aplicación de la norma jurídica, no se trata 
de un error en el modo de aplicarla sino de una omisión de cumplirla.  
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La forma más común es el error in procedendo, por inobservancia de 
normas procesales, donde el error no versa sobre cualquier norma, sino 
sobre la que determine una forma procesal141 de acatamiento imperativo. El 
análisis de la trascendencia requerida para la opción anulatoria debe 
realizarse caso por caso142. 
- Infracción de las normas sobre régimen de los actos procesales (error in 
procedendo). 
- Infracción de las normas reguladoras de la decisión y/o sentencia (error 
in iudicando). 
3. Casación sustantiva por infracción de la ley penal material (articulo 
429 incisos 3 del CPP) 
Infracción a la ley (Casación Sustancial). La hipótesis captada bajo este 
supuesto es que se deje de lado la aplicación de la norma pertinente o se 
de una interpretación desacertada o errónea, denominándose a estos vicios 
in iudicando. 
Las formas más comunes donde se efectiviza este supuesto son 
cuando se presenta: 1) falta de aplicación de la norma jurídica 
correspondiente al caso, 2) aplicación de una norma a una hipótesis no 
contemplada en ella; 3) abierta desobediencia o trasgresión a la norma; 4) 
                                                 
141 La forma se refiere a los requisitos que debe cumplir un acto; en este sentido se entiende: el 
modo en que debe ser cumplido, el contenido, el tiempo en que debe de realizarse, el lugar, los 
actos anteriores, posteriores, etc. 
142 SEGURA ALANIA, Joel y Luis, SIHUAY HUAMANCAJA. Op cit., p. 88 
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en general, todos los errores de derecho que constituyan el 
desconocimiento de una norma jurídica en su alcance general y abstracto, 
sea que el error verse sobre su existencia, sobre su validez o sobre su 
significado143. Asimismo las posiciones de la doctrina respecto al concepto 
de infracción de ley son diversas144. 
Nuestro Código Procesal, en su artículo 429º incisos 3 y 7 prevé 
estos motivos rotulándolos como inaplicación, indebida aplicación o errónea 
interpretación del derecho sustantivo145 aplicado. 
Otro supuesto que se acoge a la infracción de la ley es cuando se 
afecta a los hechos por la falta de lógica en la motivación146, es decir, el 
error en la apreciación de la prueba. 
 
                                                 
143 CLARIÁ OLMEDO, Jorge. Tratado de derecho procesal penal. T. V. Ob. cit. p. 442.  
144 Pues en otro sentido FERNANDO de la RÚA, citando a ELIO FAZZALARI (Ilgiudiziocivili di 
cassazioni, Milano, 1960, p. 74), afirma que la fórmula también puede comprender: a) el error 
acerca de la existencia de la norma, b) el error en la interpretación de la norma, c) el error en la 
aplicación, cuando se aplica a un hecho no correspondiente con la norma, d) el error en la 
deducción de las consecuencias de la norma, cuando no obstante ser correcta la interpretación 
y la subsunción del hecho, se proclaman consecuencias no correspondientes con la norma 
interpretada. DE LA RUA, Fernando, La casación Penal, Ob. Cit. p. 37. Asimismo 
CALAMANDREI señala que... “la violación de la ley se presenta cuando el juez ignora la 
existencia o se resiste a reconocer la existencia de una norma jurídica en vigor, o considera 
como norma jurídica una que ya no está o que no ha estado nunca vigente. CALAMANDREI, 
Piero; La casación civil, vol I, Ob. Cit. p. 39. 
145 En cuanto al concepto de ley sustantiva, éste comprende todo cuanto al juzgador ha asumido 
jurídicamente con respecto a la cuestión de fondo en la sentencia, quedando excluidas las 
normas procesales. 
146 SAN MARTÍN CASTRO, César; En conferencia del Diplomado “El Nuevo Código Procesal 
Penal y Litigación Oral, a través de la Jurisprudencia de Huaura y La Libertad”, organizado por 
la Facultad de Derecho y Ciencia Política de la Universidad Nacional Mayor de San Marcos, 
realizada el día 15 de Setiembre del 2007. 
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4. Casación jurisprudencial por infracción de la doctrina 
jurisprudencial (artículo 429 inciso 5 del CPP) 
Apartamiento de la doctrina jurisprudencial, establecida por la Corte 
Suprema o el Tribunal Constitucional147. Cuando un juez resuelve 
contradiciendo lo estipulado o señalado por la doctrina jurisprudencial. 
Como máxima instancia el poder judicial plantea la posibilidad de que 
este órgano pueda establecer precedentes  y jurisprudencia vinculante 
respecto a las materias que le competen, esto mediante acuerdos plenarios, 
fijando pautas  de cómo se debe interpretar un instituto jurídico procesal o 
material, por lo que la inobservancia o la errónea aplicación de estos 
alcances se constituyen en motivos de casación. 
De igual forma con lo establecido por el tribunal Constitucional148.  
G) Fines 
Los fines principales del recurso de casación enunciados por nuestro 
ordenamiento positivo, no hacen otra cosa que recoger dos de las funciones 
más importantes que se reconocen al medio impugnatorio materia de 
análisis, que son: a) la función nomoﬁláctica, que implica la competencia del 
Tribunal Supremo de efectuar un control de legalidad, a fin de verificar que 
las instancias de mérito han aplicado las normas pertinentes para resolver 
                                                 
147 En el Código Procesal Penal de 1991, esta causal no se encontraba regulada. 
148 SEGURA ALANIA, Joel y Luis, SIHUAY HUAMANCAJA. El recurso de casación penal. 1 Ed. 
Lima, Editorial Pacifico, 2015, p. 92. 
Nitro PDF Software





el conflicto y la aplicación de las mismas ha respondido a una correcta 
interpretación de su sentido; y b) la función uniformadora, que está 
relacionada a la unificación de la jurisprudencia nacional con efectos 
vinculantes a fin de obtener una justicia más predecible y menos 
arbitraria149.  
Atendiendo a las finalidades antes aludidas Sánchez-Palacios Paiva 
sostiene que con ello se busca proteger: a) la igualdad ante la ley, que es 
un derecho constitucional, que se expresa en el aforismo, “a la misma razón 
el mismo  derecho”,  y  b)  Preservar  los  principios  de  seguridad  y  
certidumbre jurídicas. Esto quiere decir que de acuerdo a nuestro 
ordenamiento, prima el interés colectivo de la exacta interpretación de la ley 
sobre el interés privado de la parte recurrente, de donde se deriva que el 
objeto de la casación no es tanto enmendar el perjuicio o el agravio inferido 
a un particular, o remediar la vulneración del interés privado, como atender 
la recta, verdadera, general y uniforme aplicación de las leyes y doctrinas 
legales. El jus constitutiones prima sobre el jus litigatoris150. 
Como bien lo ha mencionado el jurista argentino Augusto Morello, la 
casación tiene un fin puro y otro bastardo151. El puro se refiere a la revisión 
únicamente in iure (sin conocer ningún hecho o mérito), para defender que 
la ley se aplique en el sentido para la que fue creada, esta es conocida 
                                                 
149 IBERICO CASTAÑEDA, Fernando. Manual de Impugnación y Recursos en el Nuevo Modelo 
Procesal Penal. Lima, Academia Nacional de la Magistratura, p. 101.  
150 SÁNCHEZ PALACIOS PAIVA, Manuel. Causales sustantivas de casación. En Cuadernos 
Jurisdiccionales.  Asociación No Hay Derecho. Ediciones Legales, Lima, abril, 2000. p. 20. 
151 Cfr. MORELLO, Augusto M.  La Casación. Buenos Aires. Abeledo Perrot.  1993, pp. 11‐13.  
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como la función nomofiláctica. También debe cumplir el rol uniformador de 
la jurisprudencia. La casación pura tiene un fin público,  es el de proteger la 
ley general y abstracta de las interpretaciones desviadas que los jueces 
podrían derivar152.  
H) Material casable 
Está constituido por las resoluciones que son susceptibles de ser 
impugnadas vía recurso de casación. Un primer acercamiento a este tema 
nos lleva a la conclusión que es recurribles a través del mencionado medio 
impugnatorio las resoluciones judiciales expedidas en apelación por las 
Salas Penales Superiores.  
Un segundo acercamiento nos permite constreñir este universo 
únicamente a las sentencias definitivas, a los autos de sobreseimiento y los 
autos que pongan fin al procedimiento, extingan la acción penal o la pena o 
denieguen la extinción, conmutación, reserva o suspensión de la pena.  
Según nuestra normativa, el catálogo del material casable es aún 
más restringido, ya que si hablamos de autos que pongan fin al proceso, 
sólo serán materia de casación aquellos en que la pena privativa de libertad 
prevista para el delito imputado más grave tenga un extremo mínimo de 6 
años. Si hablamos de sentencias, estas sólo serán materia de casación 
cuando el delito más grave a que se reﬁere la acusación escrita del Fiscal 
                                                 
152 Las palabras de Morello son “Un juez no puede fallar contrariando a la ley aunque lo haga 
contrariando a  la justicia.” MORELLO, Augusto M.  La Casación. Ob. Cit., p. 12.  
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tenga señalado en la Ley, en su extremo mínimo, una pena privativa de 
libertad mayor a 6 años. Si se trata de sentencias que impongan medidas 
de seguridad, estas solo serán material casable si es que la medida 
impuesta es la de internación. Si lo que se cuestiona a través del recurso de 
casación es la responsabilidad civil establecida en la sentencia impugnada, 
dicho recurso será admisible únicamente si el quantum indemnizatorio fijado 
sea superior a 50 Unidades de Referencia Procesal o cuando el objeto de la 
restitución no pueda ser valorado económicamente. Excepcionalmente la 
Sala Penal de la Corte Suprema podrá ordenar la procedencia de un 
recurso de casación, aun cuando no se halle previsto es los supuestos 
anteriores, si lo considera necesario para el desarrollo de la doctrina 
jurisprudencial153. 
2.2.3. Procedencia del recurso de casación por razones de error  de 
hecho    
2.2.3.1. Corte interamericana de derechos humanos 
A) Cuestión previa 
En el continente americano, bajo la Organización de los Estados 
Americanos (OEA) -de la cual Perú forma parte- los derechos humanos 
están también protegidos por la Declaración Americana de los Derechos y 
                                                 
153 IBERICO CASTAÑEDA, Fernando. Manual de Impugnación y Recursos en el Nuevo Modelo 
Procesal Penal. Lima, Academia Nacional de la Magistratura, pp. 102 y 103 
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Deberes del Hombre, aprobada en 1948, y por la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, que entró en vigor en julio de 1978.  
 Este sistema de protección de los derechos humanos, llamado 
Sistema Interamericano, está conformado por dos entidades: la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, con sede en Washington, D.C. y por 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos, con sede en San José de 
Costa Rica. 
 La Comisión Interamericana, entre otras cosas, recibe, analiza e 
investiga denuncias de personas que consideran que han sufrido 
violaciones a sus derechos humanos y supervisa la situación general en 
materia de derechos humanos en los Estados Miembros de la OEA (publica 
informes especiales, realiza visitas para analizar la situación de los 
derechos humanos y recomienda a los Estados miembros la adopción de 
medidas que puedan contribuir a la protección de los derechos humanos), 
además puede solicitar a los Estados que adopten medidas de protección 
(medidas cautelares) respecto de personas o grupos de personas que se 
encuentren en situaciones que por su gravedad y urgencia puedan generar 
perjuicios irremediables154. 
                                                 
154 COLOR, Mary Carmen. 20 claves para conocer y comprender los Derechos Humanos. 1a  Re., 
México, D.F., Oficina en México del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos (ONU-H), 2012, p. 30. 
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 Por su parte, la Corte Interamericana de Derechos Humanos lleva a 
cabo tres funciones principales155:  
- Brindar medidas provisionales, que son medidas destinadas a la 
protección de las personas que se encuentren en situación  de riesgo. (Por  
ejemplo, en contextos carcelarios en los que las condiciones de vida 
atentan contra la dignidad humana o cuando una persona o un grupo de 
personas están siendo hostigados  por actores armados).   
- Emitir opiniones consultivas, esta función se refiere a que los Estados 
pueden pedir a la Corte que interprete alguno de los instrumentos jurídicos 
del Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos para 
entender mejor en qué consisten ciertos derechos humanos y  sus 
obligaciones.  
- Competencia contenciosa, esta se refiere a la función que la Corte tiene 
para conocer y resolver casos en los cuales las personas alegan que sus 
derechos humanos han sido violados por Estados que han adoptado la 
Convención Americana y específicamente han reconocido esta 
competencia a la Corte. Las personas no pueden directamente presentar su 
caso ante  este tribunal, esto debe hacerse primero ante la Comisión 
Interamericana y será ésta quien (según el caso, consultando  previamente 
con las víctimas) lo someterá a la Corte. Las sentencias de la Corte 
Interamericana son vinculantes, definitivas y no pueden ser apeladas frente 
a ningún otro tribunal.  
                                                 
155 Ibídem., p. 31.  
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B)  Definición 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos156 es un órgano 
jurisdiccional autónomo de la Organización de Estados Americanos (OEA) 
cuyo objetivo es la aplicación e interpretación de las disposiciones de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante  
“Convención” o “Pacto de San José”) y otros tratados de similar naturaleza 
en casos en donde sea competente. Junto con la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos conforman el sistema interamericano de promoción 
y protección de los derechos humanos (sistema interamericano), que 
constituye un medio subsidiario y complementario a las instituciones 
estatales en la protección de los derechos humanos en el continente 
americano. 
C) Composición 
La Corte está compuesta por siete jueces157, para un periodo de seis años. 
Pueden ser reelegidos una vez, permaneciendo en funciones hasta el 
                                                 
156 La Corte fue creada como resultado de la adopción del Pacto de San José el 22 de noviembre 
de 1969, instrumento que entró en vigor el 18 de julio de 1978 al haber sido depositado el 
undécimo instrumento de ratificación por un Estado miembro de la OEA. Quedó integrada el 22 
de mayo de 1979, fecha en que la Asamblea General de la OEA eligió a los primeros jueces 
que la compondrían. Su primera sesión fue celebrada en la sede de la OEA, en la ciudad de 
Washington, D.C., los días 29 y 30 de junio de 1979. Meses más tarde se realizó la instalación 
de la sede permanente en la Ciudad de San José, Costa Rica, el 3 de septiembre de 1979, 
lugar donde la Corte permanece hasta la actualidad. La primera sentencia de fondo de la Corte 
emitida en ejercicio de su jurisdicción contenciosa fue el paradigmático Caso Velásquez 
Rodríguez vs. Honduras en 1988, relacionado con la desaparición forzada de Manfredo 
Velásquez por parte de agentes del Estado. 
157  Para ser nombrado juez se requiere cumplir con los siguientes requisitos: ser nacionales de 
alguno de los Estados miembro de la OEA; ser elegidos a título  personal  entre  juristas  de  la  
más  alta  autoridad  moral;  gozar  de  una reconocida competencia en materia de derechos 
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término de su mandato. Sin embargo, aun cuando su mandato haya 
terminado, los jueces siguen conociendo de los casos a que ya se han 
abocado y que se encuentran en estado de sentencia, a cuyos efectos no 
son sustituidos por los nuevos jueces elegidos. No podrá haber dos jueces 
de la misma nacionalidad.  
 Cada dos años se elige al presidente y vicepresidente, en votación 
secreta de los jueces titulares presentes, con posibilidad de reelección. Los 
jueces son elegidos en la Asamblea General de la OEA de una lista de 
candidatos propuesta por los Estados partes de la Convención, en votación 
secreta, y por mayoría absoluta de votos de esos mismos Estados. Cada 
uno de los Estados partes puede proponer hasta tres candidatos, quienes 
pueden ser nacionales del Estado que los propone o de cualquier otro 
Estado miembro de la OEA. Esto último significa que es posible que un 
ciudadano de un Estado que no es parte de la Convención Americana sea 
elegido juez de la Corte, como sucedió con el jurista estadounidense 
Thomas Buergenthal, en 1979, que fue propuesto por Costa Rica. 
 
 
                                                                                                                                                    
humanos, y reunir las condiciones requeridas para el ejercicio de las más elevadas funciones 
judiciales conforme a la ley del país del cual sean nacionales o del Estado que los proponga 
como candidatos. Ante el fallecimiento o renuncia de un juez titular se nombrará un juez interino 
para reemplazarlo, debiendo completar el periodo faltante; asimismo, sólo en casos 
contenciosos interestatales puede nombrarse un juez ad hoc en el supuesto en que entre los 
jueces llamados a conocer del caso, ninguno fuese de la nacionalidad de los Estados partes. 
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1. La competencia consultiva 
Otorga atribuciones a la Corte para conocer y resolver consultas sobre 
cuestiones relevantes en materia de derechos humanos presentadas por 
los Estados parte de la OEA y por otros de sus órganos, tales como la 
Asamblea General, la Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones 
Exteriores, el Comité Jurídico Interamericano y la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos. La función consultiva comprende dos hipótesis: la 
primera, la interpretación de las disposiciones de la Convención o de otros 
tratados concernientes a la protección de los derechos humanos; la 
segunda se refiere a la compatibilidad entre cualquiera de las leyes internas 
de los Estados miembros de la OEA y los mencionados instrumentos 
internacionales. La Corte ha emitido 20 opiniones consultivas hasta enero 
de 2014 (teniendo una pendiente por resolver sobre niñez migrante), 
mismas que han abordado temas como la condición jurídica y derechos de 
los migrantes indocumentados, el derecho a la información sobre la 
asistencia consular en el marco de las garantías del debido proceso legal, 
las restricciones a la pena de muerte, entre otras. 
2. La competencia contenciosa 
Otorga a la Corte atribuciones para conocer de casos relativos a la 
interpretación y aplicación del Pacto de San José. Para ello, es requisito 
que el Estado parte en el caso haya reconocido dicha competencia. Han 
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reconocido la jurisdicción contenciosa de la Corte 23 Estados miembros de 
los 35 que conforman la OEA, habiendo denunciado la Convención dos 
Estados: Trinidad y Tobago (1999) y Venezuela (2013). Sólo los Estados 
parte (en conflictos interestatales) y la Comisión Interamericana tienen 
derecho a someter un caso a la decisión de la Corte. Por lo tanto, los 
individuos no tienen derecho a presentar peticiones de manera directa ante 
la Corte. Igualmente, es necesario que se agote el procedimiento ante la 
Comisión Interamericana. Cuando la Corte conozca de un caso y decida 
que existió violación de un derecho o libertad protegido por la Convención u 
otro tratado, dispondrá en la sentencia que se garantice al lesionado en el 
goce de su derecho o libertad conculcados, y dispondrá, en caso de ser 
necesario, que se reparen las consecuencias de la medida o situación que 
ha configurado la vulneración a esos derechos y el pago de una justa 
indemnización a la parte lesionada. Las sentencias de la Corte son 
definitivas e inapelables. La Corte ha resuelto 172 casos en ejercicio de su 
jurisdicción contenciosa hasta enero de 2014, ninguno de ellos relativo a 
conflictos entre Estados hasta el momento.  
3. La competencia de supervisión 
La competencia contenciosa incluye la competencia de supervisión, la cual 
permite a la Corte verificar el cumplimiento de los deberes del Estado 
derivados de sus resoluciones. Esta competencia no está expresamente 
establecida en el Pacto de San José, pero la Corte ha entendido que dicha 
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función es inherente a su jurisdicción, considerando la naturaleza y los 
valores comunes en los que se inspira la Convención Americana.  
En consecuencia, la Corte tiene la facultad de solicitar a los Estados 
responsables la presentación de informes sobre las gestiones para dar 
aplicación a las medidas de reparación ordenadas por ella en casos 
contenciosos, de evaluar dichos informes y de emitir resoluciones sobre el 
cumplimiento de sus fallos. Los medios para controlar el cumplimiento de 
las resoluciones incluyen ordenar a las autoridades ejecutivas o 
administrativas la ejecución forzada de los fallos, cambios legislativos, 
anulación de sentencias, entre otros. En este sentido, la Corte además 
puede señalar en su informe anual ante la Asamblea General de la OEA los 
casos en que un Estado no haya dado cumplimiento a sus resoluciones.  
4. La competencia contenciosa 
La competencia preventiva permite a la Corte adoptar las medidas 
provisionales en los asuntos que esté conociendo, o a solicitud de la 
Comisión Interamericana, en casos de extrema gravedad y urgencia, y 
cuando sea necesario para evitar daños irreparables a las personas. Las 
características principales de estas medidas es que son temporales, 
teniendo un doble carácter: cautelar, al buscar mantener la situación jurídica 
en un caso concreto, y tutelar, al buscar  la  preservación  efectiva  de  los  
derechos  fundamentales  de  las  personas cuando enfrentan situaciones 
de extrema gravedad y urgencia. Más de 25,000 personas han sido 
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beneficiarias de estas medidas. Los beneficiarios pueden ser individuos, 
comunidades o incluso colectivos de personas, siempre y cuando puedan 
ser identificables por elementos objetivos. 
E) Fuente principal la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
La fuente principal de derecho que la Corte utiliza en el ejercicio de su 
jurisdicción rationae materiae es la Convención Americana. Sin embargo, la 
Corte puede también pronunciarse sobre violaciones a otros tratados que 
están estructuralmente ligados al Pacto de San José, que gozan de una 
cláusula que otorga  dicha  competencia  de  manera  implícita  o  explícita,  
y  que  han  sido ratificados por el Estado parte en un caso. Estos 
instrumentos incluyen los dos protocolos adicionales a la Convención 
Americana, relativos a los Derechos Económicos,  Sociales  y  Culturales  
(Protocolo  de  San  Salvador),  y  sobre  la Abolición de la Pena de Muerte. 
Asimismo, comprenden la Convención Interamericana para Prevenir y 
Sancionar la Tortura; la Convención Interamericana sobre Desaparición 
Forzada de Personas; la Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (conocida como 
Convención de Belém do Pará) y la Convención Interamericana para la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con 
Discapacidad. Además, la Corte también puede utilizar otros instrumentos 
internacionales de derechos humanos para definir el alcance de las 
obligaciones  establecidas  en  el  Pacto de San José; esto sucede, por 
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ejemplo, con la utilización de la Convención de la ONU sobre los Derechos 
del Niño, las Convenciones de Ginebra de 1949 y sus protocolos 
adicionales, o la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre. 
F) El debido proceso y la relación que determina entre la Corte 
Interamericana y los procesos nacionales 
La evaluación internacional de si un Estado cumple o no con el debido 
proceso marca una relación particular entre los procedimientos nacionales o 
estatales y el órgano internacional. En sentido estricto, inclusive, los casos 
que llegan a conocimiento de la instancia internacional van a comprender 
en casi todos los supuestos un tema referido al debido proceso. En efecto, 
recordemos que los sistemas internacionales de protección de derechos 
humanos no sustituyen la jurisdicción nacional por lo que cualquier violación 
de derechos humanos debe ser evaluada, en primer lugar, por las 
instancias judiciales del propio Estado en cuya jurisdicción se produjo la 
situación atentatoria de derechos.  
 Este es un signo inequívoco de la soberanía estatal que no impide, 
sino que fundamenta la existencia de un sistema internacional. En 
consecuencia, la Corte Interamericana no es una cuarta instancia que tenga 
la competencia para revisar las sentencias nacionales y eventualmente 
determinar responsabilidades, pero sí es el órgano que evalúa si el Estado 
ha cumplido o no sus obligaciones en materia de  debido proceso. Para 
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hacerlo, debe necesariamente analizar las actuaciones judiciales o 
administrativas nacionales porque es precisamente allí donde este derecho 
despliega sus efectos jurídicos. Plantear, en consecuencia, que todo 
análisis de las instancias nacionales vulnera per se la jurisdicción nacional 
equivaldría a la negación de la obligación internacional del Estado en 
materia de debido proceso158. 
2.2.3.2. Las sentencias de la corte interamericana y el control de 
convencionalidad 
A) Las sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
Lo notable de todo este asunto, es que esos logros han sido alcanzados 
desde la interpretación que de Convención ha hecho la Corte 
Interamericana, mediante la implementación de un sistema de precedentes, 
que involucra la obligatoriedad tanto de los puntos resolutivos de sus 
sentencias, como de los elementos doctrinales y las reglas jurisprudenciales 
dispuestas en la parte considerativa de sus fallos, genéricamente 
comprendidos bajo la denominación de “estándares”159. 
                                                 
158 SALMÓN, Elizabeth. El derecho al debido proceso en la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos.1. Ed.  Lima, Instituto de Democracia y Derechos 
Humanos de la Pontificia Universidad Católica del Perú (IDEHPUCP), 2012, pp. 45-46. 
159 FERRER MAC-GREGOR, Eduardo. El control de convencionalidad y el sistema colombiano. 
En: revista iberoamericana de derecho procesal constitucional. Núm. 12, julio-diciembre 2009, 
p. 167. 
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B) El control de convencionalidad y la recepción de la jurisprudencia 
interamericana por los Estados Partes 
Uno de los problemas centrales atinente al ejercicio del control de 
convencionalidad, está relacionado con la obligatoriedad de los estándares 
y reglas fijadas por la Corte Interamericana por vía jurisprudencial. Una 
tesis más o menos extendida, señala que la obligatoriedad del estándar es 
una cuestión de grado, al diferenciar entre la obligación general de 
cumplimiento, a cargo de los distintos Estados Partes; y la obligación 
especial de cumplimiento, más precisa, radicada en cabeza del Estado 
condenado por la Corte. Tal la postura de Gozaíni, quien refiriéndose 
genéricamente a la jurisprudencia de la Corte sostiene que: Con relación a 
las sentencias en la jurisdicción supranacional, ellas son de cumplimiento 
obligatorio para el Estado afectado (…)160. 
C) El Bloque de constitucionalidad 
El tercer momento acontece con la jurisprudencia del año 1995, que 
empieza a usar la expresión “Bloque de constitucionalidad”, a construir una 
dogmática alrededor de ella y a referir fenómenos de integración con 
normas provenientes del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y 
del Derecho Internacional Humanitario. El año 1997 da  inicio a una nueva 
etapa, en la que la figura gana consistencia en tres aspectos centrales: se 
precisan los componentes de la remisión expresa; se especifica que no 
                                                 
160 Ibídem., p. 168. 
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todos los tratados públicos hacen parte del bloque de constitucionalidad; y 
se introduce la distinción entre bloque de constitucionalidad en sentido 
estricto y en sentido amplio. Finalmente y desde 1999, el Bloque de 
constitucionalidad consolida sus componentes dogmáticos y se erige en 
una institución decisiva en el ejercicio del control constitucional, en los 
casos complejos que involucran el compromiso de los derechos 
humanos161. 
D) Elementos implicados en la supremacía de la convención desde el 
artículo 2 
Al fijar la Corte Interamericana el contenido del control de convencionalidad 
y en especial su alcance, ha sido celosa en precisar, que “los órganos del 
Poder Judicial deben ejercer no sólo un control de constitucionalidad, sino 
también “de convencionalidad ex officio entre las normas internas y la 
Convención Americana, evidentemente en el marco de sus respectivas 
competencias y de las regulaciones procesales correspondientes”, lo que 
sugiere que en el campo específico de los derechos contenidos en la 
Convención, estos deben ser determinados162. 
                                                 
161 Ibídem., pp. 170 - 171. 
162 Ibídem, p. 179. 
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2.2.3.3. Jurisprudencia por reiteración de criterios 
A) Cuestión previa 
Para abordar la voz compuesta “jurisprudencia por reiteración de criterios”, 
necesariamente debemos partir de la concepción jurídica de la 
jurisprudencia, entendida  como  la  producción  interpretativa  y,  en  ciertos  
casos,  como una función integradora ante la ausencia de normas (lo que 
no siempre es aceptado), que llevan a cabo los tribunales por un 
determinado número de veces,  y  cuya  formación  se  encuentra  
generalmente  a  cargo  de  un  órgano jurisdiccional de carácter superior.  
 En ese contexto, la jurisprudencia, acorde con distintos sistemas 
jurídicos, puede ser una fuente de derecho de mayor o menor importancia, 
cuya implementación y regulación en ocasiones alcanza el nivel 
constitucional, pero otras veces solamente está contemplada en normas 
generales secundarias. En el derecho anglosajón se considera a la 
jurisprudencia como una importante fuente jurídica, y algo semejante ocurre 
en países como México, en donde distinguidos doctrinarios le dan ese 
carácter, a pesar de que resulta obvio mencionar que los alcances y 
conformación son diversos. 
B) Definición 
La acumulación de precedentes en un mismo sentido, sin ninguna 
resolución en contrario, bajo determinadas circunstancias y condiciones, da 
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lugar a la fijación de criterios firmes que pueden resultar obligatorios para 
órganos judiciales de menor rango, como ocurre en el caso de España, 
Guatemala y México. La importancia y valor de la jurisprudencia por 
reiteración, radica, por supuesto, en que la forma de resolver determinados 
negocios judiciales es utilizada para fallar casos iguales o análogos en un 
mismo sentido. 
  La uniformidad de criterios que se alcanza empata perfectamente 
con un objetivo central generalmente atribuido a la jurisprudencia, que es 
generar seguridad jurídica en los justiciables, aun cuando esta no se 
consigna de manera absoluta por el dinamismo interpretativo que pueden 
generar otros criterios por encima de los previamente establecidos. 
C) Precedente convencional 
Por supuesto, el origen de la jurisprudencia se encuentra justamente en las 
resoluciones o sentencias, pero sobre todo interesa el criterio en ellas 
contenido, que constituye lo que se conoce como precedente, que 
formalmente puede incluso ser redactado de manera independiente al fallo, 
pero siempre en estricto apego a lo considerado en él. 
 Bajo  cualquier  perspectiva,  el  precedente  judicial,  que en algunos 
lugares se conoce como tesis aislada o incluso tesis de ejecutoria, es un 
referente objetivo y valioso que tiene una gran utilidad para que los jueces y 
tribunales examinen el criterio que sustenta el precedente y resuelvan 
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conforme a su arbitrio el caso concreto; se trata entonces al menos de una 
visión preliminar autorizada de cómo podría resolverse el asunto, sin que 
exista una sujeción absoluta al criterio que sustenta el indicado precedente, 
lo que incluso puede llegar a ser enriquecedor en el debate interpretativo y 
argumentativo que lleve a la autoridad jurisdiccional a una conclusión final.  
 Por otra parte, el número de precedentes que lleguen a fijar los 
legisladores o los órganos judiciales para formar jurisprudencia es un tema 
sumamente interesante que amerita algunos comentarios. Un primer punto 
que podría someterse a reflexión, tendría que ver con el número de 
precedentes que se pudiera estimar como el más conveniente para dar 
nacimiento a una jurisprudencia. 
2.2.3.4. Vigencia del compromiso del estado peruano 
El proceso penal fue una victoria histórica al limitar los excesos de 
arbitrariedad del Estado. El Decreto Legislativo 957 (código procesal penal), 
data del año 2004. Desde aquel entonces se había regulado el recurso de 
casación limitado, formalista y ritual. Pero debemos tomar en cuenta que el 
Perú ya había asumido las obligaciones interamericanas al suscribir la  
Convención  Americana  Sobre  Derechos  Humanos (Pacto de San José 
de Costa Rica) años antes. 
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En este instrumento internacional se ha señalado, como derecho a la 
protección judicial, la posibilidad de acceder a un recurso sencillo y rápido 
que sea defensa contra actos que vulneren derechos fundamentales163.  
Al respecto se ha pronunciado la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos en su jurisprudencia afirmando que es una obligación de los  
Estados Parte ofrecer a las personas sometidas a su jurisdicción, un 
recurso judicial efectivo contra actos que transgredan derechos 
fundamentales164.  
Pero no basta que el recurso exista en el ordenamiento jurídico 
(formalmente) sino que este debe ser efectivo165, idóneo, integral, amplio, 
libre de restricciones. Además que debe existir certeza para que las  
víctimas de actos ilícitos, sepan exactamente a qué vías acudir para 
reclamar sus derechos166.  
                                                 
163 Cfr. Artículo 25.  Protección Judicial 1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y 
rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la 
ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la 
ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen 
en ejercicio de sus funciones oficiales.. Convención Americana Sobre Derechos Humanos 1969. 
164 Cfr. En el caso YATAMA vs. Nicaragua se refiere a la negativa que el órgano de Control 
Electoral le dio a la organización YATAMA para que participara en las elecciones. Aunque 
YATAMA presentó recursos ante ladecisión sus derechos no fueron atendidos. Caso YATAMA 
vs. Nicaragua, CIDH fundamento 167. http://www.corteidh.or. 
cr/docs/casos/articulos/seriec_127_esp.pdf última visita 3 de octubre de 2011.  
165 Cfr. Caso Yatama vs. Nicaragua, CIDH fundamento 169. 
166 Cfr. En el caso Trabajadores cesados del Congreso vs. Perú se refiere al despido de un grupo 
de 257 trabajadores del Congreso Nacional del Perú, mediante una resolución del mismo 
órgano del 31 de diciembre de 1992. En el fundamento 129. “En conclusión, la Corte observa 
que… es claro que éstas no tenían certeza acerca de la vía a la que debían o podían acudir 
para reclamar los derechos que se consideraran vulnerados, fuera administrativa, contencioso 
administrativa o de amparo.” Caso Trabajadores cesados del Congreso vs. Perú. CIDH 
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_158_esp.pdf  
última visita 4 de octubre de 2011. 
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Si quisiera sintetizarse al máximo la pretensión de la sentencia (caso 
Almonacid Arrellano) de la Corte IDH en torno al denominado derecho al  
recurso en materia penal, podría decirse que él consistió en asegurar al  
condenado una revisión integral de esa sentencia. El problema es que por 
"revisión Integral" puede entenderse muchas cosas, y de hecho, si 
tomamos  en cuenta los contextos jurídicos de Costa Rica y Argentina, 
puede decirse que esta expresión ha sido re significada ya, doctrinaria, 
jurisprudencial e incluso legislativamente, básicamente en dos sentidos 
diferentes: 
a) Como un mandato a los jueces de que comprendan de una manera  
distinta a la tradicional al recurso de casación (cuando él es el que está 
dispuesto por ley contra la sentencia definitiva)  pues se considera que 
no es necesario modificar las leyes procesales vigentes para lograr el 
propósito de revisión integral. 
b) Como mandato al legislador de que modifique la ley procesal 
instituyendo un sistema recursivo diferente, porque se considera de que 
el sistema  vigente no es apto para el logro del propósito de revisión 
integral167. 
Así, la Convención Americana sobre Derechos Humanos en el 
artículo 25 (Protección Judicial) señala que: 1. Toda persona tiene  derecho  
                                                 
167 GONZALES ALVAREZ, Daniel. Recuso contra la sentencia penal en Costa Rica. San José, 
Asociación de  Ciencias Penales de Costa Rica, 2013, p. 45.  
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a  un  recurso  sencillo  y  rápido  o  a cualquier otro recurso efectivo ante 
los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen 
sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la 
presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas 
que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. 
2. Los Estados Partes se comprometen: a) a garantizar que la autoridad 
competente prevista por el sistema legal del Estado decidirá sobre los 
derechos de toda persona que interponga tal recurso; b) a desarrollar las 
posibilidades de recurso judicial, y c) a garantizar el cumplimiento, por las 
autoridades competentes, de toda decisión en que se haya estimado 
procedente el recurso168.  
 2.2.3.5. Criterios nacionales restringidos 
 A) Criterios desde la óptica del Poder Judicial  
Aunque el derecho a los recursos o medios impugnatorios no se encuentra 
reconocido de manera expresa en la Constitución, forma  parte del 
contenido implícito del derecho al debido proceso y constituye una 
derivación del principio a la pluralidad de instancia.  
 Este derecho exige que toda persona, en plena igualdad, tenga derecho 
a recurrir o apelar el fallo por medio de mecanismos normativos ante un 
juez u órgano jurisdiccional superior, y a que su recurso sea elevado, a fin 
                                                 
168 Cfr. El artículo 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos. 
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de que el órgano jurisdiccional conozca los fundamentos por los que el 
recurrente cuestiona la resolución expedida.  
 En  tanto  que  se  trata  de  un  derecho  de  configuración  legal,  es  
tarea del legislador establecer tanto los requisitos para que los recursos  
impugnatorios sean admitidos, como el correspondiente procedimiento que 
debe seguirse para ello. El Poder Judicial ha establecido al respecto que: 
“[…] el legislador ha regulado el sistema de recursos en el Código Adjetivo y 
ha establecido aquellos supuestos en los cuales procede un recurso ya sea 
de nulidad o apelación y, en ese contexto, su acceso se encuentra 
legalmente determinado en cuanto a su configuración -el tipo: apelación o 
nulidad-, los casos en que procede -referida al tipo de resoluciones que 
serán materia de impugnación- y los requisitos pertinentes; por 
consiguiente, el ejercicio del recurso de nulidad o apelación siempre será 
con arreglo al régimen legalmente establecido en la norma procesal […]”169. 
 B) Criterios desde la óptica del Tribunal Constitucional  
Aunque el derecho a los recursos o medios impugnatorios no se encuentra 
reconocido de manera expresa en la Constitución Política del Perú, 
constituye un contenido implícito del derecho al debido proceso y un 
derecho derivado del principio de pluralidad de instancia.   
                                                 
169 Cfr. Recurso de Nulidad Nº 743-2010, Sala Penal Transitoria (Santa), considerando segundo, 
de fecha 04 de marzo del 2011. 
Nitro PDF Software





 Este derecho exige que toda persona, en plena igualdad, tenga derecho 
a recurrir o apelar el fallo ante un juez u órgano jurisdiccional superior, y a 
que su recurso sea elevado, a fin de que el órgano jurisdiccional conozca 
los fundamentos del recurrente. Es decir: “[…] [E]l  adecuado ejercicio del 
derecho de acceso a los recursos supone  directamente la utilización de los 
mecanismos que ha diseñado  normativamente el legislador, para que los 
justiciables puedan cuestionar las diversas resoluciones expedidas por el 
órgano jurisdiccional”170. 
 En tanto que se trata de un derecho de configuración legal, es tarea  del 
legislador establecer tanto los requisitos para que los recursos 
impugnatorios sean admitidos, como el correspondiente procedimiento  que 
debe seguirse. Pero las condiciones de acceso no deben de ningún modo 
disuadir o entorpecer de manera irrazonable el ejercicio de este derecho. 
 C) Criterios regulados restringidos de la casación 
Para Calamandrei, la institución casación es un binomio que se compone: 
(i)  por un órgano especializado para responder las exigencias procesales; y 
(ii) el recurso de impugnación que permitirá a la corte hacer una revisión 
limitada con los fines que la ley procesal establezca171.   
 “En el desarrollo de la doctrina sobre casación se establece 
normalmente que los errores de hecho quedan excluidos de este recurso 
                                                 
170 Cfr. Exp. N° 01243-2008-HC/TC, FJ. 4. 
171 CALAMANDREI, Piero. Casación Civil. Ediciones Jurídicas Europa‐América. Buenos Aires. 
1959, p. 10. 
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aunque hay posiciones que sostienen una tesis contraria al permitir el 
control de este error cuando es manifiesto…”172. 
 La incensurabilidad de los hechos en casación resultaba coherente con 
la función nomofiláctica atribuida al Tribunal de casación, toda vez que el 
error cometido en la premisa menor del silogismo judicial en nada  
menoscababa -al menos directamente- la obra del legislador; por error  de 
derecho, se entendía, en cambio, por la posición asignada al órgano de 
casación entre las instituciones estatales y la función no jurisdiccional que, 
en opinión de los fundadores, le había sido encomendada173. 
 En suma: El recurso se refiere únicamente a las cuestiones de derecho, 
sustantivo o procesal, lo cual implica en principio la exclusión de las 
cuestiones de hecho y, por lo mismo, de todo problema atinente a la 
valoración…174. Esta última restricción conllevaba, a su vez, una doble 
limitación de las potestades del Tribunal de casación, tanto en lo referido al 
conocimiento como en lo concerniente al contenido de su resolución175. 
                                                 
172 HURTADO REYES, Martín Alejandro.  "El Control de hechos en casación: ataque frontal a los 
dogmas que rigen en la casación civil". Lima, Editorial: Universidad Nacional Mayor de San 
Marcos, 2011. Cfr., http://cybertesis.unmsm.edu.pe/handle/cybertesis/3139. 
173  VECINA CIFUENTES, J. La casación penal – modelo español. Madrid, Editorial Tecnos Grupo 
Anaya S.A., 2003, p. 31.  
174 IBÉRICO CASTAÑEDA, Luis Fernando. La impugnación en el proceso penal. 1 ed. Lima, 
Editorial Pacifico,  2016, p. P. 224 
175 VECINA  CIFUENTES,  J. La  casación  penal.  Modelo  español.  Madrid, Tecnos, 2003, p. 32. 
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2.2.3.6. Errores de hecho en la casación 
A) Definición 
Se sostiene en doctrina que la ley sustantiva se viola directamente a través 
de errores de hecho y de derecho. El primero consiste en tener como 
demostrado un hecho sin que exista prueba que lo establezca e 
inversamente en no estimar un hecho que está debidamente acreditado con 
su respectiva prueba. Se infiere, pues, que el error de hecho puede suceder 
de dos modos, positivo o negativo, según se estime o deje de estimar un 
hecho176. 
El error de hecho se caracteriza por un inadecuado manejo de los 
hechos del proceso, por no haberlos fijado correctamente, por haberse 
valorado inadecuado el material probatorio al dar por probados hechos 
indebidamente o por haber omitido hechos probados, por pronunciarse 
sobre hechos no invocados por las partes, entre otros supuestos. El error 
en el trabajo de subsunción, no cabe duda se trata de un error de derecho, 
al igual que el error en la interpretación de la norma. 
B) Vínculo de errores de hecho y derecho según el silogismo judicial 
Se puede establecer la existencia del error de derecho y de hecho 
utilizando la estructura del silogismo jurídico, el primero de ellos es posible 
                                                 
176 PEREA VALDIVIESO, Jesús María. Lineamientos de casación. Tesis de grado para obtener el 
título de Doctor en Ciencias Económicas y Jurídicas de la Pontificia Universidad Católica 
Javeriana – Colombia. Editorial Pax Ltda. Bogotá S/A., p. 48. 
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encontrarlo en la premisa mayor, en la cual se ubica la norma aplicable al 
caso, el error consistirá en elegir una norma que no es aplicable, se deja de 
aplicar la que corresponde, entre otros supuestos y la premisa menor 
encontramos a los hechos, apreciando este error básicamente por la falta 
de correspondencia entre los hechos del proceso (dados por probados o 
no) y los establecidos como supuesto de hecho de la norma. 
Entonces, tenemos que en la impugnación -en general- se pueden 
invocar errores de hecho (manejo inadecuado de los hechos, sentencia 
absurda o valoración arbitraria) y errores de derecho, dentro de éstos 
últimos los errores in iudicando, in procedendo. Igualmente se pueden 
invocar los llamados errores in cogitando. 
C) La casación penal como cuestión de hecho y prueba 
La casación procesal se traduce en una conclusión que, sin embargo, no 
parece ya tan normal para la dogmática del recurso: la casación procesal es 
una cuestión fáctica. Frente a la reprobación procesal el tribunal de 
casación cumple un verdadero examen fáctico, en tanto debe examinar la 
conducta concretamente observada en el proceso por los sujetos 
procesales a fin de decidir su conformidad o no con las normas de derecho 
procesal”177, así que el Tribunal “actúa en esto como un juez de hecho”178. 
                                                 
177 PASTOR, D. R. La nueva imagen de la casación penal. Buenos Aires, AD - HOC S.R.L.,  2001, 
p. 126.  
178  DE LA RUA, Fernando. El Recurso de Casación. Buenos Aires, Depalma, 1991, p. 70. 
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Se considera que “mientras que la inobservancia o la errónea 
aplicación del derecho sustantivo se deduce siempre del contenido y del 
sentido de la sentencia, las lesiones del derecho procesal requieren, como 
cualquier otra cuestión de hecho, ser probadas”179. 
“Si el juicio no cumple con las conductas exigidas por las normas 
procesales, la sentencia debe ser eliminada y, para ello, es preciso que  la 
prueba, a realizar en el trámite del recurso si fuere necesario, demuestre 
que un acto procesal –que es, ante todo, un hecho– ha transgredido una 
norma de la misma especie. Los vicios del procedimiento encierran, 
entonces, cuestiones de hecho cuya existencia de reprobación debe 
intentar demostrar a través de la proposición  de  las  pruebas  necesarias  
para  confirmar  la  infracción”180. 
En ese sentido, “el juicio de casación debe prever la producción y 
adquisición de esas pruebas. (…) la corte de casación actúa como tribunal 
de mérito para comprobar si es verdad (questio factil) que determinada la 
conducta del tribunal de mérito ha violado la ley procesal, para lo cual 
puede, excediendo la simple comprobación de las conductas de la causa, 
producir una investigación para indagar el efectivo cumplimiento de las 
formas, cuando la demostración de los motivos  alegados dependa de un 
procedimiento probatorio (…) la recepción de  las pruebas no está 
                                                 
179 MAIER, J. B. Los recursos en el procedimiento penal. Buenos Aires, Editores del Puerto, 1999, 
pp. 721 y 733. 
180 HANACK, E. W.  Lowe-Rosenberg Grakommentar N° 70.Berlin, 1999, p. 337.   
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previstamente en el juicio de casación, pues negar su posibilidad implicaría 
la arbitraria exclusión de motivos fundados en infracciones reales que por 
falsedad u omisión no consten en el proceso”181. 
En ese orden de ideas, se debe tener claro que, ya por definición, 
para el examen de las reproducciones de la sentencia que se  fundan en los 
llamados motivos procesales la casación tiene que descender a los hechos 
y mancharse las manos para comprobarlos, a  través del procedimiento 
probatorio para ello necesario. Esto significa  que, en principio no existirían 
obstáculos razonables para que, si son superadas otras objeciones de 
principio, la casación utilizará también esta competencia (examen y prueba 
de cuestiones de hecho) para evaluar igualmente el acierto o no de las 
reproducciones del imputado que se refieren a la cuestión de hecho 
sustantiva”182. 
D) Formas de cometer errores de hecho 
En tanto señalaremos que se considera como error de hecho al error que 
comete el juez en el manejo del material fáctico. Se entiende que el juez 
incurre en error al fijar los hechos o al interpretarlos a partir de la actividad 
                                                 
181  DE LA RUA, Fernando. El Recurso de Casación. Buenos Aires, Depalma, 1991, p. 70. 
182 PASTOR, D. R. La nueva imagen de la casación penal.Buenos Aires, Ad-Hoc S.R.L., 2001, pp. 
129 y 130. 
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probatoria183. Por lo cual podemos entender la existencia del error de hecho 
en el proceso a partir de una errónea apreciación de la prueba184.  
En tal sentido, se incurre en este yerro fáctico cuando el juez incurre 
en error en la fijación y apreciación de  los  hechos  trascedentes  del 
proceso: omitiéndolos, dándoles el peso que no tienen, aislándolos  sin 
sistematizarlos, extrayendo conclusiones diferentes a su contenido, entre 
otros supuestos (que explicaremos más adelante). Este error tiene directa 
relación con el error de derecho, pues los hechos fijados y apreciados 
sirven de base para aplicar la norma jurídica que resuelva el conflicto.  
 La Jurisprudencia española se ha referido al error de hecho  
expresando que “la doctrina de esta  Sala condiciona la apreciación  del  
error de hecho invocado al cumplimiento de los siguientes  requisitos:  1º) 
equivocación evidente del juzgador al establecer dentro del relato fáctico 
algo que no ha ocurrido; 2º) que el error se desprenda de un escrito con 
virtualidad documental a afectos casacionales que obre en los autos y haya 
sido aducido por el recurrente; 3º) que tal equivocación  documentalmente 
demostrada no aparezca desvirtuada por otra u otras pruebas”185. 
 
 
                                                 
183 Cfr. Casación No. 78-2004 del 17.08.04. Jurisprudencia de Guatemala. 66 “(…) el error de 
hecho en la apreciación de la prueba. 
184  Cfr. Casación No. 48-2005 del 01.08.05. Jurisprudencia de Guatemala. 
185 Cfr.  (Sentencia No. 562/1999 de TS. Sala 2ª, de lo Penal, 08 de abril  de 1999). 
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E) El error de hecho y de derecho 
En temas de casación existe una vieja discusión respecto de la posibilidad 
de revisar con el recurso de casación sólo el error de derecho (questio iuris) 
o si es admisible también proponer con este recurso la revisión del error de 
hecho (questio facti)186. 
Los hechos son los acaeceres históricos que considera el Derecho 
con el fin de subsumirlos en la norma general y abstracta; se trata, por 
consiguiente, del hecho histórico que explicita las pretensiones de las 
partes, distinta de la cuestión de derecho, en que ella se funda y citando a 
Wach expresa que el error de hecho consiste en una falsa descripción del 
estado de cosas, mientras que el de derecho se origina cuando se aplica 
equivocadamente la ley a dicha situación187.  
En sus orígenes la casación nació para dar respuesta únicamente al 
error de derecho, sólo era posible controlar los errores de derecho 
contenidos en la sentencia para resolver el litigio. La adaptación de la 
casación francesa a otros países fue cambiando esta óptica, como lo que 
ocurrió –en su momento- en España, abriendo la posibilidad de revisión de 
errores de hecho en sede casatoria, sobre todo en el tema de la apreciación 
                                                 
186 HURTADO REYES, Martín Alejandro. Op cit., p. 63 
187 VÉSCOVI, Enrique. Los recursos Judiciales y demás medios impugnatorios en Iberoamérica. 
Editorial Depalma. Buenos Aires 1988, p. 244. 
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de la prueba que tienen como resultado sentencias arbitrarias o absurdas 
(como se hace en Argentina)188. 
F) El error de derecho no garantiza la revisión integral y amplia 
Dentro de la categoría de error de hecho y error de derecho, suelen hacer 
diversas clasificaciones. Así, el llamado error de derecho puede presentarse 
en dos modalidades: Cuando la infracción se presenta en la norma procesal 
se llama error in procedendo (error de forma o de procedimiento), cuando 
es en la norma sustantiva o material se le conoce como error in iudicando, 
que se refiere a los errores de derecho al juzgar. 
Ambos errores de derecho (el in iudicando y el in procedendo) 
resultan habilitados para sustentar el recurso decasación, el primero, se 
puede decir estaría constituido por la infracción normativa que contiene una 
sentencia sobre el tema de fondo; el segundo, es la infracción normativa de 
naturaleza procesal que hace inviable la validez de la sentencia por temas 
de forma. 
El error de derecho es, respecto de la casación sólo el relevante a los 
efectos del mantenimiento de la interpretación exacta de la ley como 
mandato general y abstracto, es decir, solo aquel error que no se limite a 
las consecuencias jurídicas concretas del caso singular, sino que implique 
la existencia o el significado de la norma jurídica, y como tal sea, 
                                                 
188 HURTADO REYES, Martín Alejandro.  "El Control de hechos en casación: ataque frontal a los 
dogmas que rigen en la casación civil". Lima, Editorial: Universidad Nacional Mayor de San 
Marcos, 2011. Cfr., http://cybertesis.unmsm.edu.pe/handle/cybertesis/3139. p. 63. 
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susceptible de reproducirse por imitación o contagio, siempre que la misma 
norma jurídica pueda en el futuro ponerse en cuestión en casos similares189. 
2.2.3.7. El recuso de casación actual ampara la arbitrariedad 
A) Cuestión previa 
Por ello, cuando el juez resuelve un proceso se encuentra obligado a dar 
las razones necesarias que lo llevan decidir el caso en determinado sentido, 
estas razones deben respetar el derecho a la motivación judicial (las que 
provienen del ordenamiento jurídico ya que no puede ser arbitrario en la 
interpretación y aplicación del derecho y de los hechos probados en el 
proceso, sin ampararla en subjetividades o  inconsistencias en la valoración 
de los hechos) y el derecho a la prueba (dando el derecho a las partes a 
ofrecer, admitir, actuar y sobre todo el derecho de valorar los medios de 
prueba válidamente incorporados al proceso)190.  
En el derecho la arbitrariedad está vinculada a la actividad  
jurisdiccional, tópico concretamente reservado para las decisiones 
judiciales, pues, se puede tildar a una decisión judicial de nula, 
incongruente, inmotivada y también de arbitraria.  
Entonces, la arbitrariedad aparece entendida como un estado  
irregular, anómalo, anormal de la decisión judicial. La decisión es arbitraria 
                                                 
189 CALAMANDREI, Piero. La Casación Civil. Buenos Aires, Editorial Bibliográfica Argentina. Tomo 
II., 1961, p. 291. 
190 MUÑOZ  CUESTA,  Javier. “El principio de inmediación, la valoración racional de la prueba y el 
recurso de casación”. En www.aranzadi.es. (11/03/2016) 
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si no parte del contenido de las pruebas a partir de los hechos, lo cual se 
identifica con una decisión poco reflexiva del material  probatorio o cuando 
se resuelve contra las pruebas admitidas y actuadas regularmente en el 
proceso. Aunque la decisión igualmente es arbitraria si se decide haciendo 
una aplicación o interpretación caprichosa y poco seria del ordenamiento 
jurídico191. 
B) Arbitrariedad  fáctica 
Cuando se evalúa inadecuadamente los hechos y las pruebas. Este tipo  de 
arbitrariedad se focaliza en un inadecuado manejo de los hechos del 
proceso y las pruebas, por lo cual, se entiende que contraviene el  derecho 
a la prueba en su extremo que las partes tienen el derecho a  una adecuada 
valoración de la prueba192.   
La segunda se produce cuando se ignora o deforman los hechos 
relevantes y  probados. 
La sentencia arbitraria en sentido fáctico, implica el desconocimiento 
de los hechos por el juez, sea porque ignora los que  fueron probados o que 
tenga por probados los que no lo fueron (arbitrariedad fáctica)193.   
Tras el argumento de que la casación es un recurso formalista se evita 
que los jueces puedan hacer justicia sobre el caso concreto (porque no 
                                                 
191 HURTADO REYES, Martín Alejandro.  "El Control de hechos en casación: ataque frontal a los 
dogmas que rigen en la casación civil". Lima, Editorial: Universidad Nacional Mayor de San 
Marcos, 2011. Cfr., http://cybertesis.unmsm.edu.pe/handle/cybertesis/3139. p. 236.  
192 Ibídem.,  p. 237. 
193 LORENZETTI, Ricardo Luís. Razonamiento Judicial: Fundamentos de derecho privado.  Lima, 
Editorial Instituto de derecho privado latinoamericano y Grijley. 2006. 
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pueden  revisar hechos) y tampoco permite que se pronuncie sobre ninguna 
cuestión que esté fuera de las causales de la ley de casación (ni siquiera de 
la constitucionalidad de los fallos). 
C) Manifestación de la arbitrariedad 
La doctrina ha desarrollado un conjunto de supuestos en los cuales las 
decisiones pueden ser consideradas arbitrarias194 a partir del manejo 
inadecuado del material fáctico195: 
1. Por omisión de apreciación de prueba fundamental 
Este suele ser uno de los principales errores que pueden ser invocados en 
casación para destruir la sentencia que resuelve la controversia, pero, 
dejando de valorar una prueba decisiva, fundamental, necesaria para el 
resultado adecuado del proceso.  
2. Por apreciación aislada de la prueba 
Se contraviene el derecho a probar de las partes si el conflicto se resuelve 
aislando una prueba y a partir de su contenido  se  diga  si la pretensión 
postulada, recibe criterio de fundabilidad o  infundabilidad. Ello es un error 
                                                 
194 Han trabajado con esta categoría los argentinos Marcelo S. Midón y Gladis E. de Midón. “La 
valoración de la prueba”. En  Tratado de la prueba. Editorial Librería de la Paz. Resistencia-
Chaco 2007. Pág.205 a 249. También Estigarribia de Midón, Gladis. Recurso de casación, 
control del juicio de hecho. Editorial Rubinzal Culzoni. Santa Fe, 2001. Entre otros tratadistas 
argentinos. 
195 HURTADO REYES, Martín Alejandro. Op. Cit., p. 41. 
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que afecta el derecho a la valoración integral y lógico del material 
probatorio.  
Aunque es posible admitir que siempre encontramos en el proceso 
una prueba que tiene mayor “peso” que otra, sin embargo, ello no nos 
puede apartar de la realización de una valoración conjunta de toda la 
prueba.  
3. Por apreciación basada en prueba inexistente 
El juez sólo valora las pruebas que por el principio de adquisición se 
integraron al proceso, no es admisible que el juez valore pruebas que no 
aparecen en el proceso.  
Si lo que está en el proceso es lo que cuenta y más si estas fueron 
incorporadas válidamente, la actividad probatoria del juez  se restringe a 
este material probatorio. Si se invoca una prueba  que no aparece en el 
proceso o que hay referencias de su existencia, pero, que es extraña al 
contenido del proceso el juez no la puede valorar. 
4. Por indebido reparto de la carga de la prueba 
La carga de la prueba o el llamado onus probandi, hace que la carga de 
probar se distribuya entre las partes, de tal manera que existirán hechos 
que los debe probar el actor y otros que debe probar el demandado, en 
otros casos quien esté en mejor condición de probar.  
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Se puede establecer en el ordenamiento jurídico la carga de la 
prueba común  (quien afirma un hecho debe probarlo), igualmente es 
posible regular por alguna razón jurídica de trascendencia que la carga de 
la prueba se puede invertir (inversión de la carga de la prueba, no prueba el 
que afirma sino la otra parte se encarga de destruir lo afirmado), igualmente 
es posible que se admita la posibilidad de una carga probatoria dinámica 
(prueba quien se encuentra en mejor posición de probar).  
Si las reglas de la carga de la prueba aparecen claras en el 
ordenamiento procesal, no es posible que el juez resuelva el conflicto 
haciendo caer esta “carga” sobre una de las partes del proceso que no 
debe soportarla.  
5. Por valoración de una prueba no admitida formalmente 
En nuestro sistema procesal los medios de prueba se deben ofrecer y 
admitir en una determinada etapa, con la preclusión de esta ya no es 
posible  admitir  otras  pruebas,  salvo  que  se  trate  de  hechos  nuevos  o 
situaciones especiales que se encuentren debidamente admitidas por el 
ordenamiento procesal.  
 De tal manera que el juez sólo debe sustentar su decisión en la 
valoración de los medios de prueba admitidos formalmente en el proceso, 
no de aquellos presentados en autos y que no han recibido una expresa 
decisión de ser incorporados como medios probatorios para resolver la litis.  
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6. Apreciación de prueba ilícita  
En la prueba el juez se encuentra prohibido de admitir y valorar una prueba 
que se haya obtenido afectando derechos fundamentales, es decir, admitir, 
actuar y valorar medios de prueba con manifiesta ilicitud.  
La prueba ilícita o prueba prohibida se encuentra vedada en el 
proceso para sustentar las decisiones, ello es así porque estas pruebas 
fueron obtenidas afectando derechos fundamentales y el juez no puede 
avalar esta afectación.  
7. Por infracción a las reglas de la prueba 
La prueba está sujeta a reglas a las que se debe someter el juez sin poder 
apartarse de ellas, de lo contrario incurrirá en error.   
Si el ordenamiento procesal señala que no se debe probar el 
derecho, ni los hechos notorios o que se debe adecuar la decisión a 
determinada presunción sin admitir prueba en contrario, o que se debe 
valorar determinado medio de prueba en determinado sentido (prueba 
tasada) o dejando al juez la libertad de valorar (libre valoración), entre otras 
situaciones. El juez debe atenerse a estas reglas.  
8. Apreciación contradictoria  
La valoración del material probatorio debe ser coherente, si la  valoración se 
hace en sentido integral, el resultado del mismo no contradiga su contenido.  
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No se puede apreciar la prueba en un sentido para probar algún 
hecho y darle un sentido diferente para probar otro hecho a partir de una 
misma prueba.  
9. Por emisión de decisiones meramente dogmáticas  
La decisión debe contener un análisis probatorio adecuado para su validez, 
la valoración adecuada de la prueba debe dar una respuesta satisfactoria a 
las partes sobre la solución del caso.  
Ello no se logra si la decisión se basa solamente en posiciones 
dogmáticas o referidas a puntos de vista de la doctrina sobre el tema central 
de la controversia. Estos argumentos deben servir de complemento a la 
valoración de la prueba para robustecer la decisión, no para sustentarla.  
10. Por invocar fuente de las que no extraen las consecuencias que 
sustentan el fundamento de la sentencia  
Al valorar la prueba el juez debe extraer de cada una de ellas las 
consecuencias que realmente se aprecian de ellas y no otras.   
 Si se extraen de la prueba consecuencias que no están contenidas 
en la prueba se incurre en error, con lo cual se está distorsionando el 
verdadero alcance de determinada prueba en la solución del caso. 
2.2.3.8. La casación en la doctrina española 
El origen del recurso de casación en España se homologa muy 
cercanamente de lo ocurrido en Francia, precisamente porque en este 
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último la casación nace como elemento político, producto del contexto 
histórico en el que se vivía en este país previo a la revolución francesa, a 
diferencia de lo que ocurrió en España, donde el citado recurso siempre 
tuvo naturaleza jurisdiccional; es decir, perteneciente al Poder Judicial. 
Sin embargo, con la Ley de Enjuiciamientos Civiles de 1855 resulta 
emblemática debido a que -con ella se abandona el reenvío-, facultando al 
Tribunal Supremo a resolver el tema de fondo sin devolver los actuados196 
este rasgo hace que la doctrina considere a la casación española como un 
“sistema de casación bastarda” para oponerla al sistema clásico implantado 
por la casación francesa (con reenvío). 
Por otro lado, con la Ley de Casación Civil del 22 de abril de 1878 se 
establece la llamada “Sala de Admisión”, encargados de realizar el examen 
previo del recurso de casación para determinar el incumplimiento de los 
requisitos exigidos para la admisión del recurso, una especie de filtro para 
evitar se cuelen los recursos indebidamente propuestos y aligerar la carga 
que soportaba la Sala Primera del Tribunal Supremo. Se estableció la 
posibilidad de rechazo del recurso cuando éste se refería a la apreciación 
de las pruebas sin alegar la ley o doctrina que al hacerla se haya infringido, 
con lo cual se abre el paso para acceder al recurso de casación por 
apreciación de la prueba, dando la posibilidad del tratamiento de hechos a 
                                                 
196 Cfr. Artículo 1060 señalaba “si el recurso se hubiera fundado en infracción de la ley o doctrina 
admitida por la jurisprudencia, dictará el Tribunal a continuación, pero separadamente, sobre la 
cuestión objeto del pleito, la sentencia que crea conforme a los méritos de los autos y a lo que 
se exigieran la ley o la doctrina quebrantadas en la ejecutoria”. 
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través de la infracción jurídica (ley o doctrina sobre la apreciación de la 
prueba). 
Luego viene la Ley de Enjuiciamientos civiles del 03 de febrero de 
1881 con el que se establecen 7 motivos de casación por error in iudicando 
y los otros 6 incisos por motivos por infracción a normas de procedimiento 
(o vicios in procedendo). El inciso 7 del artículo 1692 se constituyó en la 
implementación de mayor polémica, al establecer “cuando en la apreciación 
de las pruebas haya habido error de derecho o error de hecho, si este 
último resulta de documentados o actos auténticos que demuestran la 
equivocación evidente del juzgador”.  
Con la Ley 34/1984 del 06 de agosto, llamada de Reforma Urgente 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil unifica el procedimiento para el tratamiento 
de los recursos de casación, sean por vicio in iudicandoo por vicio in 
procedendo. Sin embargo, en el inciso 4 se señala lo siguiente: Error en la 
apreciación de la prueba basado en documentos que obren en autos y que 
demuestren la equivocación del juzgador sin resultar contradichos por otros 
elementos probatorios. Pero como vemos, se deja o ratifican entonces con 
en el inciso 4 la posibilidad de la denuncia del error de hecho con relación a 
documentos, aunque ya no se menciona la autenticidad. 
Con la Ley 10/1992 de 30 de abril sobre Medidas Urgentes de 
Reforma Procesal desaparece el inciso 4 del artículo 1962 referido al error 
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de hecho en la apreciación de la prueba, los motivos de casación quedan 
reducidos a cuatro. 
Finalmente, el cambio en el recurso de casación civil español se dio 
con la dación de la Ley No. 01/2000, con lanueva normatividad procesal el 
antiguo recurso de casación toma una forma diferente, antes era de 
competencia del Tribunal Supremo, sea por la forma o por la infracción de 
la ley y de la jurisprudencia. 
Más allá de los argumentos esbozados, queda esta doctrina 
española como uno de los mejores antecedentes de la procedencia del 
recurso de casación por errores de hecho, además a ello se suma los 
criterios establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos.  
2.2.3.9. La impugnación como criterio convencional 
 A) Cuestión previa  
El artículo 25.1 de la Convención establece que toda persona tiene derecho 
a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo. De estas 
tres características que debe tener el recurso, la sencillez ha sido la menos 
desarrollada, pues la Corte no ha brindado criterios específicos para su 
entendimiento197. 
 Ahora  bien,  aunque  no  esté  textualmente  en  el  artículo  25.1, la 
Corte ha afirmado que el recurso debe ser también adecuado o idóneo. En 
                                                 
197  Cfr. Medina Quiroga, Cecilia. La Convención Americana: vida, integridad personal, libertad 
personal, debido proceso y recurso judicial, p. 370. 
Nitro PDF Software





efecto, desde su primera sentencia de fondo, recaída en el Caso Velásquez  
Rodríguez  vs.  Honduras,  la  Corte  señaló  que: Los Estados deben 
otorgar recursos internos adecuados y efectivos.198 Además de incorporar 
este criterio, los pronunciamientos de la Corte han dejado claro que se trata 
de elementos que deben presentarse concurrentemente con otros criterios.  
 B)  El criterio de la idoneidad del recurso casación 
En cuanto a la idoneidad del recurso, podemos afirmar, de modo general, 
que será adecuado el recurso cuando sea idóneo para combatir la violación. 
En el Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras, la Corte señaló lo siguiente: 
64. Que sean adecuados significa que la función de esos recursos, dentro 
del sistema del derecho interno, sea idónea para proteger la situación 
jurídica infringida. En todos los ordenamientos internos existen múltiples 
recursos, pero no todos son aplicables en todas las circunstancias. Si, en 
un caso específico, el recurso no es adecuado, es obvio que no hay que 
agotarlo. Así lo indica el principio de que la norma está encaminada a 
producir un efecto y no puede interpretarse en el sentido de que no 
produzca ninguno o su resultado sea manifiestamente absurdo o 
irrazonable199. 
 Los  citados  ejemplos  demuestran  que  la  adecuación o  idoneidad 
del recurso dependerá estrictamente del derecho vulnerado en cada 
                                                 
198  Cfr. Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras. Fondo. Sentencia del 29 de julio de 
1988, párrafo 63. 
199 Cfr.  Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras. Fondo. Sentencia del 29 de julio de 
1988, párrafo 64. 
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circunstancia, por lo que mal se haría en afirmar prima facie que 
determinado recurso será siempre adecuado. 
 C)  El criterio de la eficacia del recurso de casación 
Que  un  recurso  sea  efectivo  o  eficaz  implica  que brinde la posibilidad 
real de alcanzar la protección judicial requerida. En el Caso Velásquez 
Rodríguez vs. Honduras, la Corte afirmó que para ser eficaces, los recursos 
deben producir los resultados para los cuales han sido creados. Esto no se 
cumple en caso de que se subordine a exigencias procesales excesivas, si 
carece de virtualidad para obligar a las autoridades, si resulta peligroso para 
los interesados o si se aplica imparcialmente.  
En dicha decisión, aclaró, además, que si un recurso no genera un 
efecto favorable para el reclamante, no por ello deviene necesariamente en 
ineficaz200. Esto fue reafirmado en jurisprudencia posterior, como en el 
Caso Fermín Ramírez vs. Guatemala, en el que la Corte determinó que se  
accionaron garantías judiciales de revisión de la condena de la víctima del 
caso y que la ausencia de respuesta favorable no implicó que la víctima no 
tuviera acceso a un recurso efectivo201. 
En cambio, la Corte señaló en el Caso Velásquez Rodríguez vs. 
Honduras que sí estaríamos frente a un recurso inefectivo en el siguiente 
                                                 
200 Cfr. Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras. Fondo. Sentencia del 29  de julio de 
1988, párrafos 66 y 67. 
201 Cfr. Corte IDH. Caso Fermín Ramírez vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
del 20 de junio de 2005, párrafos 82 y 83. 
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escenario: 68. El  asunto toma otro cariz, sin embargo, cuando se 
demuestra que los recursos son rechazados sin llegar al examen de la 
validez de los mismos, o por razones fútiles, o si se comprueba la existencia 
de una práctica o política ordenada o tolerada por el poder público, cuyo 
efecto es el de impedir a ciertos demandantes la utilización de los recursos 
internos que, normalmente, estarían al alcance de los demás. En tales 
casos el acudir a esos recursos se convierte en una formalidad que carece 
de sentido [...] 
Esto fue retomado por la Corte en la Opinión Consultiva OC-9/87,  en  
la  que  señaló que se entiende por recurso efectivo aquel que no solo está 
previsto en la Constitución o la ley o es formalmente  admisible,  sino  que  
sea  realmente idóneo para establecer una violación de los derechos 
humanos y pueda remediarla. No puede considerarse un recurso efectivo 
cuando, por cualquier causa, no se permita al presunto lesionado el acceso 
al recurso judicial,202 como el debido proceso y el plazo razonable. 
D) El criterio de la insuficiencia de un órgano superior para el recurso 
casación 
(…) El derecho de recurrir del fallo, consagrado por la Convención, no se 
satisface con la mera existencia de un órgano de grado superior al que 
juzgó y condenó al inculpado, ante el que éste tenga o pueda tener acceso. 
                                                 
202 Cfr. Corte IDH. Garantías Judiciales en Estados de Emergencia (arts. 27.2, 25 y 8 Convención 
Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-9/87 del 6 de octubre de 1987, 
párrafo 24. 
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Para que haya una verdadera revisión de la sentencia, en el sentido 
requerido por la Convención, es preciso que el tribunal superior reúna las 
características jurisdiccionales que lo legitiman para conocer del caso 
concreto. Conviene subrayar que el proceso penal es uno solo a través de 
sus diversas etapas (…)203. (Subrayado nuestro). 
 E) El criterio de la revisión integral del recurso de casación 
La Corte considera que el derecho de recurrir el fallo es una garantía 
primordial que se debe respetar en el marco del debido proceso legal, en 
aras de permitir que una sentencia adversa pueda ser revisada por un juez 
o tribunal distinto y de superior jerarquía orgánica. El derecho de interponer 
un recurso contra el fallo debe ser garantizado antes de que la sentencia 
adquiera calidad de cosa juzgada. 
De acuerdo al objeto y fin de la Convención Americana, cual es la 
eficaz protección de los derechos humanos, se debe entender que el 
recurso que contempla el artículo 8.2.h de dicho tratado deber ser un 
recurso ordinario eficaz mediante el cual un juez o tribunal superior procure 
la corrección de decisiones jurisdiccionales contrarias al derecho. Si bien 
los Estados tienen un margen de apreciación para regular el ejercicio de 
ese recurso, no pueden establecer restricciones o requisitos que infrinjan la 
esencia misma del derecho a recurrir del fallo. Al respecto, la Corte ha 
establecido que “no basta con la existencia formal de los recursos, sino que 
                                                 
203 Cfr. Castillo Petruzzi y otros vs. Perú y otros. 
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éstos deben ser eficaces”, es decir, deben dar resultados o respuestas al fin 
para el cual fueron concebidos.  
La posibilidad de “recurrir el fallo” debe ser accesible, sin requerir 
mayores complejidades que tornen ilusorio este derecho. 
(…) Lo importante es que dicho recurso garantice un examen integral 
de la decisión recurrida. 
En el presente caso, los recursos de casación presentados contra la 
sentencia condenatoria de 12 de noviembre de 1999 no satisficieron el 
requisito de ser un recurso amplio de manera tal que permitiera que el 
tribunal superior realizara un análisis o examen comprensivo integral de 
todas las cuestiones debatidas y analizadas en el tribunal inferior. (…)204 
(Subrayado es nuestro) 
 F) El criterio de no establecer restricciones del recurso de casación 
Si bien los Estados tienen un margen de apreciación para regular el 
ejercicio de ese recurso, no pueden establecer restricciones o requisitos 
que infrinjan la esencia misma del derecho a recurrir del fallo. (…)205 
G) El criterio de fácil acceso del recurso de casación 
La jurisprudencia de esta Corte ha sido enfática al señalar que el derecho a 
impugnar el fallo busca proteger el derecho de defensa, en la medida en 
                                                 
204 Cfr.  Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica. 
205 Cfr.  Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela. 
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que otorga la posibilidad de interponer un recurso para evitar que quede 
firme una decisión adoptada en un procedimiento viciado y que contiene 
errores que ocasionarían un perjuicio indebido a los intereses del justiciable. 
(…) Para que haya una verdadera revisión de la sentencia, en el sentido 
requerido por la Convención, es preciso que el Tribunal Superior reúna las 
características jurisdiccionales que lo legitiman para conocer del caso 
concreto. Sobre este punto si bien los Estados tienen cierta discrecionalidad 
para regular el ejercicio de ese recurso, no pueden establecer restricciones 
o requisitos que infrinjan la esencia misma del derecho a recurrir del fallo. 
La posibilidad de –recurrir del fallo- debe ser accesible, sin requerir mayores 
complejidades que tornen ilusorio este derecho206. (Subrayado es nuestro) 
 H) El criterio para el análisis de las cuestiones fácticas y probatorias 
El artículo 8.2., de la Convención 8…) el h) se refiere al “derecho de recurrir 
del fallo ante juez o tribunal superior”. Se trata de una garantía del individuo 
frente al Estado y no solamente una guía que oriente el diseño de los 
sistemas de impugnación en los ordenamientos jurídicos de los Estados 
Partes de la Convención. 
El Tribunal ha señalado que el derecho de recurrir del fallo es una 
garantía primordial que se debe respetar en el marco del debido proceso 
legal, en aras de permitir que una sentencia adversa pueda ser revisada por 
un juez o tribunal distinto y de superior jerarquía orgánica. (…), expresada 
                                                 
206 Cfr. Caso Velez Loor Vs. Panama. 
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mediante el acceso a un recurso que otorgue la posibilidad de una revisión 
íntegra del fallo condenatorio, confirma el fundamento y otorga mayor 
credibilidad al acto jurisdiccional del Estado, y al mismo tiempo brinda 
mayor seguridad y tutela a los derechos del condenado. Asimismo la Corte 
ha indicado que, lo importante es que el recurso garantice la posibilidad de 
un examen integral de la decisión recurrida.  
La Corte ha sostenido que el artículo 8.2.h de la Convención se 
refiere a un recurso ordinario, accesible y eficaz. Ello supone que debe ser 
garantizado antes de que la sentencia adquiera la calidad de cosa juzgada. 
La eficacia del recurso implica que debe procurar resultados o respuestas al 
fin para el cual fue concebido. Asimismo el recurso debe ser accesible, esto 
es, que no debe requerir mayores complejidades que tornen ilusorio este 
derecho. En ese sentido, la Corte estima que las formalidades requeridas 
para que el recurso sea admitido deben ser mínimas y no deben constituir 
un obstáculo para que el recurso cumpla con su fin de examinar y resolver 
los agravios sustentados por el recurrente. 
Debe entenderse que, independientemente del régimen o sistema 
recursivo que adopten los Estados Parte y de la denominación que den al 
medio de impugnación de la sentencia condenatoria, para que éste sea 
eficaz debe constituir un medio adecuado para procurar la corrección de 
una condena errónea. Ello requiere que pueda analizar las cuestiones 
fácticas, probatorias y jurídicas en que se basa la sentencia impugnada, 
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puesto que en la actividad jurisdiccional existe una interdependencia entre 
las determinaciones fácticas y la aplicación del derecho, de forma tal que 
una errónea determinación de los hechos implica una errada o indebida 
aplicación del derecho. Consecuentemente, las causales de procedencia 
del recurso deben posibilitar un control amplio de los aspectos impugnados 
de la sentencia condenatoria.  
Además, el Tribunal considera que, en la regulación que los Estados 
desarrollen en sus respectivos regímenes recursivos, deben asegurar que 
dicho recurso contra la sentencia condenatoria respete las garantías 
procesales mínimas que, bajo el artículo 8 de la Convención, resulten 
relevantes y necesarias para resolver los agravios planteados por el 
recurrente, lo cual no implica que deba realizarse un nuevo juicio. El recurso 
de casación si es posible la revisión de cuestiones fácticas y/o probatorias 
por un tribunal superior207.  (Subrayado nuestro) 
I) El criterio de garantía mínima del recurso de casación 
(…) La Corte entiende que el artículo 8.2. se refiere en términos generales a 
las garantías mínimas de una persona que es sometida a una investigación 
y proceso penal. Esas garantías mínimas deben ser protegidas dentro del 
contexto de las distintas etapas del proceso penal, que abarca la 
investigación, acusación, juzgamiento y condena. (…) 
                                                 
207 Cfr. Caso Mendoza y otros Vs. Argentina 
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Teniendo en cuenta que las garantías judiciales buscan que quien 
este incurso en un proceso no sea sometido a decisiones arbitrarias, la 
Corte interpreta que el derecho a recurrir del fallo no podría ser efectivo si 
no se garantiza respecto de todo aquel que es condenado, ya que la 
condena es la manifestación del ejercicio del poder punitivo del Estado. (…) 
El Tribunal ha señalado que el derecho de recurrir del fallo, (…) es 
que el recurso garantice la posibilidad de un examen integral de la decisión 
recurrida. 
La Corte ha sostenido que el artículo 8.2.h de la Convención se 
refiere a un recurso Ordinario, accesible y eficaz. Ello supone que debe ser 
garantizado antes de que la sentencia adquiera la calidad de cosa juzgada. 
La eficacia del recurso implica que debe procurar resultados o respuestas al 
fin para el cual fue concebido. Asimismo el recurso debe ser accesible, esto 
es que no debe requerir mayores complejidades que tornen ilusorio este 
derecho.  
Debe entenderse que, independientemente del régimen o sistema 
recursivo que adopten los Estados Partes y de la denominación que den al 
medio de impugnación de la sentencia condenatoria, para que éste sea 
eficaz, debe constituir un medio adecuado para procurar la corrección de 
una condena errónea. Ello requiere que pueda analizar cuestiones fácticas, 
probatorias y jurídicas en que se basa la sentencia impugnada, puesto que 
en la actividad jurisdiccional existe una interdependencia entre las 
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determinaciones fácticas y la aplicación del derecho, de forma tal que una 
errónea determinación de los hechos implica una errada o indebida 
aplicación del derecho. (…) 
El artículo 2 de la Convención Americana contempla el deber general 
de los Estados Parte de adecuar su derecho interno a las disposiciones de 
la misma para garantizar los derechos en ella consagrados. La Corte ha 
establecido que dicho deber implica la adopción de medidas en dos 
vertientes. Por una parte, la supresión de las normas y prácticas de 
cualquier naturaleza que entrañen violación a las garantías previstas en la 
Convención. Por otra, la expedición de normas y el desarrollo de prácticas 
conducentes a la efectiva observancia de dichas garantías208. (subrayado 
es nuestro). 
J) El criterio del control amplio del recurso de casación 
(…) Debe entenderse que, independientemente del régimen o sistema 
recursivo que adopten los Estados Partes y de la denominación que den al 
medio de impugnación de la sentencia condenatoria, para que éste sea 
eficaz, debe constituir un medio adecuado para procurar la corrección de 
una condena errónea (…) consecuentemente, las causales de procedencia 
del recurso deben posibilitar un control amplio de los aspectos impugnados 
de la sentencia condenatoria.  
                                                 
208 Cfr.  Caso Mohamed Vs. Argentina 
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(…) si bien existe una deferencia a los Estados para regular el 
ejercicio del recurso, mediante su normativa interna, no pueden 
establecerse restricciones o requisitos que infrinjan la esencia misma del 
derecho a recurrir el fallo, o la existencia del mismo209. (El subrayado es 
nuestro). 
 K) El criterio de las garantías mínimas del recurso de casación 
En particular, considerando que la Convención Americana debe ser 
interpretada teniendo en cuenta su objeto y fin, que es la eficaz protección 
de los derechos humanos, la Corte ha determinado que debe ser un recurso 
ordinario, accesible y eficaz, que permita un examen o revisión integral del 
fallo recurrido, esté al alcance de toda persona condenada y respete las 
garantías procesales mínimas: 
a) Recurso ordinario: el derecho de interponer un recurso contra el fallo 
debe ser garantizado antes de que la sentencia adquiera la calidad de cosa 
juzgada, pues busca proteger el derecho de defensa evitando que quede 
firme una decisión adoptada en un procedimiento viciado y que contenga 
errores que ocasionarían un perjuicio indebido a los intereses de una 
persona.  
b) Recurso accesible: su presentación no debe requerir mayores 
complejidades que tornen ilusorio este derecho. Las formalidades 
                                                 
209 Cfr. Caso Liakat Ali Alibux Vs Suriname. 
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requeridas para su admisión deben ser mínimas y no deben constituir un 
obstáculo para que el recurso cumpla con su fin de examinar y resolver los 
agravios sustentados por el recurrente.  
c) Recurso eficaz: no basta con la existencia formal del recurso, sino que 
este debe permitir que se obtengan resultados o respuestas al fin para el 
cual fue concebido, independientemente del régimen o sistema recursivo 
que adopten los Estados Partes y de la denominación que den al medio de 
impugnación de la sentencia condenatoria, debe constituir un medio 
adecuado para procurar la corrección de una condena errónea. Este 
requisito está íntimamente vinculado con lo siguiente: 
d) Recurso permita un examen o revisión integral del fallo recurrido: debe 
asegurar la posibilidad de un examen integral de la decisión recurrida. Por 
lo tanto, debe permitir que se analicen las cuestiones fácticas, probatorias y 
jurídicas en que se basa la sentencia impugnada, puesto que en la actividad 
jurisdiccional existe una interdependencia entre las determinaciones 
fácticas y la aplicación del derecho, de forma tal que una errónea 
determinación de los hechos implica una errada o indebida aplicación del 
derecho. Consecuentemente, las causales de procedencia del recurso 
deben posibilitar un control amplio de los aspectos impugnados de la 
sentencia condenatoria. De tal modo se podrá obtener la doble conformidad 
judicial, pues la revisión integra del fallo condenatorio permite confirmar el 
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fundamento y otorga mayor credibilidad al acto jurisdiccional del Estado, al 
paso que brinda mayor seguridad y tutela a los derechos del condenado. 
e) Recurso al alcance de toda persona condenada: el derecho a recurrir del 
fallo no podría ser efectivo si no se garantiza respecto de todo aquél que es 
condenado, ya que la condena es la manifestación del ejercicio del poder 
punitivo del Estado. Debe ser garantizado inclusive frente a quien es 
condenado mediante una sentencia que revoca una decisión absolutoria.  
 f)Recurso que respete las garantías procesales mínimas: los regímenes 
recursivos deben respetar las garantías procesales mínimas que, con 
arreglo al artículo 8 de la Convención, resulten pertinentes y necesarias 
para resolver los agravios planteados por el recurrente, sin que ello implique 
la necesidad de realizar un nuevo juicio oral210. (Subrayado nuestro) 
2.2.3.10. El modelo de casación sugerido por la corte  interamericana 
de derechos humanos 
Un  modelo  de  casación  puro  fue  sugerido  en  la  sentencia  de  la  
Corte  Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), de 2 de julio de 2004 
recaída en el Caso Herrera Ulloa versus Costa Rica, en los puntos 
dispositivos correspondientes. La CIDH declaró que Costa Rica violó, en 
perjuicio del actor, un conjunto de derechos, entre ellos, el derecho a 
recurrir la  sentencia condenatoria. La CIDH dispuso que el Estado 
                                                 
210 Cfr. Caso Norin Catriman Vs Chile 
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Costarricense deje sin efecto la condena impuesta al autor en el proceso, y 
que adecue su  legislación en lo relativo al recurso de la persona 
condenada penalmente211.   
La Corte, al definir los alcances del recurso apropiado para garantizar 
el derecho en cuestión, nos ofrece muchas precisiones: 
a) El derecho del imputado de recurrir el fallo ante juez o tribunal superior 
constituye una garantía primordial en la estructura del debido proceso 
legal (fundamento 158).  
b) La sentencia recurrida por el acusado debe ser revisada “por un juez o 
tribunal distinto y de superior jerarquía orgánica” (fundamento 158).  
c) Dicho tribunal debe tener competencias ordinarias para conocer con 
amplitud todos los planteamientos del recurrente (fundamento 159).  
d) El medio de impugnación en cuestión debe ser un “recurso ordinario 
eficaz” (fundamento 161) que garantice “un examen integral de la 
decisión  recurrida” (fundamento 165) que vaya más allá de las típicas 
cuestiones de   derecho (fundamento 166) y que se dirija a una 
fiscalización exhaustiva y no limitada de “todas las cuestiones debatidas 
y analizadas en el tribunal inferior” (fundamento 167).  
                                                 
211  YAIPEN ZAPATA, Víctor Pastor. La Casación en el Sistema Penal Peruano. LIMA, TESIS Para 
optar el Grado Académico de Magister en Derecho con Mención en Ciencias Penal, 2012, p. 98. 
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e) Por ello el recurso, en cuanto a sus motivos de procedencia, debe estar 
desprovisto de “restricciones o requisitos que infrinjan la esencia misma 
del derecho de recurrir el fallo” (fundamento 161).  
f) En cuanto a los requisitos de admisibilidad, el medio de impugnación 
“debe ser accesible, sin requerir mayores complejidades que tornen 
ilusorio ese derecho” (fundamento 164).  
De este modo la sentencia deja claro que el recurso de casación, no es 
adecuado para satisfacer el derecho del condenado a la fiscalización de la 
sentencia ante otro tribunal. En otras palabras, la CIDH suscribe un modelo 
puro de casación; concibe a esta última como un recurso extraordinario 
previsto no tanto para asegurar la justicia del caso juzgado, sino para  
garantizar la finalidad de la aplicación uniforme del derecho objetivo212. 
En definitiva: para controlar más cuestiones de hecho que las 
usuales,  conforme a la cultura restrictiva circundante, no hace falta 
modificar ninguna ley, sino agudizar la destreza para detectar entimemas. Y 
nada puede hacer un legislador respecto a eso. Si algo se puede conocer o 
no, no puede  determinarlo una norma jurídica, sino, por así decirlo, una 
norma del mundo fáctico, y por eso es que, en este terreno, lo que decide la 
cuestión es una  razón epistémica, no jurídica. No es un legislador jurídico, 
                                                 
212  YAIPEN ZAPATA, Víctor Pastor. Op cit., p. 101. 
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sino el mundo, lo  que determina qué se puede y qué no se puede conocer 
por parte de un  determinado sujeto en un determinado contexto213. 
2.3.  MARCO CONCEPTUAL 
a) Recurrir o recurso jurisdiccional: Es el medio establecido en la ley 
para obtener la modificación, revocación o invalidación de una 
resolución judicial, ya sea del mismo juez o tribunal que la dictó o de otro 
de superior en jerarquía. 
b) Error de hecho: Cuando se ha dado una interpretación diferente a las 
pruebas actuadas en el proceso. 
c) Error de derecho: Referido a la inaplicación, aplicación indebida, 
interpretación errada de una norma de derecho sustantivo. 
d) Recurso de casación: Es un recurso extraordinario que tiene por objeto 
anular una sentencia judicial que contiene una incorrecta interpretación 
o aplicación de la Ley o que ha sido dictada en un procedimiento que no 
ha cumplido las solemnidades legales. 
e) Instancia: Cada una de las etapas o grados del proceso. 
Corrientemente, en la tramitación de un juicio se pueden dar dos 
instancias: una primera, que va desde su iniciación hasta la primera 
                                                 
213  GONZALES ALVAREZ, Daniel. Recuso contra la sentencia penal en Costa Rica. San José, 
Asociación de  Ciencias Penales de Costa Rica, 2013, p. 54. 
Nitro PDF Software





sentencia que lo resuelve, y una segunda, desde la interposición del 
recurso de apelación hasta la sentencia que en ella se pronuncie. 
f)  Recurrible: Acto o resolución susceptible de impugnarse mediante un 
recurso. 
g) Recurrir: Presentar y mantener un recurso. Acudir en busca de socorro 
o ayuda. 
h) Recurso: Denomínese así todo medio que concede la ley procesal para 
la impugnación de las resoluciones judiciales, a efectos de subsanar los 
errores de fondo o los vicios de forma en que se haya incurrido al 
dictarlas.  
2.4.  HIPÓTESIS 
2.4.1. Hipótesis general  
Si es conveniente proponer la procedencia del recurso de casación por 
cuestiones o errores de hecho, por afectar la legalidad de la sentencia en 
la medida que esta haya incidido en la parte resolutiva de la decisión. 
2.4.2. Hipótesis específicos 
- El derecho a recurrir, el derecho al recurso y la doble instancia en 
sentido amplio establecido por el control convencional son los 
fundamentos para proponer la procedencia del recurso de casación 
por cuestiones o errores de hecho, por afectar la legalidad de la 
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sentencia en la medida que esta haya incidido en la parte resolutiva de 
la decisión. 
- Los criterios establecidos por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos que configuran el recurso de casación que garantice el 
derecho  a recurrir un fallo condenatorio penal son: a) A toda persona 
condenada, debe procurársele un recurso efectivo, sencillo,  accesible 
para recurrir el fallo ante el superior jerárquico y distinto; b) El recurso 
debe permitir una revisión integral de la sentencia, fáctica, probatoria y 
jurídica, sin importar el régimen o la denominación que se le otorgue, 
debe ser capaz de procurar la corrección de una condena errónea, 
aún sea en instancia única. 
- Las consecuencias procesales, económicas y normativas que 
acarrearía la inobservancia de los Criterios de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, son: a) Que el Perú sería declarado 
responsable por violación del derecho fundamental a recurrir la 
sentencia condenatoria penal; b) Se declararían nulas las sentencias 
firmes y eventuales libertades en delitos graves; c) El Estado sería 
pasible de sanciones pecuniarias por concepto de indemnización de 
daños inmateriales y costas procesales; d) Se dispondría de una 
eventual reforma de adecuación normativa de los artículos (Artículo 
427 al 436) del Código Procesal Penal. 
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2.5. Variables e indicadores 
Variable independiente 
Criterios establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos  
Indicadores 
- Convención Americana 
- Derecho al Recurso 
- Derecho a Impugnar 
- Control Convencional 
Variable dependiente 
Procedencia del recurso de casación por error de hecho, esto, cuando 
afecta la legalidad de la sentencia. 
Indicadores 
- Recurso de Casación 
- Debido Proceso 
- Error de Hecho 
- Tutela Jurisdiccional Efectiva 
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METODOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN 
3.1.  DISEÑO DE LA INVESTIGACIÓN 
El diseño de la presente investigación es cualitativa214 no experimental.  En 
razón a que es esencialmente argumentativa, “lo más que hacemos, es 
observar los hechos o fenómenos tal como se expresan en su contexto 
natural y mediante un proceso cognitivo la interpretamos jurídica, social, 
axiológica o políticamente, proponiendo posibles soluciones a base de 
argumentos [razonables]”. 
3.2.  MÉTODO DE INVESTIGACIÓN JURÍDICA 
Se empleará el método científico, inductivo deductivo, [abductivo] y 
dialéctico como métodos generales y como métodos específicos de 
investigación a los siguientes: 
                                                 
214 STRAUS y CORBINI citado por Lino ARANZAMENDI se entiende por INVESTIGACIÓN CUALITATIVA: 
entendemos cualquier tipo de investigación que produce resultados a los que no se ha llegado por 
procedimientos estadísticos u otro tipo de cuantificación. Puede referirse a investigaciones acerca de la 
vida de las personas, historias, comportamientos, y también el funcionamiento organizativo, movimientos 
sociales o relaciones e interacciones. Algunos de los datos pueden ser cuantificados pero el análisis en sí 
mismo es cualitativo. EN: ARANZAMENDI NINACONDOR, Lino. Op. cit., p. 86. 
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3.2.1. Método de la argumentación jurídica 
“La argumentación como método permite suplir la falta de pruebas 
cuantitativas y la verificación experimental respecto de la veracidad o 
falsedad de una información producto de la investigación científica”. Su rol 
de conocimiento al servicio de la actividad cognoscitiva, consiste en hacer 
uso de razonamientos y construcciones lógicas, al racionalizar la 
experiencia y no limitándose simplemente a describirla y cuantificarla.  
Básicamente la función práctica o técnica de la argumentación, dado 
que facilita una orientación útil en las tareas de producir, interpretar y aplicar 
el derecho. Función metodológica, denota amplitud como enfoque 
epistemológico para la construcción, interpretación y aplicación del derecho. 
3.2.2. Método dogmático 
La investigación jurídica se desarrolla generalmente sobre el derecho 
positivo y lo conceptualmente construido, esto es, el derecho. “Según este 
método, el derecho debe ser interpretado en función de los conceptos que 
forman redes teóricas en el sistema que lo integra y en razón a que no se 
hallan desconectadas entre sí, sino forman parte de un sistema normativo 









3.2.3. Método sociológico funcional 
El método funcional en el derecho, parte de la constatación de que el 
sistema está repleto de conceptos que no pueden ser definidos en términos 
de experiencia y verificación, pero de los que fluyen decisiones empíricas 
de todo tipo. En materia jurídica, el método funcional, es pues, 
eminentemente inductivo: sus dos columnas son la casuística y la 
jurisprudencia. 
3.2.4. Método del análisis económico del derecho 
“… como método es de predecir las conductas de los seres 
humanos, maximizando beneficios y minimizando costos. Sugiere la 
construcción de un derecho que sin menospreciar los aspectos 
axiológicos, sea un derecho eficaz y eficiente; es decir, evite el uso 
dilapidador de los recursos estatales y particulares”. 
3.3.  POBLACIÓN TEÓRICA 
El muestreo cualitativo, no tiene la rigurosidad de un muestreo de tipo 
estadístico que utiliza la investigación cuantitativa, sino le permite al 
investigador escoger los proyectos de muestra que puedan producir el 
mayor rendimiento teórico; es decir, en el derecho no siempre se trabajan 
con muestras por su propia esencia, sino “recurrimos generalmente: a la 
doctrina jurídica, jurisprudencia, información legislativa a los 
acontecimientos extraídos de la realidad social”. 
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3.4.  TÉCNICAS DE INSTRUMENTOS DE INVESTIGACIÓN 
Por técnicas se entiende los medios o instrumentos empleados y diseñados 
por el investigador para recoger la información deseada. 
Los diversos procedimientos metodológicos, estrategias y análisis 
documentales para acopiar y para procesar información necesaria. Se 
recurrirá a la ficha análisis documental y uso de fichas bibliográficas de 
recolección de datos; trabajo de laboratorio (bibliotecas privadas y 
públicas). 
3.5.  FUENTES DE INVESTIGACIÓN 
En razón a que las fuentes son hechos o documentos a los que acude el 
investigador para obtener la información. 
Se recurrirá a las: 
3.5.1.  Fuentes primarias 
Son aquellas que presentan directamente el hecho o el fenómeno en su 
mismo origen. Es la información adquirida de primera mano, por experiencia 
propia o que lo obtenido no fue utilizada suficientemente en otras 
investigaciones: Para llevar adelante la investigación se procederá a 
recolectar o acopiar las jurisprudencias de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos en materia de recurso impugnatorio de casación. 
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3.5.2. Fuentes secundarias 
Constituye la literatura selectiva y relevante. Para que la presente 
investigación tenga una solidez teórica y conceptual fundamentada es que 
se ha recurrido a la información escrita y que se encuentra recopilada y 
transcrita en referencias documentales (libros, publicaciones, ensayos, 
periódicos, congresos, seminarios y testimonios de expertos). 
Para recoger esta información se utilizarán las fichas bibliográficas, 
hemerográficas, experiencia y resúmenes. Las que se elaborarán conforme 
a los criterios metodológicos existentes.  
3.6.  TIPOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN 
La presente investigación es fundamentalmente de tipo jurídico 
propositivo, porque vamos a evaluar las fallas de la aplicación de los 
sistemas y normas, a fin de proponer y aportar ciertas soluciones; es decir, 
se trata de cuestionar una ley vigente, para luego proponer cambios o 
reformas legislativas.  
El nivel de profundidad, con el que se pretende abordar el problema 
de investigación, ha conllevado a determinar que el estudio es de tipo 
Jurídico-explicativo: “En este tipo de investigación, una vez determinado 
el punto de partida de un problema jurídico, la explicación se realiza por 
medio de la inferencia. La explicación se sustenta en la capacidad 
argumentativa del investigador; además se pretende establecer las causas 
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de los eventos, sucesos o fenómenos jurídicos que se estudian”; pues con 
las evidencias se podrán identificar causas y consecuencias del problema 
investigado; y, tipo Jurídico-descriptivos: “La investigación consiste en 
describir las partes o los rasgos de fenómenos fácticos o formales. Lo 
formal trata esencialmente de entes ideales, su método es regularmente la 
lógica deductiva y sus enunciados analíticos. La información obtenida es un 
estudio descriptivo, explica el problema y supone mucho conocimiento a 
priori acerca del caso tratado”. 
3.7.  TRATAMIENTO DE LA INFORMACIÓN 
Luego de haber realizado el trabajo de laboratorio y concluido con el 
análisis documental de observación, se ha procedido a seleccionar la 
información deseada. 
3.7.1. Utilización del procesador computarizado 
La información clasificada y almacenada en la matriz de recolección de 
datos, ha sido trasladada a un procesador computarizado, en el que 
previamente ha implementado con el programa informático, tales como 
Microsoft office 2010. 

















RESULTADOS Y DISCUSIÓN 
4.1. PRESENTACIÒN DE LOS RESULTADOS 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha reiterado, por 
unanimidad de votos, su doctrina jurisprudencial sobre el “control de 
convencionalidad”, para resaltar las nuevas consideraciones y precisiones 
que sobre dicha doctrina se vierten, así como para enfatizar su 
trascendencia para el sistema jurisdiccional peruano y, en general, para el 
futuro del Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos. 
 
 La Corte IDH aclaró y a la vez expandió su doctrina sobre el control 
de convencionalidad para establecer que debe ejercerse ex officio sin 
necesidad de que las partes lo soliciten; y dentro de las competencias y de 
las regulaciones procesales correspondientes de cada autoridad, 
considerando otros presupuestos formales y materiales de admisibilidad y 
procedencia. En ese haz de criterios están explicitados en las diversas 
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jurisprudencias que ha emitido hasta la fecha, que para fines de este trabajo 
citaremos solo las jurisprudencias del plazo razonable, claro que ahora, 
desde una perspectiva de aplicación al proceso civil. 
 
El incumplimiento de una obligación internacional, por acción u 
omisión del Estado, genera la responsabilidad de éste, la que se traduce en 
la obligación de aplicar todo criterio emanado por la Corte Interamericana. 
La obligación de reparar no nace, entonces, autónomamente sino que es la 
consecuencia del sometimiento a la jurisdicción internacional. 
 
Las normas que regulan la responsabilidad del Estado son de 
derecho internacional, no de derecho nacional, y están siendo formuladas, 
desde hace años, por la Comisión de Derecho Internacional. 
 

















4.2.  INTERPRETACIÓN Y ANÀLISIS 
CUADROS DE CRITERIOS DE LA CIDH RESPECTO AL DERECHO A 
IMPUGNAR Y AL ACCESO AL RECURSO 
CUADRO Nº 1 
1 Nombre del caso Castillo Petruzzi y otros vs. Perú y otros. 
2 Victima (s) Jaime Francisco Sebastián Castillo Petruzzi y otros. 
3 Estado demandado Perú.  
4 N°. de petición / caso ante la 
CIDH 
11.319. 
5 N°. caso ante la Corte IDH Serie C No. 41, Serie C No 52, Serie C No 59 
6 Tipo de sentencia y fecha Excepciones preliminares. 4 de septiembre de 1998. 
Fondo, Reparaciones y costas, 30 de mayo de 1999. 
Cumplimiento de sentencia 17 de noviembre de 1999. 
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec 41 
esp.pdf. 
7 Sumilla El caso se refiere a la responsabilidad internacional del 
Estado por la falta de diligencia ante el fuero militar de 
Jaime Francisco Sebastián Castillo Petruzzi y otras, así 
como las afecciones durante su detención.  
8 Palabras clave Garantías judiciales y procesales; protección judicial entre 
otros.  








-Convención de Viena sobre relaciones consulares. 
-Declaración Universal de Derechos Humanos. 
 
CRITERIOS 
- “El Derecho a recurrir, no se satisface con la mera existencia de un órgano de grado superior al 
que juzgó y condenó al inculpado”  
- “El tribunal superior debe reunir las características jurisdiccionales que lo legitiman para conocer 
el caso concreto, competente, imparcial e independiente”.  
FUENTE: Datos obtenidos de la sentencia de la Corte IDH. www.corteidh.or.cr 
ELABORACIÓN: Por el propio investigador. Realizada en el mes de mayo de 2017. 
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DESCRIPCIÓN, ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
Del cuadro 1, respecto del caso Castillo Petruzzi y otros vs. Perú, la Corte IDH, 
establece como criterio para que haya una verdadera revisión de la sentencia en 
el sentido requerido por la convención americana, porque, no es suficiente que 
exista un órgano jurisdiccional superior, ya que si esta forma parte de la estructura 
militar, no tiene la independencia necesaria para actuar ni constituye un juez 
natural para el enjuiciamiento de civiles, sino que, el tribunal superior debe reunir 
las características jurisdiccionales que lo legitiman para conocer el caso concreto, 
que en resumida cuenta es que, el juez de segunda instancia debe satisfacer el 
requerimiento del juez natural para ser legítima y válida la etapa procesal de 
impugnación, respetándose el principio del debido proceso legal, la independencia 


















CUADRO Nº 2 
1 Nombre del caso Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica.  
2 Victima (s) Mauricio Herrera Ulloa y Fernán Vargas Rohrmoser 
3 Estado demandado Costa Rica.  
4 N°. de petición / caso ante 
la CIDH 
12.367 
5 N°. caso ante la Corte IDH Serie C No. 107. 
6 Tipo de sentencia y fecha Excepciones preliminares. Reparaciones y costas, 2 de 
julio de 2004.  
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec 107 
esp.pdf. 
7 Sumilla El caso se refiere a la responsabilidad internacional del 
Estado por la imposición de una condena por difamación 
en perjuicio de Mauricio Herrera Ulloa y la falta de un 
recurso adecuado y efectivo para cuestionar dicha medida.  
8 Palabras clave Garantías judiciales y procesales; protección judicial.  




Articulo 8.2.h (Garantías judiciales) Derecho a recurrir. 
Otros tratados 
interamericanos 
No se consigna. 
 
CRITERIOS. 
- “Toda persona inculpada tiene derecho de recurrir el fallo penal ante un juez distinto y de 
superior jerarquía.” 
-  “Debe garantizarse la interposición del recurso antes que adquiera la autoridad de cosa 
juzgada la sentencia”. 
- “No es suficiente para tutelar el derecho a recurrir la sentencia, la existencia meramente 
formal de un órgano jurisdiccional de grado superior.  
- “El Tribunal superior debe reunir las características jurisdiccionales que lo legitiman para 
conocer el caso concreto”. 
- “El recurso debe ser ordinario, accesible, eficaz, integral y amplio para la protección del 
derecho a recurrir, comprensivo de todas las cuestiones debatidas. 
- “El recurso debe ser informal, sin que los requisitos obstaculicen el acceso al derecho a 
recurrir del fallo”. 
-  “El recurso de casación no satisface el carácter amplio del recurso de apelación. 
FUENTE: Datos obtenidos de la sentencia de la Corte IDH. www.corteidh.or.cr 
ELABORACION: Por el propio investigador. Realizada en el mes de mayo de 2017. 
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DESCRIPCIÓN, ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
Del cuadro 2, respecto del caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica, que constituye el 
antecedente de mayor importancia en la evolución del régimen de impugnación 
costarricense y latinoamericana, la Corte IDH, establece varios criterios; a decir: 
que el tribunal ante el que se recurre, no puede ser el mismo ni de su nivel, sino 
“distinto y de superior jerarquía” ; asimismo, “la autoridad de cosa juzgada está 
sujeta a la doble conformidad del fallo condenatorio”, esto es que el recurso tiene 
que existir antes de que la sentencia adquiera firmeza y la revisión integral y el 
Estado le diga dos veces al procesado que es culpable. Igualmente es insuficiente, 
para tutelar el derecho a recurrir, la “existencia formal de un órgano jurisdiccional 
de grado superior”, sino que debe tener las “características jurisdiccionales que lo 
legitimen para el caso concreto”–juez natural, imparcial, competente e 
independiente-. E igualmente, “El recurso debe ser ordinario, accesible, eficaz, 
integral y amplio para la protección del derecho a recurrir, comprensivo de todas 
las cuestiones debatidas”. Esto es, que si bien los Estados tienen un margen de 
apreciación para regular el ejercicio de ese recurso, no pueden establecer 
restricciones o requisitos que infrinjan la esencia misma del recurso, ya que 
tornarían iluso el derecho a recurrir, no pudiendo ser extraordinario –por ejemplo la 
Casación o de queja-, por ser ineficaces para garantizar el derecho a recurrir; en 
todo caso, al margen de la denominación que se le otorgue, lo importante es que 
permita una revisión integral de la decisión –hechos y derecho-,  recurridos, no 
pudiendo limitarse a solo aspectos formales o legales; debiendo ser eficaces, esto 
es, que deben dar resultados o respuestas para el fin creado.  
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CUADRO Nº 3 
1 Nombre del caso Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela.  
2 Victima (s) Enrique Barreto Leiva. 
3 Estado demandado Venezuela 
4 N°. de petición / caso ante 
la CIDH 
11.663 
5 N°. caso ante la Corte IDH Serie C No. 206. 
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec 206 
esp1.pdf. 
6 Tipo de sentencia y fecha Excepciones preliminares. Reparaciones y costas, 17 de 
noviembre de 2009.  
 
7 Sumilla El caso se refiere a la responsabilidad internacional del 
Estado por la detención arbitraria de Enrique Barreto 
Leiva, así como la falta de diligencia en el debido proceso 
seguido en su contra.   
8 Palabras clave Garantías judiciales y procesales; protección judicial.  




Articulo 8.2.h (Garantías judiciales) Derecho a recurrir. 
Otros tratados 
interamericanos 




- “El derecho a impugnar busca proteger el derecho de defensa y evitar que quede firme  una 
decisión en procedimiento viciado y con errores.  
- “La doble conformidad se expresa mediante la integra revisión del fallo condenatorio. 
-“Los Estados, no pueden establecer restricciones o requisitos que infrinjan la esencia misma 
del derecho a recurrir el fallo”. 
- Que aun cuando la condena provenga de un tribunal que conoció el caso en única instancia, 
debe disponer el sentenciado de la posibilidad de impugnar el fallo. 
FUENTE: Datos obtenidos de la sentencia de la Corte IDH. www.corteidh.or.cr 










DESCRIPCIÓN, ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
Del cuadro 3, respecto del caso Barreto Leiva Vs. Venezuela, la Corte IDH, reitera 
su criterio que el recurso de apelación, debe existir antes que se emita sentencia 
para garantizarse que la resolución pueda ser objeto de un revisión in toto, a 
través del máximo esfuerzo revisable; además esta garantía se extiende incluso a 
los tribunales más altos de un país en la que actúen como primera y única 
instancia, ya que no basta que haya sido juzgado por el tribunal de mayor 
jerarquía de un país. Siendo exigible la doble conformidad del fallo condenatorio a 
través de una revisión integral del fallo, ya que se puede establecer fueros 
especiales para el juzgamiento de altos funcionarios, poniendo como ejemplo el 
caso que sea juzgado por el Presidente en primera instancia o de una sala y la 
impugnación correspondería al pleno de dicho órgano con exclusión de los que ya 
emitieron pronunciamiento; por tanto, los estados se encuentran limitados, no está 
sujeto a su libre discrecionalidad, la configuración legal que hagan del recurso de 
apelación conforme a los preceptos de la Convención Americana. 
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CUADRO N° 4 
1 Nombre del caso Caso Vélez Loor Vs. Panamá.  
2 Victima (s) Jesús Tranquilino Vélez Loor.  
3 Estado demandado Panamá. 
4 N°. de petición / caso ante 
la CIDH 
12.581 
5 N°. caso ante la Corte IDH Serie C No. 218. 
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec 218 
esp2.pdf. 
6 Tipo de sentencia y fecha Excepciones preliminares. Reparaciones y costas, 23 de 
noviembre de 2010. 
7 Sumilla El caso se refiere a la responsabilidad internacional del 
Estado por la detención migratoria de Jesús Vélez Loor, 
por las malas condiciones en el centro de detención y por 
la falta de un debido proceso.   
8 Palabras clave Garantías judiciales y procesales; protección judicial.  




Articulo 8.2.h (Garantías judiciales) Derecho a recurrir. 
Otros tratados 
interamericanos 
Convención de Viena sobre relaciones consulares. 
Convenio Europeo para la protección de los Derechos 
Humanos y de las Libertades Fundamentales. 
CRITERIOS. 
 
- El derecho a impugnar busca proteger el derecho de defensa.  
- La doble conformidad se expresa mediante la integra revisión del fallo condenatorio. 
- El derecho a recurrir no se satisface con la mera existencia de un órgano de grado superior al 
que juzgó y emitió el fallo condenatorio o sancionatorio, el tribunal superior debe reunir las 
características jurisdiccionales que lo legitiman para conocer el caso concreto.  
- Los Estados tienen un margen de apreciación para regular el ejercicio del recurso de 
apelación, no pueden establecer restricciones o requisitos que infrinjan la esencia misma del 
derecho a recurrir el fallo”. 
FUENTE: Datos obtenidos de la sentencia de la Corte IDH. www.corteidh.or.cr 










DESCRIPCIÓN, ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
Del cuadro 4, respecto del caso Vélez Loor Vs. Panamá, la Corte IDH, reafirma 
que el derecho a impugnar busca proteger el derecho de defensa –como en el 
caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica-, ya que evita que quede firme una resolución 
viciada y con errores en perjuicio del justiciable; asimismo reafirma que los 
Estados no tienen discrecionalidad absoluta para regular el recurso de apelación, 
no pudiendo exigir restricciones o requisitos que atenten con la esencia misma del 
recurso, sino que debe ser accesible, sin complejidades para evitar que sea 
ilusorio el derecho a recurrir. Y como en el caso Barreto Leiva, la doble 
conformidad debe expresarse a través de una revisión integral del fallo  a fin de 
brindar seguridad  y tutela a los derechos del condenado. E igualmente, como en 
el caso Castillo Petruzzi Vs. Perú, el Órgano Jurisdiccional al que se recurre debe 
reunir las características jurisdiccionales legitimantes para su actuación concreta, 
















CUADRO N° 5 
1 Nombre del caso Caso Mendoza y otros Vs. Argentina.   
2 Victima (s) Cesar Alberto Mendoza y otros.  
3 Estado demandado Argentina.  
4 N°. de petición / caso ante 
la CIDH 
172/10 17 de junio de 2011. 
5 N°. caso ante la Corte IDH Caso No. 260.  
6 Tipo de sentencia y fecha Excepciones preliminares. Reparaciones y costas, 
Sentencia de 14 de mayo de 2013. 
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec 260 
esp.pdf.  
7 Sumilla El caso se refiere a la responsabilidad internacional del 
Estado por la imposición de la prisión y reclusión perpetuas 
a menores de 18 años y a los recursos interpuestos contra 
las sentencias condenatorias. Asimismo, por la falta de 
tratamiento médico a un interno y por la falta de 
investigación y sanción de los responsables de un acto de 
tortura.    
8 Palabras clave Garantías judiciales y procesales integridad y libertad 
personal; protección judicial.  




Articulo 8.2.h (Garantías judiciales) Derecho a recurrir. 
Otros tratados 
interamericanos 
Convención sobre los derechos del niño – Naciones 
Unidas, Declaración de Tokio de la Asociación Médica 
Mundial. 
Reglas Mínimas de la Naciones Unidas para la 
administración de la justicia de menores “Reglas de 
Beijíng” 
 CRITERIOS. 
- “El derecho a impugnar es una garantía dentro del debido proceso que busca proteger el derecho de 
defensa y evitar sentencias erradas y viciadas”. 
- “El tribunal revisor debe ser distinto y de superior jerarquía orgánica. 
- “ El doble conforme debe expresarse a través de un recurso que permita una revisión integra del fallo 
condenatorio. 
-Al margen de la denominación del recurso, lo importante es que el recurso garantice la posibilidad de una 
examen integral de la decisión recurrida”.  
- El recurso debe ser un recurso ordinario, accesible y eficaz, esto es que las formalidades deben ser 
mínimas; y debe existir antes de que la sentencia adquiera la calidad de cosa juzgada; sin mayores 
complejidades y debe procurar  resultados o respuesta para procurar la corrección de una condena 
errónea”. 
- “El recurso debe permitir analizar las cuestiones fácticas, probatorias y jurídicas, esto es, un control 
amplio de los aspectos impugnados”. 
- “El órgano revisor debe ser uno orgánicamente superior competente, independiente e imparcial; esto es, 
que satisfaga las mismas normas y requisitos que el que conoció del caso en primera instancia”. 
- “El recurso no debe limitarse a los delitos más graves”. 
- “ El recurso no implica que se lleve a cabo un nuevo juicio” 
FUENTE: Datos obtenidos de la sentencia de la Corte IDH. www.corteidh.or.cr 









DESCRIPCIÓN, ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
Del cuadro N° 5. Caso Mendoza y otros Vs. Argentina, la Corte IDH, mantiene la 
línea de considerar el derecho a recurrir una garantía dentro del debido proceso y 
garantizar el derecho de defensa para cuestionar un procedimiento viciado y con 
errores y evitar perjuicios. Ratificando que el doble conforme debe permitir una 
revisión integral del fallo - cuestiones fácticas, probatorias y jurídicas -, en síntesis, 
un control amplio de la materia impugnada siendo irrelevante la denominación que 
tenga; e igualmente hace mención a que el recurso  debe ser ordinario, esto es, en 
contraposición, que no puede ser un recurso extraordinario sujeto a formalidades –
caso la casación en la forma tradicionalmente concebido ni el recurso de revisión-; 









CUADRO N° 6 
1 Nombre del caso Caso Mohamed Vs. Argentina.   
2 Victima (s) Oscar Alberto Mohamed. .  
3 Estado demandado Argentina.  
4 N°. de petición / caso ante 
la CIDH 
11.618 
5 N°. caso ante la Corte IDH Serie C No. 255.  
6 Tipo de sentencia y fecha Excepciones preliminares. Reparaciones y costas, 23 de 




7 Sumilla El caso se refiere a la responsabilidad internacional del 
Estado argentino de recurrir a un fallo condenatorio en un 
proceso penal seguido en su contra.   
8 Palabras clave Garantías judiciales y procesales; protección judicial.  




Artículo 8.2.h (Garantías judiciales) Derecho a recurrir. 
Otros tratados 
interamericanos 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.  
CRITERIOS. 
 
- “El derecho a impugnar es una garantía dentro del debido proceso que busca proteger el 
derecho de defensa y evitar sentencias erradas y viciadas”. 
- “El tribunal revisor debe ser distinto y de superior jerarquía orgánica. 
- “El doble conforme debe expresarse a través de un recurso que permita una revisión integra 
del fallo condenatorio. 
-Al margen de la denominación del recurso, lo importante es que el recurso garantice la 
posibilidad de una examen integral de la decisión recurrida”.  
- El recurso debe ser un recurso ordinario, accesible y eficaz, esto es que las formalidades 
deben ser mínimas; y debe existir antes de que la sentencia adquiera la calidad de cosa 
juzgada; sin mayores complejidades y debe procurar  resultados o respuesta para procurar la 
corrección de una condena errónea”. 
- “El recurso debe permitir analizar las cuestiones fácticas, probatorias y jurídicas, esto es, un 
control amplio de los aspectos impugnados”. 
- “El órgano revisor debe ser uno orgánicamente superior competente, independiente e 
imparcial; esto es, que satisfaga las mismas normas y requisitos que el que conoció del caso 
en primera instancia”. 
FUENTE: Datos obtenidos de la sentencia de la Corte IDH. www.corteidh.or.cr 









DESCRIPCIÓN, ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
Del cuadro N° 6. respecto del caso Mohamed Vs. Argentina, la Corte IDH, reafirma 
sus criterios anteriores en línea uniforme, estableciendo que el derecho a 
impugnar busca proteger el derecho de defensa –como en el caso Herrera Ulloa 
Vs. Costa Rica-, ya que por medio este recurso evita que quede firme una 
resolución viciada y con errores y de lugar a perjuicios del justiciable, debiendo 
existir el recurso antes que cause la autoridad de cosa juzgada, debiendo 
revisarse integralmente tanto las cuestionas fácticas como jurídicas y probatorias 
ya que estas se encuentran interrelacionadas, son interdependientes e implicantes 
ya que una errónea determinación de los hechos implica una errada e indebida 
aplicación del derecho; debiendo ser accesible sin requerir mayores complejidades 
que hagan iluso este derecho. Y como en el caso Barreto Leiva, la doble 
conformidad debe expresarse a través de una revisión integral del fallo a fin de 
brindar seguridad y tutela a los derechos del condenado y con capacidad para 
procurar respuestas conforme al fin para el que ha sido concebido; siendo 
relevante que señala que estos criterios son vinculantes para todos los Estados 
suscribientes del Pacto de San José de Costa Rica.   
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CUADRO N° 7 
1 Nombre del caso Caso Liakat Ali Alibux Vs Suriname.   
2 Victima (s) Liakat Ali Alibux 
3 Estado demandado Suriname 
4 N°. de petición / caso ante 
la CIDH 
661-03 
5 N°. caso ante la Corte IDH Serie C No. 276.  
6 Tipo de sentencia y fecha Excepciones preliminares. Reparaciones y costas, 30 de 
enero de 2014  
7 Sumilla El caso se refiere a la responsabilidad internacional del 
Estado de Suriname de recurrir un fallo condenatorio en 
un proceso penal seguido en su contra en instancia 
única.    
8 Palabras clave Garantías judiciales y procesales; protección judicial.  










- “El derecho a recurrir es una garantía mínima  frente al Estado y primordial en el marco del 
debido proceso y busca proteger el derecho de defensa antes que la condena adquiera la 
calidad de cosa juzgada”. 
 - “La revisión integral de la sentencia debe realizarlo un juez o tribunal distinto y superior 
jerárquicamente”. 
- “Para que exista una doble conformidad judicial, lo importante es que el recurso garantice la 
posibilidad de un examen integral, amplio de la sentencia recurrida”.  
- “El recurso debe ser ordinario, accesible y eficaz; sin mayores complejidades, con 
formalidades mínimas que permitan una examen sobre los agravios, procurando resultados y 
una corrección de la sentencia errónea o viciada, no importando la denominación que se le 
otorgue”.  
- “La regulación del recurso por el Estado, no puede establecer restricciones o requisitos que 
infrinjan la esencia misma del derecho a recurrir el fallo, o la existencia del mismo”.  
- “Aun en el proceso penal de instancia única, es exigible la posibilidad de que la sentencia 
adversa fuera recurrida, con base en la naturaleza de garantía mínima del debido proceso que 
dicho derecho ostenta a fin de evitar se afecte la libertad de una persona entre otros”.  
- “La superioridad del tribunal, se entiende cumplida cuando el pleno, una sala o cámara, 
dentro del mismo órgano colegiado superior, pero de distinta composición al que conoció la 
causa originalmente, resuelve el recurso interpuesto con facultades de revocar o modificar la 
sentencia condenatoria dictada”. 
- “El juzgamiento en primera instancia puede estar a cargo del presidente o de una sala del 
órgano colegiado superior y el conocimiento de la impugnación corresponderá al pleno de 
dicho órgano, con exclusión de quienes ya se pronunciaron”. 
- “El Estado puede organizarse de la manera que considere pertinente a efectos de garantizar 
el derecho a recurrir el fallo de los altos funcionarios públicos que corresponda”.  
FUENTE: Datos obtenidos de la sentencia de la Corte IDH. www.corteidh.or.cr 












DESCRIPCIÓN, ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
Del cuadro N° 7. Al respecto del caso Liakat Ali Alibux Vs Suriname. La Corte IDH, 
reafirma sus criterios anteriores en línea uniforme, que el derecho a impugnar 
busca proteger el derecho de defensa –como en el caso Herrera Ulloa Vs. Costa 
Rica-, ya que por medio este recurso evita quede firme una resolución viciada y 
con errores y de lugar a perjuicios del justiciable, debiendo revisarse integralmente 
tanto las cuestionas fácticas como jurídicas y probatorias; de modo que debe ser 
accesible sin requerir mayores complejidades que hagan iluso este derecho. Y 
como en el caso Barreto Leiva, la doble conformidad debe expresarse a través de 
una revisión integral del fallo  a fin de brindar seguridad  y tutela a los derechos del 
condenado y con capacidad para procurar respuestas conforme al fin para el que 
ha sido concebido. Lo más importante de esta sentencia, además de ratificar los 
anteriores criterios, analiza el caso del juzgamiento de altos funcionarios en 
instancia única, señalando que también debe garantizarse el derecho a recurrir por 
ser una garantía mínima frente al Estado y en el marco del debido proceso y la 
protección del derecho de defensa; y, recogiendo algunas prácticas de los Estados 
de la OEA, señala los casos como puede cumplirse esta garantía. Por ejemplo el 
juzgamiento en primera instancia puede estar a cargo del presidente o de una sala 
del órgano colegiado superior y el conocimiento de la impugnación corresponderá 
al pleno de dicho órgano, con exclusión de quienes ya se pronunciaron, debiendo 
en todo caso el Estado organizarse adecuadamente. 
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CUADRO N° 8 
1 Nombre del caso Caso Norin Catriman Vs Chile.    
2 Victima (s) Segundo Aniceto Noria Catriman, Juan Patricio Marileo 
Saravia, Victor Ancalaf Llaupe y otros (Dirigientes y 
activistas del pueblo indígena Mapuche, respecto de la 
república de Chile.  
3 Estado demandado Chile.  
4 N°. de petición / caso ante 
la CIDH 
619/03, 429/05 y 581/05 
5 N°. caso ante la Corte IDH Serie C No. 279.  
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec 
279_esp.pdf.  
6 Tipo de sentencia y fecha Sentencia sobre el fondo. Reparaciones y costas, 29  de 
mayo de 2014  
7 Sumilla El caso se refiere a la responsabilidad internacional del 
Estado chileno respecto de recurrir el fallo condenatorio 
consagrado en el artículo 8.2.h de la Convención, entre 
otros.    
8 Palabras clave Garantías judiciales y procesales; protección judicial.  









- “El derecho a recurrir es una garantía mínima  frente al Estado y primordial en el marco del 
debido proceso y busca proteger el derecho de defensa y evitar la firmeza de una decisión 
derivado de un procedimiento viciado y con errores”.  
- “La revisión integral o amplia de la sentencia debe permitir se analicen las cuestiones fácticas, 
probatorias y jurídicas, existiendo interdependencia en los mismos y debe realizarlo un juez o 
tribunal distinto y superior jerárquicamente”. 
- “El recurso debe ser ordinario, accesible y eficaz; sin mayores complejidades, con 
formalidades mínimas que permitan una examen sobre los agravios, procurando resultados y 
una corrección de la sentencia errónea o viciada, independientemente del régimen o sistema 
recursivo o la denominación que se le otorgue”. 
- “Para que exista una doble conformidad judicial, lo importante es que el recurso garantice la 
posibilidad de un examen integral, amplio de la sentencia recurrida que permita confirmar el 
fundamento y otorgar mayor credibilidad al acto jurisdiccional del Estado, brindando mayor 
seguridad y tutela de los derechos del condenado”.   
- “El recurso debe estar al alcance de toda persona condenada por ser la condena 
manifestación de poder estatal, garantizado incluso a quien es condenado mediante una 
sentencia que revoca una decisión absolutoria”.  
- “El recurso debe respetar las garantías procesales mínimas pertinentes y necesaria para 
resolver los agravios planteados por el condenado”. 
- “El trámite del recurso no implica la necesidad de realizar un nuevo juicio oral”. 
FUENTE: Datos obtenidos de la sentencia de la Corte IDH. www.corteidh.or.cr 
ELABORACION: Por el propio investigador. Realizada en el mes de mayo de 2017. 
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DESCRIPCIÓN, ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
Del cuadro N° 8. respecto del caso Norin Catriman  Vs. Chile, la Corte IDH, 
reafirma sus criterios anteriores, con mayor precisión, reiterando que se trata de 
una garantía mínima frente al poder estatal, que  fundamentalmente busca 
proteger el derecho de defensa –como en el caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica-, 
ya que por medio este recurso evita quede firme una resolución viciada y con 
errores y de lugar a perjuicios del justiciable, incluso cuando quien es condenado 
mediante una sentencia que revoca una decisión absolutoria –conocido como “la 
condena del absuelto”-,  debiendo revisarse integralmente tanto las cuestionas 
fácticas como jurídicas y probatorias por ser interdependientes, ya que una tiene 
implicancia en las consecuencias de lo otro. Asimismo debe ser accesible sin 
requerir mayores complejidades que hagan iluso este derecho. Y como en el caso 
Barreto Leiva, la doble conformidad debe expresarse a través de una revisión 
integral del fallo  a fin de brindar seguridad  y tutela a los derechos del condenado 
y con capacidad para procurar respuestas conforme al fin para el que ha sido 
concebido. Debiendo el recurso ser ordinario, accesible y eficaz; sin mayores 
complejidades, con formalidades mínimas que permitan una examen sobre los 
agravios, procurando resultados y una corrección de la sentencia errónea o 
viciada, independientemente del régimen o sistema recursivo o la denominación 
que se le otorgue; precisando que el trámite del recurso no implica la necesidad de 
que se lleve a cabo un nuevo juicio oral. Esto último implica que el Estado debe 
organizarse en tal sentido orgánica y normativamente. 
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CONCLUSIONES 
 
Primera.- Que, en el artículo 429 del CPP referido a las causales, el legislador 
ha regulado la casación de manera formal, limitado y ritual, 
imposibilitando la procedencia por errores de hecho sino más bien 
solo por errores de derecho, así de esa manera la casación no es un 
recurso idóneo, útil ni pertinente para ejercitar el derecho a recurrir y 
al derecho al acceso a los recursos. 
Segunda.- Que, si es conveniente proponer la procedencia del recurso de 
casación por cuestiones o errores de hecho por afectar la legalidad 
de la sentencia, esto, en la medida que haya incidido en la parte 
resolutiva de la decisión, ya que implica el desconocimiento de los 
hechos por el juez, sea porque ignora los que fueron probados o que 
tenga por probados los que no lo fueron. 
Tercera.- Que, los criterios establecidos por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos para configurar el recurso de casación, por 
medio de su jurisprudencia es que se garantice el derecho a recurrir 
un fallo condenatorio penal, son: El criterio de la idoneidad, de la 
eficacia, de la insuficiencia de un órgano superior, de la revisión 
integral, de no establecer restricciones, de fácil acceso, para el 
análisis de las cuestiones fácticas y probatorias, de garantía mínima, 
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del control amplio o integral, de las garantías mínimas del recurso de 
casación. 
Cuarta.- Que, si sigue esta situación y el legislador no toma las medidas 
correctivas; es decir, no se adecua a lo establecido por la CIDH, 
nuestro país estaría incurriendo en una grave irregularidad, que 
acarrearía una responsabilidad internacional traducido en multas e 
indemnizaciones onerosas, esto por la evidente obligación de cumplir 
de buena fe los criterios por el Estado peruano. 
Quinta.-  Que, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido 
un nuevo modelo de recuso de casación, la misma que fue sugerido 
en la sentencia de fecha 2 de julio de 2004 recaída en el Caso 
Herrera Ulloa versus Costa Rica, en los puntos dispositivos 
correspondientes. De este modo, la sentencia deja claro que el 
recurso de casación, no es adecuado para satisfacer el derecho del 
condenado a la fiscalización de la sentencia ante otro tribunal. En 
otras palabras, la CIDH suscribe un modelo puro de casación 
Sexta.- Que, la arbitrariedad fáctica aparece como un estado irregular, 
anómalo de la decisión judicial, se da tal situación, si no parte del 
contenido de las pruebas a partir de los hechos, lo cual se identifica 
con una decisión poco reflexiva del material probatorio o cuando se 
resuelve contra las pruebas admitidas y actuadas regularmente en el 
proceso. Aunque la decisión igualmente es arbitraria si se decide 
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haciendo una aplicación o interpretación caprichosa y poco seria del 
ordenamiento jurídico. 
Séptima.-  Que, tras el argumento de que el recurso de casación es un recurso 
formalista se evita que los jueces puedan hacer justicia sobre el caso 
concreto (porque no pueden revisar hechos) y tampoco permite que 
se pronuncie sobre ninguna cuestión que esté fuera de las causales 
de la ley de casación (ni siquiera de la constitucionalidad de los 
fallos).  
Octava.-  Que, no es absoluta ni rígida la regla de que el juez de casación no 
pueda revisar las cuestiones de hecho, lo puede hacer 
excepcionalmente por medio del control convencional, como 
propiamente un controlador de la buena aplicación del derecho. 
Novena.-  Que, podemos afirmar la inconvencionalidad de la casación en los 
procesos penales por no cumplir el derecho a acceder a un recurso 
sencillo, amplio, integral, idóneo y efectivo contra actos arbitrarios; 
que la Corte IDH faculta a los jueces nacionales realizar control 
difuso de convencionalidad para inaplicar las normas internas a un 
caso concreto y revalorar la convención para garantizar derechos. 
Decima.-  Que, la casación no puede dedicarse a controlar el cumplimiento del 
simple texto de la ley, porque de la literalidad no se puede obtener 
significado alguno sin interpretación. La casación debe entonces 
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renunciar a aquella tesis de la interpretación mecanicista que la 
fundamentaba, y debe en cambio aceptar que existirán sentidos 
interpretativos coherentes con el conjunto de valores del 
ordenamiento jurídico. 
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SUGERENCIAS 
Primera.- Al legislador regular la casación como recurso idóneo, sencillo y 
efectivo que garantice el derecho a impugnar y el acceso al recurso 
frente a una sentencia penal. 
Segunda.- Al legislador tomar las medidas correctivas acorde a lo establecido 
por la CIDH, caso contrario nuestro país tendría la responsabilidad 
internacional traducida en multas e indemnizaciones onerosas. 
Tercera.-  Se hace necesaria una adecuada capacitación a los magistrados que 
se vinculan y vincularan con la resolución de recursos de casación en 
nuestra Corte Suprema, a la par con temas de control de 
convencionalidad.  
Cuarta.-  Se debe mejorar nuestra jurisprudencia en el sentido que 
normalmente se disfraza la improcedencia del recurso de casación 
por errores de derecho y no por errores de hecho, ello para evitar 
decisiones arbitrarias o absurdas o que contienen un inadecuado 
trabajo probatorio. 
Quinta.- Al legislador modificar en elartículo 429 del CPP, para ese efecto se 
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- ¿Es conveniente 
proponer la procedencia 
del recurso de casación 
por cuestiones o errores 
de hecho, por afectar la 
legalidad de la sentencia 
en la medida esta haya 
incidido en la parte 
resolutiva de la decisión?  
 
- Demostrar que en el nuevo 
código procesal penal, si es 
conveniente proponer la 
procedencia del recurso de 
casación por cuestiones o 
errores de hecho, por afectar 
la legalidad de la sentencia en 
la medida que esta haya 
incidido en la parte resolutiva 
de la decisión.  
  
 
- Si es conveniente proponer la procedencia del 
recurso de casación por cuestiones o errores de 
hecho, por afectar la legalidad de la sentencia en 
la medida que esta haya incidido en la parte 
resolutiva de la decisión.  
 
Criterios 









- Derecho al 
recurso 





Se empleará el método 
científico, como método general 
y como métodos específicos de 
investigación a los siguientes: 
Método de la argumentación 
jurídica. 
Método dogmático, sociológica 
funcional y el Método del 

















- ¿Cuáles son los 
fundamentos para 
proponer la procedencia 
del recurso de casación 
por cuestiones o errores 
de hecho, por afectar la 
legalidad de la sentencia 
en la medida que esta 
haya incidido en la parte 
resolutiva de la decisión? 
¿Cuáles son los criterios 
establecidos por la Corte 
Interamericana de 
Derechos Humanos que 
configuran el recurso de 
casación que garantice el 
derecho  a recurrir un 
fallo condenatorio penal? 
¿Qué consecuencias 
procesales, económicas y 
normativas tendría la no 
adecuación normativa 
peruana referida al 
recurso de casación a los 
criterios de la Corte IDH 
sobre el derecho a 
recurrir la sentencia penal 
condenatoria? 
- Identificar los fundamentos 
para proponer la procedencia 
del recurso de casación por 
cuestiones o errores de 
hecho, por afectar la legalidad 
de la sentencia en la medida 
que esta haya incidido en la 
parte resolutiva de la decisión. 
- Establecer los criterios 
establecidos por la Corte 
Interamericana de Derechos 
Humanos que configuran el 
recurso de casación que 
garantice el derecho  a recurrir 
un fallo condenatorio penal. 
- Determinar las 
consecuencias procesales, 
económicas y normativas 
tendría la no adecuación 
normativa peruana referida al 
recurso de casación a los 
criterios de la Corte IDH sobre 
el derecho a recurrir la 
sentencia penal condenatoria.   
- El derecho a recurrir, el derecho al recurso y la 
doble instancia en sentido amplio establecido por 
el control convencional son los fundamentos para 
proponer la procedencia del recurso de casación 
por cuestiones o errores de hecho, por afectar la 
legalidad de la sentencia en la medida que esta 
haya incidido en la parte resolutiva de la decisión. 
- Los criterios establecidos por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos que 
configuran el recurso de casación que garantice el 
derecho  a recurrir un fallo condenatorio penal son: 
a) A toda persona condenada, debe procurársele 
un recurso efectivo, sencillo,  accesible para 
recurrir el fallo ante el superior jerárquico y distinto; 
b) El recurso debe permitir una revisión integral de 
la sentencia, fáctica, probatoria y jurídica, sin 
importar el régimen o la denominación que se le 
otorgue, debe ser capaz de procurar la corrección 
de una condena errónea, aún sea en instancia 
única. 
- Las consecuencias procesales, económicas y 
normativas que acarrearía la inobservancia de los 
Criterios de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, son: a) Que el Perú sería declarado 
responsable por violación del derecho fundamental 
a recurrir la sentencia condenatoria penal; b). Se 
declararían nulas las sentencias firmes y 
eventuales libertades en delitos graves, c). El 
Estado sería pasible de sanciones pecuniarias por 
concepto de indemnización de daños inmateriales 
y costas procesales; d.) Se dispondría de una 
eventual reforma de adecuación normativa de los 




casación por error 
de hecho, esto, 
cuando afecta la 














Se recurrirá a la ficha de análisis 
documental, y uso de fichas 
bibliográficas de recolección de 
datos; trabajo de laboratorio 
(bibliotecas privadas y públicas) 
INSTRUMENTOS  
 
- Ficha de revisión documental. 
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Proyecto de ley Nª 01/2017-GN 
Proyecto que modifica el Artículo  429, del Código Procesal Penal. 
 
 
PROYECTO DE LEY 
 
Ley que modifica el artículo 429 del Código Procesal Penal. 
 
Artículo. 1. Modifíquese el artículo 429 del Código Procesal Penal bajo los 
siguientes textos:  
 
 Artículo 429.- CAUSALES  Artículo 429.- CAUSALES 
“Son causales para interponer recurso 
de casación: 1. Si la sentencia o auto 
han sido expedidos con inobservancia 
de algunas de las garantías 
constitucionales de carácter procesal 
o material, o con una indebida o 
errónea aplicación de dichas 
garantías. 2. Si la sentencia o auto 
incurre o deriva de una inobservancia 
de las normas legales de carácter 
procesal sancionadas con la nulidad. 
3. Si la sentencia o auto importa una 
indebida aplicación, una errónea 
interpretación o una falta de 
aplicación de la Ley penal o de otras 
normas jurídicas necesarias para su 
aplicación. 4. Si la sentencia o auto ha 
sido expedido con falta o manifiesta 
ilogicidad de la motivación, cuando el 
vicio resulte de su propio tenor. 5. Si 
la sentencia o auto se aparta de la 
“Son causales para interponer recurso 
de casación: 1. Si la sentencia o auto 
han sido expedidos con inobservancia 
de algunas de las garantías 
constitucionales de carácter procesal 
o material, o con una indebida o 
errónea aplicación de dichas 
garantías. 2. Si la sentencia o auto 
incurre o deriva de una inobservancia 
de las normas legales de carácter 
procesal sancionadas con la nulidad. 
3. Si la sentencia o auto importa una 
indebida aplicación, una errónea 
interpretación o una falta de 
aplicación de la Ley penal o de otras 
normas jurídicas necesarias para su 
aplicación. 4. Si la sentencia o auto ha 
sido expedido con falta o manifiesta 
ilogicidad de la motivación, cuando el 
vicio resulte de su propio tenor. 5. Si 
la sentencia o auto se aparta de la 
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doctrina jurisprudencial establecida 
por la Corte Suprema o, en su caso, 
por el Tribunal Constitucional.   
doctrina jurisprudencial establecida 
por la Corte Suprema o, en su caso, 
por el Tribunal Constitucional.  6. “Si 
la Sentencia ha sido afectado por 
cuestiones de hecho o errores de 
hecho, en la medida que haya 
incidido en la parte resolutiva”. 
 
 
Artículo 2.- De la vigencia de la Ley. 
 
La presente Ley, entrará en vigencia en el plazo de (…) de publicado en el 
diario oficial El Peruano. 
Disposiciones Finales 
Primera.- Modifíquese o deróguese toda disposición que se oponga a lo 
dispuesto en la presente Ley. 
Lima. 22 de mayo de 2017. 
 
Exposición de motivos 
Derecho a la pluralidad de la instancia y derecho de acceso a los 
recursos.  
El derecho de acceso a los recursos o a recurrir las resoluciones judiciales, es 
una manifestación implícita del derecho fundamental a la pluralidad de la 
instancia, reconocido en el art. 139.6º, de la Const., el cual, a su vez, forma 
parte del derecho fundamental al debido proceso, reconocido en el art. 139.3º, 
de la Norma Fundamental. 
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Se trata de un derecho fundamental que “tiene por objeto garantizar que 
las personas, naturales o jurídicas, que participen en un proceso judicial tengan 
la oportunidad de que lo resuelto por un órgano jurisdiccional sea revisado por 
un órgano superior de la misma naturaleza, siempre que se haya hecho uso de 
los medios impugnatorios pertinentes, formulados dentro del plazo legal”. En 
esa medida, el derecho a la pluralidad de la instancia guarda también conexión 
estrecha con el derecho fundamental a la defensa, reconocido en el art. 
139.14º de la Constitución. 
 
Cuál sea la denominación del medio jurídicamente previsto para el 
acceso al órgano de segunda instancia revisora, es un asunto 
constitucionalmente irrelevante. Sea que se lo denomine recurso de apelación, 
recurso de nulidad, recurso de revisión, o llanamente medio impugnatorio, lo 
importante constitucionalmente es que permita un control eficaz de la 
resolución judicial primigenia. 
 
Derecho a la pluralidad de la instancia tiene configuración legal 
También denominado derecho a los medios impugnatorios, es uno de 
configuración legal: “el derecho a los medios impugnatorios es un derecho de 
configuración legal, mediante el cual se posibilita que lo resuelto por un órgano 
jurisdiccional pueda ser revisado por un órgano jurisdiccional superior”. 
Que el derecho a los medios impugnatorios sea un derecho fundamental 
de configuración legal, implica que “corresponde al legislador crearlos, 
establecer los requisitos que se debe cumplir para que estos sean admitidos, 
además de prefigurar el procedimiento que se deba seguir”.  
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Ello no significa que la configuración in toto del contenido del derecho 
fundamental queda librada a la discrecionalidad del legislador, sino tan solo 
que –existiendo un contenido esencial del derecho que, por estar garantizado 
por la propia Norma Fundamental, resulta indisponible para el legislador– es 
necesaria también la acción del órgano legislativo para culminar la delimitación 
del contenido del derecho. Dicha delimitación legislativa, en la medida de que 
sea realizada sin violar el contenido esencial del propio derecho u otros 
derechos o valores constitucionales reconocidos, forma, junto al contenido 
esencial del derecho concernido, el parámetro de juicio para controlar la validez 
constitucional de los actos de los poderes públicos o privados. Los derechos 
fundamentales cuya configuración requiera de la asistencia de la ley no 
carecen de un contenido per se inmediatamente exigible a los poderes 
públicos, pues una interpretación en ese sentido sería contraria al principio de 
fuerza normativa de la Const. En tales supuestos, la ley se convierte en un 
requisito sine qua non para la culminación de la delimitación concreta del 
contenido directamente atribuible al derecho fundamental. 
 
Contenido del derecho a la pluralidad de la instancia 
Es de recibo que este Tribunal determine el contenido esencial, prima facie, del 
derecho a la pluralidad de la instancia, es decir, el núcleo mínimo que resulta 
indisponible para el legislador, y, por consiguiente, proyectado como vinculante, 
directamente, desde el propio art. 139.6º de la Const. Dicha determinación 
implica responder a la pregunta acerca de qué resoluciones judiciales son las 
necesariamente impugnables, así como a la pregunta acerca de cuántas veces 
tales resoluciones son susceptibles de impugnación. 
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Análisis  costo beneficio 
La presente iniciativa legislativa, de ser aprobada y promulgada, no demandará 
recursos adicionales del Estado, ya que, esta medida opera automáticamente 
sin necesidad de asignar recurso alguno al Poder Judicial, porque el sistema de 
administración de justicia ya cuenta con el presupuesto respectivo. 
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ABREVIATURAS UTILIZADAS  
EN ESTA TESIS 
 
Art.   Artículo. 
AED.   Análisis Económico del Derecho. 
CIDH.  Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
CADH.          Convención América de Derechos Humanos 
PIDCP.         Pacto Internacional de Derecho Civiles y Políticos 
Cfr..  Confróntese. 
D. Leg.   Decreto Legislativo. 
Ex ante.  Más antes. 
Ibídem.  Ahí mismo. 
CPP.             Código Procesal Penal. 
Ob. Cit.  Obra citada. 
p.   Página. 








100 Portable Document Lane
Wonderland
